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1. A mediados de febrero de este año de 2006 se celebró en Toledo, con ocasión de su constitución, el Primer Congreso de la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo. En su calidad de anfitriones, la intendencia corrió a cargo del grupo de jóvenes universitarios que dirige el profesor Luis Ortega Álvarez, entre los que se encontraba Isabel Gallego Córcoles, quien, para mi sorpresa (no exenta de vanidad, todo sea dicho), me propuso, con la anuencia de su maestro, que le pusiera un prólogo a la edición de su tesis doctoral, la que el lector tiene ahora en sus manos, acerca del derecho de reversión en la expropiación forzosa. Invitación que no tenía otra «causa», según imagino, que el haber escrito unas páginas, hace ya más de una década, sobre el instituto de la reversión, en concreto, en el caso de las expropiaciones legislativas singulares, y en el que esbozaba una propuesta de entendimiento del fenómeno de la reversión de la que amablemente se ocupa Isabel Gallego, bien que para hacer de la misma blanco de su crítica, a partir, justamente, del que constituye el nervio de su concepción, la reversión como un supuesto de invalidez sobrevenida.

2. El de los prólogos, en particular en el ámbito académico y, más específicamente, cuando de tesis doctorales se trata, puede sin hipérbole adscribirse al género del ditirambo, en el que el prologuista, quizá para no defraudar la confianza depositada por el autor, juega a desplegar toda una pirotecnia de alardes verbales no ya ponderando, sino enfatizando las excelencias del trabajo al que su prólogo sirve de pórtico o proemio. Caracterización, en modo alguno reproche, que cabría también predicar de aquellos prólogos más contenidos y sobrios (del tipo «trabajo serio y riguroso»), y que a la postre, por mor del desgaste inherente al abuso de los epítetos laudatorios, conduce a una banalización del género y, como efecto colateral y, aun, paradójico, a la inducción en el lector de un cierto escepticismo a la hora de apreciar la calidad del trabajo a cuya lectura, y esto es lo único importante, se le invita.

3. Una lectura que en el caso del libro de Isabel Gallego viene avalada por una «causa» suficiente, la de tratarse de un buen libro, de un excelente libro. Y no vea el lector suspicaz contradicción o paradoja con lo que antes decía, menos aún un truco barato de tahúr a fin de encarecer el precio de la mercancía. La calidad de este estudio sobre el instituto de la reversión se anuncia desde su misma estructura, el sumario o índice, cuya elaboración permite apercibirse de las distintas retículas que componen una red o malla en la que quedan atrapadas las cuestiones de inexcusable tratamiento y análisis: la evolución histórica; el fundamento dogmático del derecho de reversión; la dimensión constitucional de este derecho, con una mirada a los casos alemán e italiano; y, como vectores de su concreto régimen jurídico, el escudriñamiento de los diferentes supuestos de reversión, una vez más con el contrapunto del Derecho comparado, y los distintos planos en que se desglosa el ejercicio del derecho de reversión. Una excelencia que el pormenor que la autora, en un pulcro castellano, aplica al tratamiento de estos diferentes aspectos y extremos irá colmando las expectativas más exigentes del lector de las páginas que comienzan cuando concluyen éstas.

4. La teoría que del instituto de la reversión ha gozado entre nosotros de un mayor predicamento es la que pusiera en circulación hace ahora cincuenta años García de Enterría. Como es sabido, el quicio de esta construcción es la idea de que la causa expropiandi, esto es, el fin de utilidad pública o interés social que legitima la privación expropiatoria, se incorpora de un modo permanente al acto o negocio en que consiste la expropiación, de suerte que la desaparición de aquélla (en los tres supuestos típicos que contemplaba la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, a saber, la no realización de la obra pública o el no establecimiento del servicio público; la existencia de partes sobrantes y la desafectación del bien del fin que legitimó su expropiación) se traduciría en una suerte de invalidez no inicial sino sobrevenida que provocaría el surgimiento del derecho de reversión o retrocesión. Una construcción cuyo soporte técnico es la identificación o no diferenciación de causa y fin como elementos objetivos del acto de expropiación.

La tesis de la invalidez sobrevenida ha encontrado una entusiasta acogida en la más reciente doctrina administrativista, quizá deslumbrada por el brillo de uno de sus más conspicuos adalides, Santi Romano. Con carácter general ahí está, y la doctora Gallego se hace amplio eco de aquélla y de su recepción en éste, el libro de Tomás Cano Campos La invalidez sobrevenida de los actos administrativos [prólogo de Eduardo García de Enterría, Thomson-Civitas, Madrid, 2005]. Una tesis que el profesor Cano Campos aplica al ámbito que nos ocupa, el de la reversión expropiatoria, y que Isabel Gallego asume para concluir, a su vez, en la naturaleza del derecho de reversión como un derecho público subjetivo de carácter reaccional. Digamos algo al respecto y, de paso, justifiquemos así el papel que toca cumplir al prologuista más allá de la mera deferencia hacia el autor prologado.

5. En el relato del autor del libro antecitado, Tomás Cano, el propósito perseguido con la construcción de esta categoría de la invalidez sobrevenida estriba en aglutinar, «exclusivamente desde un punto de vista puramente cronológico o temporal», aquellos supuestos en los que «la causa determinante de la invalidez del acto sea posterior al momento en que el mismo se dictó” (225). En la panoplia de estos supuestos conviene entresacar, a nuestros efectos, uno, a saber: «[...] la invalidez sobrevenida puede producirse cuando tiene lugar la pérdida de alguno de los requisitos objetivos de validez del acto, siempre, claro está, que el ordenamiento exija que tales requisitos hayan de permanecer durante toda la “vida” del acto o hasta un momento posterior a su emanación». Pregunta que el autor referido se hace a sí mismo: «[...] ¿cuáles son tales requisitos de validez del acto que pueden desaparecer de forma sobrevenida y dan lugar a este tipo de invalidez?». Respuesta: «No son otros que algunos de los denominados elementos del acto», en tanto que «los elementos de los actos administrativos constituyen auténticos requisitos de validez de los mismos, cuyo examen sirve para precisar las exigencias que tales actos deben cumplir para ser válidos o conformes a Derecho” (242-43). Y, singularmente, de entre aquellos «elementos de los actos” cuya desaparición es causa del fenómeno analizado se identifica la desaparición de la causa o desaparición sobrevenida de la adecuación del acto al fin previsto en la norma (293 y siguientes).

6. Paso a exponer mi visión de esta problemática. El punto de partida es, naturalmente, la caracterización del acto administrativo como declaración ejecutiva (artículo 56 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; en adelante, LRJ-PAC). Una ejecutividad que se desdobla en dos planos, a saber, la presunción de validez y la eficacia (artículos 57 y 93 LRJ-PAC). Eficacia que, en el caso de los actos susceptibles de ejecución forzosa (artículos 95 y siguientes LRJ-PAC), recibe el específico nombre de ejecutoriedad (artículo 93 LRJ-PAC).

Una caracterización, la así descrita, que apela a la fisiología o dinámica del acto administrativo y que presupone la estructura o anatomía de aquél, tradicionalmente desglosada en la distinción entre elementos subjetivos, objetivos y formales. A su vez, contenido, causa y fin integran los elementos objetivos del acto, definiéndose la causa como la adecuación del contenido al fin (artículo 54.2 LRJ-PAC), un fin que, en todo caso, ha de ser el específicamente previsto en la norma (principio de tipicidad, de donde el vicio de desviación de poder: artículos 63 LRJ-PAC y 70.2, párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción de 1998) y cuyo control se verifica mediante el de la motivación del acto (artículo 54 LRJ-PAC).

La patología del acto, esto es, la invalidez, viene definida por las causas que integran esta última, esto es, la nulidad (absoluta, radical o de pleno derecho: artículo 62 LRJ-PAC) y la anulabilidad (artículo 63 LRJ-PAC). Una invalidez que puede ser declarada mediante las dos técnicas o mecanismos que articulan la revisión de los actos administrativos, la revisión de oficio o revocación (por razones de legalidad) y los recursos administrativos (artículos 102 a 106 y 107 a 119, respectivamente, LRJ-PAC).

El análisis del acto administrativo debe partir de tres pares de conceptos: anatomía/fisiología, validez/eficacia y anulación/revocación. Pares de conceptos que hallan su hilo conductor en estas dos proposiciones, que de modo transversal recorren la lógica del acto administrativo en las dos vertientes, anatómica y fisiológica, apuntadas, a saber: una, la validez es el necesario punto de inserción del acto en la vida jurídica; dos, una vez producida esta inserción, toda la dinámica del acto ha de enfocarse exclusivamente desde la perspectiva de la eficacia. Conceptos y proposiciones que constituyen la nervatura del argumento que se desarrolla a continuación.

7. La tesis de los autores que postulan esta teoría de la invalidez sobrevenida erigen, pues, la noción de validez en piedra ancilar de la subsistencia del acto administrativo en los supuestos que al efecto, y entre ellos el de la desaparición (sobrevenida) de la causa como elemento objetivo del acto, singularizan. Unos supuestos cuyo hilo conductor es la aparición de un hecho (normativo) que provoca un desajuste entre el acto y el nuevo estado de cosas surgido, y que, dado su carácter diacrónico, permite forzar la noción de validez para dar entrada a la (heterodoxa; un oxímoron, en definitiva, algo así como «fuego frío» o «nieve caliente») de «invalidez sobrevenida».

Pueden recordarse a este propósito un par de preceptos del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 17 de junio de 1955, los artículos 15 y, sobre todo, 16, que compendian las consecuencias anudadas a las autorizaciones o licencias expedidas por las Corporaciones locales, en cuanto medio o técnica de intervención de la actividad de los administrados [artículo 5.b)] en los casos allí contemplados. Unas consecuencias que apelan a la subsistencia de la eficacia de dichas autorizaciones o licencias, con independencia del concreto instrumento mediante el que se constate o declare la pérdida de efectos de la licencia otorgada.

Pues bien, el Reglamento de Servicios es la norma que con carácter general sitúa la técnica de la revocación como mecanismo de depuración de las consecuencias dimanantes del desajuste o falta de adecuación entre el acto administrativo (la licencia o autorización en el paradigma de la norma local), tal y como surge en un momento determinado a la vida jurídica, de un lado, y el estado (normativo) ulterior a que la propia evolución del ordenamiento puede conducir, de otro, en cuanto este último se erige en parámetro de la (diacrónica) adecuación que se pretende entablar.

La revocación así concebida no es la que regulará la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 en sus artículos 109 y siguientes, ni, por supuesto, la que hoy establece la LRJ-PAC en sus artículos 102 a 106. Una revocación, la de las Leyes de procedimiento, que lo es por motivos de legalidad, en cuanto técnica o mecanismo de verificación (de oficio) de la validez del acto. La anfibología del lenguaje no ha confundido nunca a la doctrina, pero sí ha inducido los intentos de hacer pasar por el tamiz de la validez (de ahí la construcción de la teoría de la «invalidez sobrevenida») un variopinto elenco de supuestos que apelan a la eficacia del acto. Una eficacia que, ciertamente, deriva su razón de ser de la (presunción de) validez del acto, pero que va más allá, en cuanto susceptibilidad de modificar el estado de cosas preexistente y, singularmente, de reordenar las relaciones entre la Administración y el administrado. De ahí que cuando, en línea de principio, esta susceptibilidad (el acto administrativo in acto, no meramente in potentia, que es la virtualidad anudada a la [presunción de] validez de aquél) entre en colisión con un nuevo estado de cosas (por definición, un estado normativo), éste demande, sin perjuicio de las consecuencias (indiferentes en este momento) resarcitorias e indemnizatorias a que hubiere lugar, una labor de ajuste o adecuación, que, en el extremo, puede conducir a la desaparición, por ineficaz, del acto administrativo (entiéndase: desaparición del único vector estructural o arquitectural existente o, mejor, que permanece vigente, la eficacia). Una desaparición, o modulación de su pervivencia, a la que en puridad conviene el rótulo de revocación, categoría ésta, por tanto, que permite «resituar” el acto administrativo en el contexto de las circunstancias o hechos que conforman el ordenamiento en cada momento. Nada que ver, en suma, con un problema de validez, tal como pretende la doctrina que aquí se critica.

8. Vengamos al problema de la reversión expropiatoria. Uno de los supuestos que Tomás Cano y, destacadamente, pues es el objeto específico de su obra, la autora de este libro, Isabel Gallego, engloban en la noción de «invalidez sobrevenida” es el de la desaparición (sobrevenida) de la causa del acto administrativo, entendida aquélla como la falta de adecuación (sobrevenida) entre el contenido del acto y el fin normativamente previsto, supuesto que, cuando de la expropiación se trata, supone apoyar en la desaparición (sobrevenida) de la causa expropiandi el fundamento de la reversión expropiatoria, según la caracterización clásica de García de Enterría.

Pues bien, decía arriba que la invitación de Isabel Gallego a quien esto escribe para firmar la introducción de su libro traía «causa» de unas páginas escritas en el número 132 de la RAP bajo el rubro “El derecho de reversión en las expropiaciones legislativas. El caso Rumasa en la jurisprudencia del Tribunal Supremo". En dicha ocasión sostenía que en la expropiación forzosa era menester diferenciar, como elementos objetivos del negocio expropiatorio, la causa y el fin. Éste, el fin, el para qué de la expropiación, debía localizarse en el artículo 9 de la Ley de Expropiación Forzosa, en tanto que aquélla, la causa, el porqué de una concreta privación expropiatoria, hallaba su ubicación en el artículo 15 de la mencionada Ley. En este entendimiento, pues, la causa (la causa, como se ha dicho, de cada expropiación en concreto) viene identificada con el acuerdo de necesidad de ocupación, trasunto de, que aparece así como ese elemento objetivo del acto administrativo (artículos 53.2 LRJ-PAC y 6.1 del Reglamento de Servicios de 1955), la causa stricto sensu, definido como la adecuación del contenido del acto expropiatorio y el fin que legitima la privación coactiva en que consiste la expropiación. El corolario de este planteamiento se ofrece nítido: la reversión es, institucionalmente, la frustración del fin expropiatorio, sin que, en consecuencia, deba conceptuarse (de acuerdo con la lógica que identifica causa y fin, esto es, que hace equivalentes la causa expropiandi —la causa finalista de los escolásticos— y el fin expropiatorio) la reversión retrocesión expropiatoria como el efecto anudado a la desaparición sobrevenida de la causa expropiandi (siempre y cuando, naturalmente, ésta se identifique con la causa en sentido estricto, vale decir, con el acuerdo de necesidad de ocupación).

La tesis así sintetizada supone atraer al ámbito de la expropiación forzosa la construcción que la doctrina civilista ha hecho de la causa como elemento objetivo del negocio jurídico. En aquélla se identifica un triple nivel (causa de la obligación; causa de la prestación; causa del negocio jurídico), de suerte que en la expropiación forzosa la causa del negocio jurídico, esto es, de la concreta privación expropiatoria, estribaría, como antes se dijo, en el acuerdo de necesidad de ocupación o causa expropiandi en sentido estricto. Una configuración de la causa de la expropiación que, al decir del profesor Cano Campos (en juicio que comparte Isabel Gallego), «pone en entredicho [...] el propio concepto de causa del que [se] parte, pues si se acepta que la causa de los actos administrativos es “la adecuación del acto al fin que en cada caso ha de perseguirse con el dictado de aquél", parece evidente que el contenido del acto expropiatorio puede dejar de adecuarse al fin, y por tanto desaparecer de forma sobrevenida, cuando el fin de la expropiación ha sido realizado originariamente pero después ha desaparecido (el fin puede sufrir alteraciones), esto es, en el supuesto de la desafectación ulterior de los bienes y derechos» (298; las cursivas son mías).

9. Bien se comprende que no pueda hacer mía la crítica que Tomás Cano, y en su estela Isabel Gallego, vierte en relación con la propuesta que antes esbocé. Supuesto que la causa venga definida por la adecuación o congruencia entre contenido y fin, en modo alguno puede «parece[r] evidente» que el contenido del acto o negocio expropiatorio «dej[e] de adecuarse al fin, y por tanto desaparecer de forma sobrevenida», justamente porque ésta es la concepción de la que no se parte, antes bien, se excluye radicalmente. Naturalmente que la impugnación de la construcción montada sobre la noción de «invalidez sobrevenida” «supone partir de una concepción estática de la causa de los actos administrativos». No puede ser de otra manera: la causa y el contenido son los elementos «estáticos» del acto administrativo. El fin, tercer elemento objetivo, trasciende de esta consideración, en tanto que componente metanegocial del acto administrativo (no parece, dicho sea incidentalmente, necesario insistir en esta caracterización: la predeterminación normativa del fin, trasunto de su objetividad y tipicidad, sitúa aquél fuera, o más allá, del acto administrativo en sentido estricto). De ahí que la causa no sea otra cosa sino la ligazón entre el contenido del acto administrativo (su componente negocial stricto sensu, esto es, la declaración en que consiste el acto como negocio jurídico) y el fin (elemento legal, no negocial), la razón de ser de dicho contenido, de su concreta extensión, y cuyo control se cumple necesariamente mediante la verificación (en términos de congruencia, razonabilidad o plausibilidad, según se prefiera) de la real concurrencia de las razones aducidas (la motivación ex artículo 54 LRJ-PAC) por la Administración al dictar, precisamente con el contenido específico que lo define, el acto administrativo de que se trate.

Ésta es la razón última de la ubicación en el fin expropiatorio de la justificación del instituto de la reversión: sólo la no realización de aquél, la frustración del fin que justifica la privación en que consiste la expropiación, permite dar cuenta del porqué ha de producirse (de ser material y legalmente posible, pero esto no afecta sustancialmente al desarrollo del argumento) la retrocesión de los bienes o derechos expropiados, vale decir, la reintegración o restitución de las prestación anudadas al negocio expropiatorio (derechos expropiados y justiprecio). Reintegración o restitución de las prestaciones que sólo puede explicarse lógicamente en términos de ineficacia (sobrevenida, por hipótesis), no en términos de validez: el negocio expropiatorio nace (nadie lo ha puesto en cuestión) plena y cumplidamente perfecto, en modo alguno con una condición resolutoria (tesis que analiza, para descartarla, la doctora Gallego Córcoles), a saber, la resolución del negocio expropiatorio de no realizarse el fin que está en su base, que es su justificación jurídica (en el ámbito de las potestades administrativas, pero también en cualquier otro ámbito, público o privado, negocial). Y ello porque el fin trasciende del propio negocio expropiatorio, dada su inexcusable apoyo en la norma que le sirve de cobertura (el artículo 9 de la Ley de Expropiación, justamente). El fin, la Ley, en definitiva, persigue asegurar la eficacia, la transformación del estado de cosas preexistente, de los actos a cuya emanación la Administración, mediante el ejercicio de sus potestades, deviene habilitada, de suerte que, en esta lógica, la validez del acto no es, en términos sustanciales o materiales, sino un mero instrumento del fin (de su realización, de su eficacia, en suma) previsto en la norma, y, desde un punto de vista formal (inherente al sometimiento a la Ley y al Derecho de toda la actividad administrativa), un prius del correcto proceder de la Administración Pública.

10. En fin, discúlpenme el lector y la doctora Gallego esta quizá no del todo pertinente digresión, que en modo alguno ha pretendido incurrir en la grosería del invitado que abusa de la confianza del anfitrión. El viaje iniciático que es toda tesis doctoral, esa aventura a la manera de Cavafis o de Machado, ha cumplido sobradamente su fin, valga una vez más el símil expropiatorio, en el caso de Isabel Gallego. El pleno y satisfactorio cumplimiento de aquél hace de todo punto inviable cualquier género de reversión, para satisfacción de la autora y de la entera comunidad universitaria.

Santander, marzo 2006
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Introducción 

Isabel Gallego Córcoles 
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En parte por inercia histórica, en parte por la influencia de la doctrina mayoritaria sobre el derecho de reversión expropiatoria —que, según la tesis formulada por el Prof. GARCÍA DE ENTERRÍA, defiende que su fundamento es la invalidez sobrevenida de la expropiación—, el derecho de retrocesión estuvo reconocido hasta 1999 en nuestra legislación sobre expropiación forzosa en unos términos amplísimos, pues se trataba de un derecho absoluto que surgía siempre que desapareciera la causa expropiandi a la que estaba indefinidamente afectado el bien expropiado. La STC 67/1987, que niega el carácter constitucional al derecho de reversión, y las reformas introducidas primero en la legislación urbanística y después en la general sobre expropiación forzosa, suprimiendo en determinados casos el derecho de reversión, planteaban el reto de hallar la explicación dogmática a la figura y la necesidad de dar solución a los distintos problemas que el ejercicio del derecho de reversión presenta. En este sentido, la teoría sobre el fundamento del derecho de reversión que postulaba que era el resultado de la invalidez sobrevenida de la expropiación perdía consistencia, daba lugar a excepciones a la correspondiente regla sin poder aportar al respecto una razón convincente y compatible con sus premisas. El afán de encontrar una solución a todos estos problemas ha sido el origen de esta obra.

El trabajo se ha estructurado en cinco capítulos. En el primero de ellos, que tiene un marcado carácter introductorio, aunque no por ello está desprovisto de interés, se han abordado dos tipos de cuestiones. En primer lugar, se ha analizado la evolución histórica del derecho de reversión, con el fin de conocer a qué concretas causas obedeció el nacimiento de este derecho y el porqué de la regulación tan generosa existente en nuestro ordenamiento hasta 1999. En segundo lugar, se han examinado las distintas denominaciones que recibe el derecho reconocido en el art. 54 de la Ley de Expropiación Forzosa, con el fin de precisar el objeto de nuestro estudio.

Por su parte, el Capítulo segundo constituye el núcleo del estudio. En él se trata el fundamento y la naturaleza jurídica del derecho de reversión. Además de la conocida tesis del Prof. GARCÍA DE ENTERRÍA sobre el derecho de retrocesión, se habían formulado distintas aportaciones de muy distinta índole, no sólo desde el Derecho administrativo, sino también desde el Derecho civil. Las distintas propuestas han sido analizadas críticamente una por una, intentando determinar la corrección de cada una de sus premisas. Además, ha sido imprescindible tratar un tema dogmático que ha sido calificado de elegante, pero vano, aunque en realidad ha resultado de gran calado: la figura de la invalidez sobrevenida de los actos administrativos. A propósito de la misma se ha hecho un intento de reconstrucción. Una vez realizado este esfuerzo, se ha llegado a la conclusión de que la teoría que postula que la reversión es el resultado de la invalidez sobrevenida de la expropiación no ha de ser abandonada pese a sus puntos débiles, sino sólo perfeccionada, formulada en otros términos. Determinado así cuál es el fundamento jurídico de la reversión, se ha explicado cuál es su naturaleza, que entiendo es mera derivación del fundamento jurídico del instituto.

En el tercer Capítulo se estudia el régimen constitucional del derecho de reversión. Se ha elegido esta ubicación sistemática para tratar cuestiones de tanta trascendencia porque la naturaleza constitucional de este derecho está íntimamente relacionada con su fundamento jurídico, con la relación que tiene el derecho de reversión con la causa de utilidad pública o interés social que el art. 33.3 de nuestra Carta Magna consagra como uno de los requisitos constitucionales de la expropiación forzosa. Además, se ha incluido un epígrafe dedicado a la distribución competencial, pues siendo clara la competencia del Estado para regular el derecho de reversión en la legislación general sobre expropiación forzosa —art. 148.1.18 CE—, es más difícil delimitar, e incluso justificar la misma, cuando afecta a sectores materiales de competencia autonómica.

A continuación, en el cuarto Capítulo de este trabajo, se estudian los supuestos de reversión. En esta parte del estudio la carga dogmática es menor, y se trata de analizar críticamente en qué supuestos surge el derecho del expropiado a recuperar los bienes de los que fue privado coactivamente. Por otro lado, se ha insistido en el estudio de las novedades que la Disposición Adicional Quinta de la Ley de Ordenación de la Edificación ha aportado a la regulación de la reversión. Además, se han examinado los supuestos de reversión no sólo en la legislación general de expropiación forzosa, sino también en la legislación urbanística y de reforma y desarrollo agrario, por lo controvertido que resulta en estos supuestos el reconocimiento del derecho de reversión y por los interesantes problemas que plantean las peculiaridades de estas causae expropiandi.

Finalmente, en el último Capítulo de esta obra se analizan una serie de cuestiones relacionadas con el ejercicio del derecho de reversión. Así, se aborda el estudio de los elementos subjetivos de la reversión, sus efectos, la legislación aplicable, los plazos de ejercicio y la extinción del derecho de reversión mediante renuncia. En este sentido, por un lado, se estudian las soluciones que se han dado a este tipo de cuestiones desde la perspectiva de su compatibilidad con la naturaleza jurídica del derecho y, por otro, se analizan las innovaciones del nuevo régimen normativo.

En cualquier caso, en los dos últimos Capítulos de este trabajo, se contiene la orientación aplicativa de la teoría que se formula, ya que, como afirma CANARIS (1) , que una doctrina «sea correcta en teoría, pero no sirva para la práctica» es una situación que, de ningún modo, puede darse, pues, frente a una contradicción de este carácter, se deberá abandonar o corregir la teoría o modificar la práctica.

Una vez enunciado el objetivo de este estudio, también descrito someramente su contenido, me resta solamente hacer una mención acerca de cuál ha sido el enfoque que se ha adoptado en cada una de estas páginas. Convencida como estoy de que la reversión no es un medio satisfactorio de reaccionar ante la invalidez originaria de la expropiación, ni la forma de subsanar las defi ciencias que pudieran existir en nuestro ordenamiento a la hora de controlar este tipo de vicios, he intentado buscar un sistema equilibrado en el que simplemente se asegure el mandato constitucional de que la privación coactiva que la expropiación representa esté justificada en una causa de utilidad pública o interés social.





	 (1) 

	Canaris, C. L.: Función, estructura y falsación de las teorías jurídicas (trad. D. Brückner y J. L. De Castro). Civitas, Madrid, 1995, pág. 120.
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Es muy humana la tendencia -nos advierte SANTAMARÍAPASTOR- «a aceptar lógicamente lo que existe, simplemente por el hecho de que existe y de que goza de una cierta tradición»  (1) . Sin embargo, no todo lo que existe responde a una racionalidad -como también nos enseña el Profesor citado- ni, por supuesto, se ha adaptado convenientemente al devenir de los tiempos. Sentadas estas premisas, que creemos de general aceptación, no es preciso abundar en la conveniencia de comenzar con un estudio histórico un trabajo que, como el nuestro, pretende una revisión crítica de la reversión expropiatoria. Y en este sentido, el estudio desarrollado, no es, desde luego, un mero ornato de esta obra, sino que resulta muy enriquecedor. Así, si se destacan las dos conclusiones más importantes que se extraen del mismo, cabe resaltar que, por un lado, la idea de la reversión va unida a la propia aparición de la expropiación forzosa y, que, por otro, los generosos términos en los que se reconoció al derecho de reversión hasta hace poco en nuestro ordenamiento obedecen a la recepción en cierto modo irreflexiva de un diseño del instituto gestado en unas condiciones históricas muy determinadas.

Una de las primeras dudas que se plantean es determinar el punto de partida del recorrido histórico que pretendemos realizar. Conocida es la polémica sobre los orígenes del Derecho administrativo. Así, simplificando la misma, frente a la tesis clásica según la cual el Derecho administrativo surge con la Revolución Francesa, defendida en nuestra doctrina por, entre otros, GARCÍA DE ENTERRÍA (2) , otros autores, entre los que cabe destacar a GALLEGOANABITARTE (3) , consideran que el Derecho administrativo es un fenómeno normal en el Antiguo Régimen  (4) . De esta discusión, de la que incluso se ha dicho que las divergencias se explican simplemente por el contenido que se atribuye en cada caso al concepto de Derecho administrativo  (5) , lo que nos interesa retener es que el Derecho ha puesto límites al poder en todos los tiempos, consideremos los mismos Derecho administrativo o meras «técnicas administrativas»  (6) . Como parte de estos límites estaban referidos a la posibilidad del soberano de tomar los bienes de los súbditos, el estudio que pretendemos realizar no puede prescindir de épocas anteriores a la Revolución Francesa, aunque, por otro lado, no se puede ignorar la honda significación que tuvo ésta en la configuración de la institución que nos ocupa. Por todo lo anterior, nos parece lo más sensato partir una distinción entre un concepto amplio y un concepto estricto de expropiación  (7) .

El nacimiento del concepto moderno de expropiación forzosa se produce en Francia tras la Revolución. Como es conocido, el sistema arranca del artículo 17 de la Declaración del Hombre y el Ciudadano, según el cual les propiétés étant un droit inviolable et sacré nul ne peut en être privé, si ce n´est lorsque la nécessité publique, légalment constatée, l´exige évidemmen, et sous la condition d´une juste e préalable indemnité (8) .

No obstante, la expropiación en un sentido más amplio, definida como una mera transferencia coactiva de un bien por motivos de utilidad pública, ha existido mucho antes en la historia. En esta tradición, de un modo más o menos constante, hunde sus raíces el concepto moderno de expropiación. En efecto, parte de las garantías que hoy conocemos se gestaron mucho antes de que se reconocieran de manera general en la Declaración de Derechos del Hombre y el Ciudadano y en los demás textos constitucionales franceses. Como es evidente, no pudo surgir de la nada en la Edad Contemporánea el conjunto articulado de garantías que conocemos hoy como expropiación  (9) .

Pues bien, el estudio de las raíces históricas del derecho de reversión a lo largo de la evolución de la expropiación forzosa permite comprobar cómo esta garantía prácticamente surge con las primeras reflexiones doctrinales sobre la institución de la expropiación forzosa, realizadas ya en la Edad Media. La posibilidad de que el expropiado recupere el bien que ha tenido que ser cedido por causa de utilidad pública no será una de las grandes cuestiones que ocupará a los primeros juristas de la expropiación, que se preocuparán por otro tipo de garantías -en concreto, la necesidad de que exista una causa de interés general y el pago de una indemnización-, pero sí asomará en algún momento a sus textos. En este sentido, mucho antes de que se produjera la configuración moderna de la expropiación, algunos expropiados habían gozado ya de la garantía de la reversión, de lo que hay testimonios sobre todo en el Derecho histórico francés. La reversión se reconocerá después en las Leyes decimonónicas europeas de expropiación por un sentimiento, un tanto difuso, de equidad  (10) . En nuestro ordenamiento, el reconocimiento de un derecho de tanteo en los supuestos en los que no se ejecutase la obra que motivó la expropiación, contenido en la Ley de Enajenación Forzosa de 1836, estará influido por la legislación francesa, referente del que se apartará notablemente ante la falta de una reflexión profunda sobre el instituto motivada por la necesidad sentida en las Cortes de aprobar con celeridad dicha norma. La Ley de 17 de junio de 1864, referente a la enajenación de terrenos o pequeñas parcelas pertenecientes a la Nación a cualquier mano muerta -la llamada Ley de Parcelas- establece por primera vez en nuestro ordenamiento el derecho de reversión, si bien, con un alcance muy restringido, pues, entre otros rasgos, se limita a los expropiados o sus causahabientes que sean propietarios del bien colindante al expropiado, ya que la norma pretende más evitar el fraccionamiento de la propiedad que depurar las garantías de la expropiación forzosa. Posteriormente, nuestra Ley de Expropiación Forzosa de 1879 concebirá el derecho de reversión en unos términos amplísimos, ya que residencia en este mecanismo el único modo de control de la declaración de necesidad de la ocupación. Esta reordenación de las garantías expropiatorias ha sido el auténtico origen del entendimiento tan generoso del derecho de reversión que ha existido en nuestro Derecho, que no está relacionado, como se analizará a lo largo de este trabajo, con el fundamento de la retrocesión. En cualquier caso, la articulación del derecho de reversión realizada en 1879 planteaba problemas de equidad, dado que la reversión se hacía mediante el reintegro de la misma cantidad que se pagó como justiprecio y no se establecieron límites temporales al mismo. Estas carencias se intentan subsanar mediante la reforma de la misma a través de la Ley de 24 de julio de 1918 -conocida como Ley Cambó-, que, como características más importantes, establece que la indemnización reversional se determina con referencia al valor de los bienes en el momento de la retrocesión e introduce, en unos términos muy confusos, dada la imprecisión técnica de la naturaleza del plazo establecido, una importante limitación temporal del derecho de reversión. Pero, posteriormente, la Ley de Expropiación Forzosa de 1954 recogerá elementos de estos dos precedentes inmediatos -Ley de Expropiación Forzosa de 1879 y Ley Cambó-, configurando el derecho de reversión en unos términos más amplios que los establecidos en 1918 y que favorecían de modo preponderante los intereses del reversionista. Por último, dentro de esta historia pendular de la regulación del derecho de reversión en nuestro ordenamiento, la nueva redacción dada a los arts. 54 y 55 LEF por la Disposición Adicional Quinta de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, comporta el establecimiento de fuertes limitaciones a la operatividad del derecho de reversión, debilitando de forma considerable la posición del reversionista. Aunque el estudio de la misma es objeto de otras partes del trabajo, nos ha parecido imprescindible destacar desde este momento las notas principales de la nueva regulación.

Por otro lado, este primer Capítulo, dadas, por un lado, la ambigüedad del término reversión y, por otro, la multitud de términos empleados para hacer referencia al instituto que nos ocupa, se cierra incluyendo un epígrafe en el que se realiza una reflexión sobre las distintas denominaciones con las que se conoce el derecho reconocido en el art. 54 de nuestra vigente Ley de Expropiación Forzosa.
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	SANTAMARÍAPASTOR J. A.: Fundamentos de Derecho administrativo, Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 1991, pág. 69. Continúa el autor subrayando que «la historia permite comprobar, en ocasiones, que no todo lo que existe es lógico ni razonable y que no puede beneficiarse, por tanto, de la presunción de bondad que la tradición proporciona, porque sus orígenes son simplemente arbitrarios, cuando no inconfesables».
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	GARCÍA DE ENTERRÍA, E.: «Revolución Francesa, Derecho público y justicia administrativa», en F. TOMÁS Y VALIENTE et al.: El Poder Judicial en el Bicentenario de la Revolución francesa, Ministerio de Justicia, Centro de Publicaciones, Madrid, 1990, y GARCÍA DE ENTERRÍA (e.o. 1972), Civitas, Madrid, 1994.
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	La polémica está perfectamente replanteada en el interesante trabajo de CHINCHILLAMARÍN, C.: «Reflexiones en torno a la polémica sobre el origen del Derecho administrativo», en CHINCHILLAMARÍN, C., LOZANO, B., DELSAZ, S.: Nuevas perspectivas del Derecho administrativo, Civitas, Madrid, 1992.
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	Vid. en la recopilación de NIETO, A.: 34 artículos seleccionados de la Revista de Administración Pública con ocasión de su centenario, INAP, Madrid, 1983, el artículo del mismo autor «El Derecho como límite del poder en la Edad Media», y la introducción al mismo.
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	VILLARPALASÍ, J. L.: Derecho administrativo. Introducción y Teoría de las normas, Universidad de Madrid, Facultad de Derecho, Servicio de Publicaciones, 1968, pág. 134.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	
Así, con ROSSANO, M. [«La espropriazione per pubblica utilitá», en A. AZARA y E. EULA (coords.): Novissimo Digesto Italiano, tomo VI, Utet, Turín, 1957, pág. 939], podemos hablar de expropiación en sentido amplio y expropiación en sentido estricto.

De este modo, el autor define la expropiación en sentido amplio como la transferencia coactiva de un bien por fines de utilidad pública, encuadrándose en esta acepción «aquellas transferencias que, como caracterizó DEROBERTIS, se efectúan independientemente de la manifestación de voluntad del sujeto titular, es más, contra la voluntad de éste, y sólo en virtud de una manifestación de voluntad que emana de un órgano del poder público».

En cambio, en sentido estricto, la expropiación forzosa puede entenderse como instituto jurídico, es decir, como un conjunto de normas y principios que disciplinan el poder de transmitir coactivamente, para la ejecución de obras públicas, bienes inmuebles o determinados tipos de bienes muebles a sujetos cualificados, mediante el pago de una indemnización.

Si bien nos parece útil esta definición, es preciso ampliarla en cuanto a los motivos que justifican la expropiación forzosa, pues es en extremo demasiado limitado referirla únicamente a la ejecución de obras públicas, pudiendo la expropiación forzosa estar legitimada, como es sabido, por otras causas de utilidad pública o interés social.
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	Uno de los «enigmas» que plantea este artículo es de tipo gramatical, pues resulta sorprendente que se refiera a «les propriétés», en plural, en lugar de «la propriété»; no obstante, tras la reforma de 8 de agosto de 1791 se introdujo en este artículo el singular en lugar del plural. Sobre todo ello, vid. LACCHÈ, L.: L´espropriazione per pubblica utilitá: amministratori e proprietari nella Francia dell´Ottocento, Giuffrè Editore, Milano, 1995, pág. 28.
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	Como acertadamente afirma LACCHÈ, L. (L´espropriazione..., op. cit., pág. 3), la aparición, en los inicios del siglo XIX, de una institución determinada por Ley, la expropiación forzosa -definida en sus principios fundamentales y en sus elementos estructurales- debe ser apreciada en el contexto de una evolución histórica más larga.
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	Como botón de muestra, reproduzcamos las palabras del Informe Pisadelli, mediante el cual se presentó el proyecto de la primera Ley de Expropiación italiana (de 1865) al Parlamento, según el cual «ya que el sacrificio que se impone a los privados de abandonar forzosamente su propiedad está justificado solamente por la ejecución de la obra pública, por ello, si los bienes adquiridos por ella no recibieran tal destino, justicia y razón exigen que se dé a los propietarios la facultad de retomarlos». La cursiva es nuestra.
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La expropiación en sentido amplio



 (1) 

2.1.  La controvertida existencia de la expropiación en derecho romano y la carencia de fuentes sobre reversión

El reconocimiento de la existencia de la expropiación forzosa en Derecho romano genera muchas dudas e incertidumbres. No obstante, es preciso abordar su estudio, aun de un modo somero, en la búsqueda de los orígenes de la institución que nos ocupa  (2) . Hay que destacar, desde este momento, que el abanico de opiniones formuladas por la doctrina en relación de la existencia de expropiación forzosa en Roma es verdaderamente amplio, y va desde aquellos autores que tajantemente la rechazan a un nutrido sector doctrinal que defienden esta posibilidad, si bien con un alcance y configuración diversos  (3) . Así, BALZARINI (4)  señala, en nuestra opinión con acierto, que las diversas interpretaciones de esta cuestión parecen depender más de actitudes mentales asumidas en un modo más o menos apriorístico, sobre cuya base orientar después la investigación, que del resultado de las fuentes, si no resolutivas, cuando menos en grado de fundar de por sí plausibles hipótesis reconstructivas.

En cualquier caso, como señala SCIALOJA (5) , las limitaciones de la propiedad privada existen en razón inversa a la posibilidad de la propiedad misma, es decir, cuando la mayor parte del territorio del Estado es ager publicus, el interés de limitar la acción de un propietario en relación a su propio fundo es mínima y, a medida que la propiedad privada se extiende cuantitativamente, surgen mayores limitaciones a la libertad de los propietarios privados. En los primeros momentos del Derecho romano era escaso el número de propiedades fundarias y pequeña su extensión, por lo que el órgano público podía hacer cualquier obra pública sin necesidad de desposeer a los particulares, y, por tanto, no parece que hubiera existido expropiación forzosa durante la Monarquía y primeros años de la República. A este argumento añade LOZANOCORBÍ (6)  que en estos períodos la actividad de la civitas romana, en el campo de las grandes obras públicas, fue muy limitada, pues Roma empezaba a ser potencia mundial.

Es, por tanto, en la República donde podemos encontrar los vestigios de la expropiación forzosa. Así, DEROBERTIS (7)  afirma que la noticia más antigua en torno a un caso que podría asimilarse a la expropiación se remonta a 181 a.C. El autor se refiere al suceso narrado por Tito Livio (Hist. 40, 29), según el cual, descubiertos los libros de Numa, que habían permanecido hasta entonces enterrados, se consideró que su lectura y discusión era un peligro social, de tal modo que, según el parecer del Senado, tras la iniciativa del Pretor y previa determinación del precio a pagar al propietario, fueron quemados.

Otros ejemplos de expropiación, en este caso recayendo sobre esclavos  (8) , son los supuestos en los que, a título de recompensa por actitudes cívicas, o por los servicios prestados en el campo de batalla, el poder público desposeyó a los propietarios de sus esclavos, manumitiéndolos. El perjuicio económico que acarreaba dicha medida en el patrimonio de los dueños de los esclavos era remediado con una indemnización de la que se responsabiliza el órgano público  (9) .

Por otra parte, en la legislación sobre acueductos estaban previstas de un modo homogéneo las situaciones expropiatorias. Las fuentes, mayoritariamente literarias, se sitúan entre finales de la República y principios del Imperio, y en ellas se recoge una concepción precisa de la obligación indemnizatoria, pues no sólo se dirá sine iniuria privatorum, sino que casi todas ellas usan la expresión emit in publicum u otra equivalente; el término comprar supone la existencia de un precio. Pero junto a este tipo de textos, también en materia de acueductos, existen una serie de fuentes que establecen la prohibición al Magistrado de realizar la venta forzosa (emptio ab invito)  (10) .

Del Principado datan otras fuentes relativas a la construcción de acueductos, como el Senadoconsulto sobre el mantenimiento de los acueductos en Roma, dictado en tiempos de Augusto. También en esta época se produjeron actuaciones expropiatorias que comprenden medidas de control económico y otras órdenes que podríamos llamar de control de la peligrosidad social: las primeras comprenden la venta de productos como el aceite o el grano; las segundas, en cambio, suponen ventas coactivas al órgano público de esclavos. La finalidad de estas últimas era posibilitar el interrogatorio de los esclavos con libertad, pues en el desarrollo del procedimiento penal los esclavos habrían de confesar mediante tormento. Dado que en el curso de este interrogatorio era posible que el esclavo sufriera daños o muriese, para evitar el perjuicio económico al dueño, se producía la manumisión previa del esclavo, pagándose un precio al dueño  (11) .

Por otro lado, en la época del Bajo Imperio, DEROBERTIS señala algunos ejemplos de fuentes posclásicas, si bien más breves y concordantes, donde se afirma la potestad de los poderes públicos para expropiar por motivos de interés público. En estos testimonios se insiste en el elemento de la utilidad pública como causa justificativa del procedimiento, y se trata de limitar la discrecionalidad del funcionario a quien le correspondía la valoración de la oportunidad y la determinación de la contraprestación atribuible al expropiado  (12) . Sin embargo, estima RODRÍGUEZLÓPEZ (13)  que los supuestos que se producen en este período no son casos de expropiación [obligaciones indemnizatorias de Derecho público en la terminología de la autora  (14) ], puesto que el peso del poder público es tan totalizador que los particulares desposeídos reciben más que una indemnización, una gracia, sin que el perjudicado pudiera reclamar contra la insuficiencia de la misma.

Finalmente, en Derecho justinianeo encontramos la primera Disposición normativa que se ha ocupado en vía abstracta y general de la expropiación forzosa, sustrayéndola a la reglamentación del poder ejecutivo y regulándola con precisa disciplina jurídica. Se trata de una constitución de Justiniano, promulgada en el año 535 d.C., que se encuentra en las Novelas (Nov. 7, 2, 1). En este texto se aborda un caso especial de expropiación forzosa, como es el de los bienes de la Iglesia  (15) .

Respecto de la naturaleza de la relación entre el poder público y el particular que era desposeído de sus bienes, es discutible que existiera en el Derecho romano la autonomía de la expropiación respecto a las instituciones de Derecho privado que existe en la actualidad. En este sentido, DEROBERTIS (16)  distingue dos supuestos a través de los cuales se llevaría a cabo lo que podemos denominar como expropiación forzosa: a) una vía directa que consistiría en un procedimiento «expeditivo» -que no comportaría en general la transferencia, sino sólo la disposición del dominium por parte de los poderes públicos directamente y sin ninguna participación de la voluntad del privado-, y b) una vía indirecta de la que nos dan testimonio los casos en los cuales, las fuentes de la edad clásica y también algunas de las fuentes posclásicas, tienden a presentar el resultado del proceso expropiatorio como una emptio ab invitio, haciendo méritos a una concepción de la relación eminentemente bilateral. En este sentido, según el citado el autor, se prefería mucho más esta vía indirecta a la vía directa  (17) , lo que se derivaría, por un lado, de la falta de una concepción precisa de la relación unilateral y, por otro, del peso de la tradición jurídica informada al más riguroso respeto del carácter absoluto y casi soberano del dominium, de modo que el negocio no podía perfeccionarse más que a través de un acto formal de cesión del particular al Estado. Esto último explica el motivo por el cual el Magistrado, en el caso de resistencia del particular, prefería a la ocupación directa la acción coercitiva sobre la voluntad del propietario a los fines de consentir la cesión, como si, de otro modo, no pudiese el negocio aparecer perfecto e incensurable. Las conclusiones reseñadas estarían demostradas, según DEROBERTIS (18) , por todos los textos que hablan de venta forzosa (emptio ab invitio) y de modo particular aquel de Codino (De structura templi S. Sophiae, pág. 133) relativo a la construcción de la Basílica de Santa Sofía en Constantinopla  (19) . No obstante, advierte DEROBERTIS (20)  que existió una oscilación en el pensamiento hacia una concepción más decididamente publicista de la relación ya en el Bajo Imperio, en la cual, junto a la antigua concepción de la expropiación forzosa como venta forzosa se introduce una nueva orientación. Finalmente en la constitución de Justiniano que hemos citado, relativa a la expropiación de bienes de la Iglesia (a. 535 d.C.), se produce el definitivo abandono de la antigua concepción privatística: se habla de perciptio por parte del Estado de los bienes de la Iglesia y de indemnitas (y no precium); se delinea la expropiación como un negocio unilateral, fundado en la potestad de imperio del Estado, y se prescinde completamente, en lo que atañe a su perfeccionamiento formal, de la voluntad del privado. En esta reglamentación especial -continúa el citado autor  (21) -, la obligación de transferencia encuentra en este caso su fundamento en la Ley, no en la orden dada de vez en cuando por el Magistrado, príncipe o funcionario procedente.

Hecha esta somera referencia a los supuestos más llamativos considerados de expropiación forzosa por parte de los romanistas y a la naturaleza jurídica de la relación entre el poder público y el particular en estos supuestos, a los efectos de nuestro estudio basta resaltar dos datos de importancia. En primer lugar, en toda la legislación, tanto en la República como en el Imperio, no es posible encontrar una Disposición de carácter general que autorizara explícitamente a los poderes públicos a constreñir al ciudadano a la cesión de sus bienes  (22) . En segundo lugar, las fuentes no nos permiten individualizar con exactitud cuáles fueron las garantías del ciudadano y su tutela en relación a los poderes coercitivos de la autoridad, dado el desinterés de los juristas romanos por el Derecho público  (23) .

Por todo ello, el interés del estudio de la existencia del derecho de reversión en el Derecho romano es bastante relativo. RODRÍGUEZLÓPEZ (24)  ha puesto de manifiesto que las fuentes no proporcionan ninguna información al respecto. Señala la citada autora que hay que tener presente que no en todos los supuestos se verifican los efectos de la causa del mismo modo. Así, en las fuentes relativas a manumisiones  (25)  o pago a veteranos  (26) , la causa no podría extinguirse, puesto que su cumplimiento se concreta en las manumisiones por la adquisición de status libertatis, y en el segundo en el acto de transferencia  (27) . Asimismo, estima RODRÍGUEZLÓPEZ (28)  que los actos públicos de desposesión constituyen una limitación a la propiedad y no una limitación de la propiedad; constituyen un límite legal que afecta a la zona central de la propiedad, por lo que no procede, por tanto, aplicar el principio de elasticidad del dominio.

Por nuestra parte, añadiremos que en un texto de Frontino (De aquaeductibus urbis Romae 128), podemos encontrar un antecedente de reversión por parte sobrante. En él se relata un caso en el que se obliga al afectado a vender todo el fundo, devolviéndose posteriormente la porción que no fue necesaria para la obra  (29) .

2.2.  La expropiación forzosa en el derecho común medieval.

Más interés presenta el estudio de la expropiación forzosa en el Derecho medieval, donde sí se puede apreciar con nitidez su existencia, aun en su concepto amplio. Hasta tal punto los estudios de la época sobre expropiación son importantes, que se ha dicho que la teoría jurídica de la expropiación fue establecida en la Edad Media  (30) , de tal modo que los miembros de la Asamblea que elaboraron la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 no innovaron nada en relación con la expropiación  (31) .

En este sentido, es destacable la interesante polémica respecto a los motivos que, originariamente, fundamentaron la expropiación. Así, frente a la tesis de NICOLINI, según la cual la expropiación se funda en la supremacía de la utilidad colectiva sobre la utilidad individual  (32) , MESTRE defiende «los orígenes señoriales de la expropiación»  (33) , de modo que las primeras formas de expropiación aparecen precisamente como una reacción de los señores, como medio de defensa de sus derechos reales. Por ello, paradójicamente, la expropiación es un instrumento de tutela no de los más débiles, sino de los poderosos socialmente, que, precisamente eran los únicos que detentaban bienes que podrían ser eventualmente expropiados.

En cualquier caso, la doctrina de la expropiación se construye en la Edad Media, como señala CLEMENTE DE DIEGO (34) , sobre la base de las dispersas y aisladas reglas que, en relación a la misma, se encuentran en el Corpus Juris Civilis. En efecto, a los juristas de la época preocupa la cuestión de si y bajo qué condiciones el titular del poder puede intervenir en los derechos privados. En esta discusión, uno de los problemas analizados era si el princeps podía expropiar (bona auferre). Se llegará a la conclusión de que la expropiación es lícita bajo dos presupuestos: que sea en interés público (no simple interés privado del príncipe) y que se pague una indemnización. Por tanto, desde estos momentos, quedarán ya fijadas estas dos garantías en la expropiación que recogen actualmente los textos constitucionales  (35) .

No obstante, nuestro estudio de esta interesante etapa de la historia de la expropiación, de la que ya se ha ocupado la doctrina  (36) , ha de limitarse tan sólo averiguar si, ya en estos primeros momentos, se pueden detectar garantías asimilables al derecho de reversión.

Pues bien, dentro del marco de discusión sobre la posibilidad del princeps de tomar los bienes de sus súbditos, los esfuerzos de los distintos autores para limitar el ejercicio de la expropiación se van a centrar en la discusión de las dos garantías mencionadas: la exigencia de justa causa y la necesidad del pago de una indemnización. Las referencias a una garantía asimilable a la reversión son anecdóticas, pudiéndose simplemente mencionar a los dos juristas que NICOLINI (37)  destaca, autores que se plantean ya la posibilidad de que resurja el derecho del privado sobre la cosa expropiada cuando desaparezca la finalidad que motivó la expropiación.

El primero de ellos se sitúa en una época bastante temprana. Se trata de PILLIO DA MEDICA (38) , uno de los primeros glosadores, quien se plantea la cuestión en relación con un foso de defensa. No obstante, concluye que un terreno expropiado para excavar un foso de defensa no vuelve al antiguo propietario por el hecho de que éste haya sido colmado -más bien, según PILLIO, el terreno corresponderá por accesión al propietario del inmueble vecino-, negando, por tanto, toda posibilidad de reversión. El segundo de los autores citados por NICOLINI, ALBERICO DA ROSATE, que pertenece ya a la escuela de los comentaristas, retoma la cuestión expuesta por PILLIO dando una respuesta contraria a la de su predecesor. En efecto, Alberico estima que el terreno que ya no es ocupado por el foso de defensa se debe restituir al propietario, si bien, si se trata de una expropiación operada mediante el pago de una indemnización, la retrocesión se hará solamente si el expropiado restituye a la civitas el precio recibido  (39) . Por tanto, según Alberico, deben cesar los efectos de la expropiación cuando desaparezca la causa, pues la expropiación no debe seguir teniendo eficacia cuando la cosa vuelve a su estado primitivo y cuando el propietario pretende readquirirla renunciando al precio recibido. Como puede comprobarse, este autor, fallecido en el 1354, nos ofrece una visión técnicamente elaborada de la reversión  (40) .

2.3.  La recepción hispánica de la doctrina de la expropiación por causa de

Las elaboraciones de glosadores y comentaristas serán consagradas a mediados del siglo XIII, en las Partidas  (41) , por cierto, de un «modo tan perfecto, que ello constituye un timbre de gloria para nuestra patria y explica cómo cuando se discutía nuestra primera Ley de Expropiación en el Parlamento, algunos oradores entendieron que no era necesario el proyecto de la nueva Ley, toda vez la materia estaba suficientemente regulada en las Partidas» (42) .

A lo largo de las Partidas se afrontará la cuestión de la expropiación en dos ocasiones. En primer lugar, cuando se ocupa de los poderes del Emperador y sobre la forma en que debe usar de su imperium. Fiel receptor de las elaboraciones de los glosadores, Alfonso X condensará toda la teoría sobre la naturaleza del dominio del Emperador. Por segunda vez, el Rey Sabio acomete el problema de la expropiación con ocasión del tratamiento de las cartas y privilegios dados por el Rey o por el Emperador que vayan contra ius naturale. Así, concluirá que vulneraría el Derecho natural el que el Emperador o el Rey, mediante privilegio, despojasen a alguien de sus cosas y se las diesen a otro, siempre que no exista causa por la que las tuviese que perder, salvo que el Rey necesitase las cosas del particular para algo que se tradujese en un bien para la colectividad, como un castillo, una torre o un puente. En todo caso, el Rey no puede privar al particular de sus cosas si no es cambiándoselas por otras o comprándoselas por su precio.

Ahora bien, si se cumplen estas condiciones -utilidad común y compensación- el monarca no sólo puede privar a alguien de sus cosas, sino que, además, puede dárselas a otro que no sea su propietario. Esto es lo que parece se presupone en la Partida V, Título V, Ley LIII, donde se regula el destino de la cosa ajena que el Rey vende o da otro como si fuese suya.

En cualquier caso, el problema de la reversión no aparecerá en las Partidas. Ello es perfectamente comprensible, en tanto en cuanto lo que el Rey Alfonso X hace en materia de expropiación es recoger las elaboraciones doctrinales de los juristas de Bolonia, los cuales sólo se habían ocupado del derecho de retrocesión de un modo muy marginal.

Aunque en el Derecho hispánico se pueden encontrar otras referencias interesantes a la expropiación forzosa, de las mismas prescindiremos, al carecer de la importancia de las Partidas y al no hacer alusión tampoco a una garantía similar a la reversión expropiatoria  (43) . Y es que en Derecho histórico español, a diferencia de lo ocurrido en Derecho histórico francés  (44) , no se han encontrado referencias a la garantía de la reversión antes de las Leyes decimonónicas de expropiación.
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El suceso es el siguiente: siendo necesaria para la construcción de la Basílica de Santa Sofía la demolición de una casa de un tal Antíoco, ciudadano de humilde condición, y no queriendo en modo alguno cederla a Justiniano, el Emperador recurrió a una estratagema original. Llegado el día establecido para las carreras de caballos en el circo, Justiniano, que sabía con cuánto ardor a Antíoco le gustaba participar apostando a favor de los Venetos y en contra de los Prasionos, lo hizo arrestar y conducir hasta el Pretor poco antes de que se llevasen a cabo las famosas carreras.

Herido por tal desgracia, Antíoco con gritos y gemidos se declaró dispuesto a realizar todo cuanto quisiese el Emperador, en relación a la demolición de su casa, con tal de poder llegar a presenciar las carreras en el circo. Y entonces el Emperador se aprovechó de la situación, pues condujo al humilde Antíoco a un lugar cerrado, donde estaba presente el Quaestor y reunido todo el Senado, que ratificó el acto, vendió su casa, quedando Antíoco en libertad para poder ver las carreras.

Por su parte, LOZANOCORBÍ, E. (La expropiación forzosa..., op. cit., p 61), considera, no obstante la opinión de DEROBERTIS, F. M. -que hemos visto configura este supuesto como un caso típico de relación expropiatoria-, que en este caso no utilizó el emperador su potestad expropiatoria, sin que se pueda deducir de este texto, no obstante, la inexistencia del poder de expropiación.
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La expropiación forzosa en sentido moderno y el derecho de reversión



3.1.  El nacimiento de la expropiación y la reversión. Las primeras Leyes de expropiación francesas.

La importancia de la influencia francesa en nuestro Derecho administrativo durante el siglo XIX está fuera de dudas. Obviamente, este influjo también alcanzó a la regulación de la expropiación forzosa. Y es que, en efecto, fue en Francia donde fueron promulgadas las primeras Leyes completas en materia de expropiación  (1) . Es más, como pone de manifiesto LACCHÈ (2) , la progresiva configuración de un procedimiento completo de expropiación forzosa es un banco de prueba nada desdeñable del vasto terreno de elaboración del moderno Derecho administrativo a lo largo de todo el siglo XIX. De este modo, la influencia de la legislación francesa en materia de expropiación forzosa en los países de su entorno, especialmente en lo que atañe al instituto reversional, es notable  (3) . Ello justifica que, a lo largo de este breve recorrido histórico, hagamos un somero repaso a las Leyes de expropiación forzosa francesas y su regulación del derecho de reversión, que será recogido en nuestra la Ley de Enajenación Forzosa de 1836 por influencia directa francesa  (4) .

La primera regulación sistemática de la expropiación en Derecho francés está constituida por la Ley de 8 de marzo 1810, Ley que, como se ha dicho, pone los cimientos de un modelo jurídico que perfecciona el léxico técnico de las tradiciones precedentes, representando la definitiva superación de las mismas y constituyendo, al mismo tiempo, el punto de partida para la sucesiva evolución de la institución  (5) . Aunque dentro de la «lectura pendular» de la historia de la expropiación forzosa  (6) , esta norma adopta una posición de exagerada defensa de los intereses de los particulares  (7) , no obstante, la Ley francesa de 1810 no reconocerá en sus preceptos el derecho de reversión, lo que es ciertamente llamativo habida cuenta de que el Derecho francés contaba con importantes precedentes históricos de reconocimiento de este derecho, tal y como han sido destacados por distintos autores franceses. Así, GISLAIN (8)  afirma que los precedentes a todas las reglas actuales de Derecho de la expropiación pueden ser reconocidos en la legislación del Antiguo Régimen, tanto en lo que concierne a las medidas de instrucción, de declaración de utilidad pública, de la transferencia de la propiedad, del derecho a la reversión de los terrenos que resultan inútiles, de reglamentación y de pago de las indemnizaciones. Por su parte, MESTRE (9)  sitúa en la Ilustración el momento en el que se perciben más netamente los fundamentos de la expropiación y en la que los juristas se preocupan de asegurar mejor las condiciones dispuestas desde la Edad Media para su realización, y, en este sentido, relata cómo en la provincia de Provenza opera ya el derecho de reversión de los antiguos propietarios si no se afecta el inmueble expropiado al destino invocado. Finalmente, LEVADE (10)  destaca que el derecho de reversión fue reconocido y ejercitado desde el Antiguo Régimen, y así le Conseil des finances reconoció a los propietarios expropiados la posibilidad de exigir la devolución los inmuebles que no hubieran recibido el destino previsto en los proyectos aprobados (decisiones de 2 de febrero 1731, 6 de febrero 1764 y 26 de julio de 1733).

En cualquier caso, la ausencia del reconocimiento del derecho de reversión en esta primera Ley de expropiación francesa se ha justificado en el hecho de que la expropiación, tal y como fue reconocida en la Declaración de 1789, no permitiría la afirmación del derecho de reversión  (11) , pues el procedimiento de expropiación estaba limitado a los casos de necesidad pública, por definición raros e incontestables  (12) .

La omisión del reconocimiento del derecho de reversión existente en el texto de 1810 es subsanada en la siguiente Ley francesa de Expropiación, la Ley de 7 de julio de 1833, en sus 60 y 61, aprobados no sin un amplio debate previo en la Cámara de París  (13) , y que coinciden en lo esencial con los correspondientes artículos 60 y 61 de la posterior Ley de 1841  (14) . Según la legislación de 1833, para que surgiera el derecho de reversión debían de darse dos condiciones; que los terrenos hubieran sido adquiridos para obras de utilidad pública y que no hubieran recibido este destino. En este sentido, se entiende que el bien expropiado no recibe el destino previsto no sólo cuando no se ejecuta la obra, sino también en los supuestos de existencia de sobrantes  (15)  y en las hipótesis en los que el inmueble no se destina a la obra pública en vista de la cual fue expropiado sino a otra obra distinta de interés general  (16) . La admisión de este último supuesto viene motivada por el hecho de que, en caso contrario, se permitiría a la Administración desposeer a un propietario sin observar las formalidades garantizadoras de la propiedad dictadas por el legislador.

Por otro lado, el empleo del terreno expropiado en proyecto que motivó la expropiación, siendo efectuado de una manera firme y definitiva, obstaculizaba el ejercicio del derecho de reversión. Y así, poco importaba que, en virtud de circunstancias posteriores, la afectación a la obra de utilidad pública cesase  (17) . Así, BOILLOT afirma que el legislador, en efecto, estableciendo el derecho de reversión ha pretendido permitir al propietario desposeído reivindicar su inmueble, cuando ya no sea necesario para el interés general, pero lo que no puede entrar en sus objetivos es obligar al expropiante a mantener eternamente la afectación de utilidad pública que ha llevado consigo la expropiación del inmueble  (18) .

Finalmente, cabe destacar que en este reconocimiento del derecho de reversión por parte del Derecho francés habrá una llamativa excepción: la legislación urbanística. En efecto, LACCHÈ (19)  nos relata como el 13 de abril de 1850 se aprueba, no sin polémicas, una Ley que introduce, por primera vez en Francia, una finalidad urbanística como razón de ser de una operación expropiatoria. Esta Ley, relativa «á l?assainissement des logements insalubres», que intenta coordinar la Ley de 1841 con el objetivo del saneamiento de las viviendas insalubres, sanciona en su artículo 13 la derogación del principio de retrocesión del terreno que no haya recibido el destino originario  (20) .

3.2.  Orígenes y evolución del derecho de reversión en derecho español

3.2.1.  La Ley de Enajenación Forzosa de 1836

La primera Ley española que regula la expropiación forzosa es la Ley de Enajenación Forzosa de la Propiedad Particular en beneficio público, 17 de julio de 1836. Se trata de una Ley breve, compuesta por sólo 12 artículos que, como ya dijera MUÑOZMACHADO (21) , se limita a hacer mención de los puntos fundamentales de la expropiación, introduciendo los elementos básicos de la disciplina. Además de la característica de constituir una regulación poco detallada, hay que tener en cuenta los otros dos rasgos que definen a esta Ley, que aflorarán ya durante el proceso de su tramitación parlamentaria: su vocación de defensa a ultranza de la propiedad y su imperfección técnica  (22) .

No es de extrañar que la Ley pretenda, ante todo, consagrar el derecho de propiedad, en un momento histórico en el que rige plenamente el sufragio censitario, de tal manera que el derecho al voto se liga a la propiedad de bienes inmuebles  (23) . Como ha puesto de manifiesto LACCHÈ (24) , la historia de la configuración legislativa de la expropiación forzosa en el siglo XIX es la historia de la lucha entre el capital financiero (banqueros, intermediarios, magnates de los ferrocarriles y las minas, etc.) y los propietarios inmobiliarios. Pues bien, dada la situación socioeconómica de la España de primera mitad del siglo XIX, no es extraño que en las Cortes estuviesen representados mayoritariamente los intereses de la propiedad inmobiliaria, que será quien vencerá esta batalla. Como demuestra NIETO, el Estado que surge tras la muerte de Fernando VI es un «Estado de propietarios»  (25) , y, de este modo, no fue difícil que la oligarquía dominante estuviera unánimemente de acuerdo en la necesidad de garantizar la propiedad  (26) . Y es que, «el derecho de propiedad es el derecho burgués por excelencia en cuanto que, si todos los ciudadanos tienen derecho "a ser" propietarios, de hecho únicamente los burgueses "son" propietarios y, en tal condición, se sienten amenazados por los eventuales abusos del poder»  (27) .

En este contexto general, no puede sorprender que durante el procedimiento de elaboración de la Ley se afirmase que «el objeto de la Ley es evitar abusos y ninguna precaución estará de más»  (28) . Aún así, la regulación del derecho de reversión no aparece en el proyecto de Ley original. Sólo al final de la tramitación, ya en 1836, el Marqués de Miraflores propone una adición «sacada de una Ley de Francia», según la cual «si por circunstancias de cualquier especie, y después de haberse procedido a la expropiación la obra no se realizase, queda el dueño en libertad de recuperar el bien expropiado»  (29) . El autor de la adición fundamenta la misma argumentando que «podría haber muchos pretextos para calificar una obra de utilidad pública y la obra no verificarse y en este caso el propietario debe tener su derecho a salvo para readquirir la propiedad de la finca»  (30) . Como queda patente, se pretende garantizar la legalidad de la actuación administrativa, tomando una técnica, la reversión expropiatoria, de la regulación francesa, de la que, sin embargo, la redacción final de nuestra Ley de «enajenación forzosa» se apartará notablemente  (31) .

En efecto, como pone de manifiesto MÍGUEZBEN (32) , la comisión de Próceres desvirtúa el objetivo de la adición propuesta por el Marqués de Miraflores al modificar la redacción originaria de la misma. La Comisión, al no entender con corrección el texto propuesto, señalaba que, como el dueño había ya percibido el importe de la tasación, más los daños y perjuicios y los intereses de un año, «sería muy gravosa la devolución de todo esto: y mucho más si en el entretanto hubiese sufrido desmejoras el predio rústico o urbano que se desapropió». Como se puede comprobar, se piensa en los perjuicios que se pueden ocasionar al expropiado si éste tiene que devolver la indemnización percibida, sin reparar que el derecho de reversión, tal y como se pretendía introducir, constituía una facultad del expropiado, de tal manera que el mismo sólo lo ejercitaría si lo considerara oportuno.

El resultado final es que la redacción definitiva del artículo 9 de la Ley de Enajenación Forzosa de 1836, mantendrá la redacción dada por la Comisión de Próceres, y tendrá el siguiente tenor:

«En el caso de no ejecutarse la obra que dio lugar a la expropiación si el Gobierno o el empresario resolviesen deshacerse de todo o parte de la finca que se hubiese cedido, el respectivo dueño será preferido en igualdad de precio a otro cualquier comprador».


Ello fue así aunque, durante el debate sobre la aprobación del texto definitivo de la Ley  (33)  algunos miembros de la Cámara de Procuradores resaltaron las limitaciones de este artículo 9, aunque su tenor no fue alterado, ya que la modificación de la redacción dada por la comisión mixta hubiera implicado que la Ley de Enajenación Forzosa no se hubiese aprobado en esa Legislatura. En efecto, cuando se leyó dicho artículo para su aprobación definitiva en la Cámara de Procuradores, el Sr. Landero tomó la palabra para advertir que no entendía «cómo ha podido ocultarse a los señores que han formado la comisión mixta, que cuando se expropia a un particular acaso de la propiedad que más le interesa conservar, se le hace una violencia en el traspaso que a favor de la utilidad pública se le obliga a hacer. Y desde el momento que cesa ésta ¿habrá título ni razón alguna para que se obligue a continuar bajo la violencia que ha sufrido?»  (34) . Otros Procuradores resaltaron la mejora que suponía adoptar esa redacción, pero, al mismo tiempo, explicaron que su admisión implicaría rechazar toda la Ley  (35) , por lo que el Sr. Landero retiró su propuesta  (36) .

De este modo, la regulación del derecho del expropiado a recobrar su finca en nuestra primera Ley de Expropiación es bastante diferente a su precedente francés y tiene una potencialidad menor como garantía del derecho de propiedad  (37) . Lo que nuestra Ley de Enajenación Forzosa recoge es un derecho de tanteo  (38)  del expropiado, que se ejercita, por tanto, sólo si el expropiante o el beneficiario  (39)  deciden la venta del bien que ha sido expropiado. En este supuesto, se otorga un derecho de adquisición preferente al expropiado, siempre que esté dispuesto a pagar la misma suma que ofrece otro posible comprador  (40) . Además, es notable que el único supuesto en el que se recoge este derecho es el de inejecución de la obra (en el caso de no ejecutarse la obra que dio lugar a la expropiación) a diferencia de nuestra legislación actual que, como es sabido, recoge tres supuestos de reversión -inejecución de la obra, existencia de sobrantes y desafectación-. Es más, como ya vimos, la regulación francesa del momento permite una interpretación más amplia de los supuestos de reversión, al aludirse, no a la falta de ejecución de la obra, sino a la falta de aplicación del destino de utilidad pública a los bienes. La regulación de la Ley de Enajenación Forzosa de 1836, para concluir, estaba llena de lagunas, como ya pusiera de manifiesto PÉREZMORENO (41) .

Páginas atrás resaltábamos la brevedad de esta Ley y la vaguedad de sus preceptos. Pues bien, el desarrollo reglamentario de la misma no se producirá hasta diecisiete años más tarde, con la aprobación del Real Decreto de 27 de julio de 1853, que dicta el Reglamento para la ejecución de la Ley de 17 de julio de 1836 sobre enajenación forzosa por causa de utilidad pública. Este retraso se debe, a juzgar por el preámbulo de esta norma, a que la coyuntura económica anterior no había hecho precisa la aprobación de esta Disposición  (42) . El citado Reglamento consta de dos secciones: la primera relativa a las formalidades que han de observarse en los casos de expropiación; la segunda se refiere a la ocupación temporal y aprovechamiento de materiales. No contiene, en cambio, ningún desarrollo de la parca regulación legal del derecho de «reversión» que reconocía.

3.2.2.  El «derecho de reversión» de la Ley de Parcelas de 1864

Por todo lo dicho anteriormente, habrá que esperar a otra Ley, que tendrá un objeto muy específico, para que se subsane, en alguna medida, la deficiente regulación del derecho de reversión existente hasta ese momento  (43) . En efecto, el artículo 4 de la Ley de 17 de junio de 1864, referente a la enajenación de terrenos o pequeñas parcelas pertenecientes a la Nación a cualquier mano muerta -la llamada Ley de Parcelas- establece, por primera vez, un «derecho de reversión» expropiatoria que recibe tal denominación.

La Ley de Parcelas, que tendrá una vigencia de un siglo  (44) , nace con el objeto establecer una excepción a las reglas generales sobre enajenación de la legislación desamortizadora, que establecía como sistema de venta la subasta pública, dado que este sistema no era conveniente para los supuestos de venta de pequeñas porciones que no eran edificables ni cultivables por sí solas, pues, en estos casos, no tenía ningún sentido proceder a la licitación, ya que la compra de los mismos sólo podía resultar interesante a los propietarios colindantes  (45) . De esta manera, la citada Disposición disponía en su art. 1 que los terrenos que por sí solos no pudieran formar solares de los ordinarios, cuando estuviesen declarados en estado de venta, serían adjudicados por el precio de su tasación y a pagar al contado a los propietarios colindantes que lo solicitasen, siempre que fueran de menores dimensiones que los que éstos poseyesen  (46)  .

Pues bien, dentro de este régimen excepcional para la venta de parcelas no edificables ni cultivables por sí solas, el art. 4 de Ley de Parcelas preveía que

«En toda parcela expropiada con arreglo a la Ley de 17 de julio de 1836, el propietario colindante, conforme al espíritu de la propia Ley, tendrá el derecho de reversión, reintegrando el precio de expropiación y el importe de las mejoras útiles y necesarias, si las hubiese, siempre que por sí mismo o sus herederos siguieran poseyendo el terreno colindante que de aquélla hubiera formado parte y no hubiesen transcurrido quince años desde la expropiación».


Por tanto, se establece un régimen de adquisición privilegiado en los casos en los que el propietario colindante hubiese sido el dueño de la parcela en estado de venta y se le hubiese privado de la misma mediante expropiación forzosa, ya que, para adquirir la parcela no tiene que pagar el precio de tasación, más elevado y que incluye la plusvalía generada por la unión de diversas fincas  (47) , sino devolver el justiprecio y, en caso de que existiesen mejoras, sólo debería abonar el importe de éstas cuando fuesen útiles y necesarias. Por ello, aunque considera BASSOLSCOMA (48)  que en el contexto de la Ley este precepto inducía a confusión entre los derechos del colindante y del beneficiario de la reversión  (49) , en realidad la norma introduce un verdadero derecho de reversión expropiatoria, aunque la inclusión del mismo está más motivado en evitar el fraccionamiento de la propiedad y la existencia de parcelas no susceptibles de aprovechamiento que en servir de protección al expropiado frente a expropiaciones carentes de justificación.

En este sentido, el hecho de que la Ley de Parcelas exija que los bienes se encuentren en estado de venta no impide considerar que la figura que se establece es un auténtico derecho de reversión y no una especie de derecho real de adquisición preferente como el tanteo o el retracto  (50) , pues, como es sabido, la Ley de 1 de mayo de 1855, cuyas Disposiciones completa la Ley de Parcelas, había declarado en estado de venta todos los predios rústicos y urbanos pertenecientes a «manos muertas», entre las que estaba el Estado  (51) .

Así, RODRÍGUEZMARTÍN (52) , un autor de la época, pone de manifiesto que éste es el único caso en el que el expropiado, en vez del derecho de tanteo reconocido en la Ley de Enajenación Forzosa de 1836, puede ejercitar el de reversión (53) . Hay que tener en cuenta, además, que para que el derecho de reversión pueda ejercitarse el terreno procedente de la expropiación ha de ser una parcela, es decir, «una terreno que por sí sólo no pueda formar un solar de los ordinarios conforme a los planos de edificación aprobados»  (54) , pues si el terreno de que se tratase no fuera una parcela no puede hacerse uso de este derecho sino del tanteo conforme a lo dispuesto en el art. 9 de la Ley de 17 de julio de 1836  (55) .

Por otro lado, este privilegio es transmisible mortis causa, ya que el precepto se refiere a los expropiados y sus herederos. Además, en esta primera regulación de la reversión expropiatoria el ejercicio del derecho está sometido a un plazo de caducidad, de tal manera que sólo surge si no han transcurrido quince años desde la expropiación. Asimismo, para su ejercicio es preciso que los interesados conserven la propiedad del bien colindante al inmueble expropiado  (56) , pues, es preciso insistir, la ratio legis de la norma es evitar el fraccionamiento de la propiedad.

Finalmente, hay que llamar la atención sobre un artículo de la Ley de Parcelas, de gran importancia y que, sin embargo, ha pasado inadvertido. Y es que, según el art. 5 de dicha norma, las reglas antecedentes se observarán también en la adjudicación de terrenos procedentes de caminos y carreteras abandonadas y de los que no sean necesarios para las que estén abiertas a la circulación. Se puede decir que, en cierto modo, y sólo para el supuesto de carreteras, se introducen dos supuestos de «reversión», la desafectación (caminos y carreteras abandonados) y la existencia de sobrantes (terrenos que no sean necesarios para los caminos y carreteras que estén abiertos a la circulación) que se generalizarán en la legislación de expropiación forzosa de 1879.

3.2.3.  La «nueva expropiación» tras la Revolución de septiembre de 1868

Las sacudidas que produjo la Revolución de 1868 convulsionaron el instituto de la expropiación forzosa. No en vano, el artículo 14 de la Constitución de 1869 establecía que

«Nadie podrá ser expropiado de sus bienes sino por causa de utilidad común y en virtud de mandamiento judicial, que no se ejecutará sin previa indemnización regulada por el Juez con intervención del interesado».


La aprobación de artículo 14 de la Constitución de 1868 suponía alterar completamente nuestro tradicional sistema de expropiación, donde nunca había sido necesario llevar a cabo una fase judicial dentro del procedimiento que conduce a la expropiación de los bienes de los particulares. Por tanto, es el único momento en nuestra historia en que adoptamos el sistema judicial de expropiación forzosa, vigente definitivamente en Francia desde la Ley napoleónica de 8 de marzo de 1810  (57) .

Consecuentemente, de modo urgente se aprobó el Decreto de 12 de agosto de 1869, que trata de adaptar la normativa vigente al nuevo marco constitucional. Se trata de una norma que contiene sólo seis artículos, destinada a estar en vigor durante breve tiempo, en espera de la aprobación de una Ley que de forma completa plasmase los principios del artículo 14 de la Constitución (58) . Esta Disposición, nacida con tanta urgencia, no altera en absoluto el régimen de la reversión, lo que no es extraño, si se tiene en cuenta que la norma tiene por fin, exclusivamente, regular la fase judicial de la expropiación, dejando en lo demás subsistente la regulación de 1836 y remitiendo a las Cortes la tarea de llevar a cabo una regulación sistemática de la expropiación forzosa.

3.2.4.  La primera regulación completa de la expropiación forzosa. La Ley de Expropiación Forzosa de 1879

La Ley destinada a diseñar un procedimiento completo de expropiación forzosa de acuerdo a los nuevos principios de la Constitución de 1869 no fue nunca aprobada  (59) . Antes al contrario, el Real Decreto de 3 de febrero de 1877 reestablece la legislación que sobre expropiación forzosa regía antes de la publicación del Decreto de 12 de agosto de 1869. La coyuntura política española había vuelto a cambiar y el artículo 10 de la recién aprobada Constitución de 1876 dispondrá que:


«No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y nadie podrá ser privado de su propiedad, sino por autoridad competente y por causa justificada de utilidad pública, previa siempre la correspondiente indemnización.

Si no procediere este requisito, los jueces ampararán, y en su caso reintegrarán, la propiedad al expropiado».



El hecho de que la Constitución no impusiese, a diferencia de la Ley Fundamental anterior, un procedimiento con intervención judicial  (60) , unido a que se estima que el procedimiento establecido tras La Gloriosa dificulta en extremo la realización de obras públicas  (61) , propiciará la vuelta a nuestro sistema tradicional, en el cual el procedimiento de expropiación forzosa se encuentra totalmente administrativizado.

El restablecimiento de la legislación de 1836 debía estimarse una medida de carácter provisional por cuanto sus deficiencias y limitaciones se verían sumamente agravadas con la nueva concepción de las obras públicas plasmadas en la Ley de 13 de abril de 1877  (62) , además de por la necesidad de incorporar las innovaciones de la Ley del Ensanche de 22 de diciembre de 1876  (63) . Con estos precedentes, se aprueba la Ley de Expropiación Forzosa por causa de utilidad pública de 10 de enero de 1879, que, a diferencia de su predecesora, la Ley de Enajenación Forzosa de 1836, regula de forma más completa el fenómeno expropiatorio  (64) . No obstante, es preciso destacar que esta nueva Ley será aprobada sin que se produjese discusión en el Congreso y tras un ligero debate en el Senado.

En lo relativo al derecho de reversión, la Ley de 1879 dejará de configurar este instituto como un derecho de tanteo del expropiado en caso de no ejecución de la obra, para darle la naturaleza jurídica que hoy conocemos y dotarlo de una extensión similar a la vigente hasta hace poco en nuestro ordenamiento  (65) . De esta manera, consagrará el derecho de reversión con una amplitud desconocida en el Derecho histórico español y en el Derecho comparado  (66) , de un modo paralelo a como lo hará después la Ley de Expropiación forzosa de 1954. Ello es consecuencia de una opción deliberada de solventar la situación de indefensión del expropiado ante el acuerdo de necesidad de ocupación -al que no se reconoce posibilidad de impugnación con el pretexto de dar mayor celeridad al expediente de expropiación- a través de la reversión, tal y como se desprende claramente de los antecedentes parlamentarios de la Ley.

En la propuesta original de la Ley se reconoce el derecho de reversión con un alcance limitado y muy poco innovador respecto a la legislación anterior. Así, se recoge el derecho de tanteo en el supuesto de no ejecución de la obra previsto en la legislación de 1836, y se introduce la posibilidad de que los antiguos dueños o sus causahabientes recuperen el bien expropiado, devolviendo el justiprecio, si conservan la propiedad del terreno colindante, recogiendo los principios de la Ley de Parcelas (67) .

En el dictamen de la comisión del Congreso se amplía ya el derecho de reversión. Se contemplan tres supuestos de reversión; no ejecución de la obra, existencia de sobrantes y el de quedar las fincas sin aplicación por haber terminado el objeto de la expropiación. La hipótesis de sobrantes y la de quedar las fincas sin aplicación son sólo relativamente novedosas, en tanto en cuanto estos supuestos ya estaban previstos en la Ley de Parcelas, como advertimos. Ahora bien, sólo en los supuestos de inejecución de la obra y existencia de parcelas sobrantes -es decir, de porciones no edificables- se contemplaba un verdadero derecho de reversión, no así en el de quedar las fincas sin aplicación, pues en estas hipótesis el expropiado simplemente tenía derecho a recuperar la finca si, enajenada ésta en subasta, manifestaba su voluntad de adquirirla por el precio del remate  (68) . Este texto será el que se apruebe en esta Cámara.

La redacción definitiva del art. 43 procederá, sin embargo, de la comisión que se forma en el Senado para discutir el proyecto de Ley  (69) . Su dictamen es aprobado en el Senado en la sesión de 14 de diciembre de 1878; en el Congreso, el proyecto se aprobará sin debate el 19 de diciembre de 1878. Ahora bien, llama la atención la concepción tan amplia del derecho de reversión que otorgara la comisión del Senado, tan poco fiel a sus precedentes históricos y a los antecedentes parlamentarios de esta Ley. La causa de una concepción tal del derecho de reversión será puesta de manifiesto durante el debate que se produce en esta Cámara con ocasión de la presentación del dictamen de la comisión, y en este sentido, del mismo se desprende que la reversión se concibe como el mecanismo que, a falta de una tutela judicial adecuada  (70)  que se omite para dar celeridad a los expedientes de expropiación-, garantice que la expropiación va a responder a una causa justificada  (71) . De este modo, se regula el derecho de reversión de tal manera que cubre todos los supuestos pensables de no afectación de la obra al fin que motivó la expropiación, y se facilita su ejercicio, pues para el mismo sólo hay que devolver el justiprecio que fue pagado al expropiado  (72) . En opinión de los defensores del dictamen de la comisión, «este sistema, seguido por todas las naciones cultas de Europa, es un gran triunfo, una gran mejora, un adelanto, que cierra todas las puertas a esos temores [de especulación]»  (73) .

En efecto, de la regulación de 1879 es preciso destacar, en primer lugar, que se amplían las causas de reversión, reconociéndose las tres vigentes en la actualidad (no ejecución de la obra, desafectación y existencia de sobrantes). En segundo lugar, se determina como presupuesto del derecho de reversión que el expropiado devuelva «la suma que hubiere recibido o que proporcionalmente corresponde a la parcela», lo que, por cierto, se asemeja a las regulaciones de Derecho comparado de la época  (74) . Finalmente, se fija como plazo de caducidad para el ejercicio del derecho de reversión el plazo de un mes desde la notificación de la Administración de la «no ejecución o desaparición de la obra que motivó la ocupación del todo o parte de las fincas que les fueron expropiadas», sin que se haga ninguna referencia a la existencia de plazos de caducidad del derecho para los supuestos en los que no se notificara al expropiado la posibilidad de ejercitar el derecho de reversión y que pudieran limitar la operatividad de este derecho en los supuestos de cesación de la utilización del bien expropiado tras la afección continuada del mismo a la causa expropiandi que motivó la expropiación.

El desarrollo reglamentario de esta Ley, llevado a cabo mediante el Real Decreto de 13 de junio de 1879, incluirá algunas precisiones a la regulación legal. En primer lugar, se concreta que el órgano obligado a notificar la existencia de un supuesto de reversión es el Gobernador  (75) . En segundo lugar, de modo explícito se configura la devolución del justiprecio como requisito del ejercicio del derecho de reversión, pues «se hará la devolución previa entrega» de la suma que por la finca se hubiere abonado al expropiado  (76) . Además, se concreta que sólo procederá la devolución de sobrantes si, en el caso de fincas urbanas, la porción sobrante es mayor de tres metros y resulta insuficiente para edificar con arreglo a las ordenanzas municipales, o cuando, en el caso de fincas rústicas, la porción es de corta extensión y de difícil y costoso aprovechamiento a juicio de peritos  (77) , como después exigirá la jurisprudencia  (78) . De cualquier modo, el hecho de que se limite la reversión de sobrantes a los supuestos de pequeños terrenos tiene que ser puesto en relación con la reversión que preveía la Ley de Parcelas de 1864, que, como vimos, se limitaba a los terrenos de pequeña dimensión que no fueran edificables ni cultivables por sí solos. La razón que subyace a esta limitación en la reversión de sobrantes es que se entiende que no sería justo que el aumento de valor de los terrenos circundantes a las obras públicas pasase íntegramente a los propietarios, quienes ninguna riqueza han creado sobre ellos  (79) . En este sentido, es preciso recordar que la reversión se hacía mediante la devolución de la indemnización reversional -y, por tanto, no al precio que en el momento de la retrocesión tuviesen los bienes- y que, además, la venta de los solares sobrantes se preveía como un modo normal de financiar la obra pública, pues con el beneficio obtenido de estas ventas se costeaba la obra en cuestión.

Por lo que respecta a los aspectos procedimentales, se establece que la verificación del supuesto de reversión debía ser notificada por el Gobernador al dueño de la finca, para que en el plazo de un mes manifestase si quería recobrar la finca -devolviendo la suma que por ella se hubiere abonado-. En este caso, se hacía la devolución previa entrega de dicha cantidad en la Caja de la administración económica de la provincia. Si el dueño no manifestaba su interés por recobrar el inmueble en el citado plazo, «el Estado» -según el tenor literal de la norma, aunque en realidad hay que entender que se hace referencia al beneficiario de la expropiación- podría disponer de la propiedad como considerase oportuno (arts. 72 y 73 Reglamento).

Por otro lado, como se puede apreciar, las reglas procedimentales establecidas en el Reglamento se refieren a las «obras de cargo del Estado», siendo también aplicables a las obras ejecutadas por concesionarios. Este procedimiento pretende ser de aplicación, asimismo, cuando se trate de obras «de cargo de las Diputaciones y Ayuntamientos», pues, según el Reglamento, regirán en estos casos «reglas idénticas en todo lo posible»  (80) .

En conclusión, el sistema diseñado en 1879 era coherente con el propósito que animaba la regulación: constituir una garantía sustitutoria de la impugnación de la declaración de la necesidad de la ocupación. Si cuando se estableció el mismo se pensaba únicamente en las posibles maniobras especuladoras de los contratistas de obras públicas, en un control a posteriori de la declaración de necesidad de la ocupación, era normal que se facilitase el ejercicio del derecho de reversión, ampliando los supuestos en los que surge y sin que se fijase plazo de caducidad al derecho en las hipótesis en las que no se notifique la existencia de un supuesto de reversión  (81) . Además, en estos casos, lo justo era que el expropiado recuperase el bien con la simple devolución del justiprecio, porque, en realidad, la expropiación no habría estado en ningún momento justificada. No obstante, pronto se advirtieron las imperfecciones del sistema y ya Pablo DE ALZOLA (82) , en 1886, llamaba la atención sobre la conveniencia de señalar un plazo, que se proponía de 10 años, para que la reversión se hiciera en el mismo precio que la tasación «porque no nos parece justo que si ésta tuviese lugar un siglo después, que se reintegrase sin nueva valoración y aun debía señalarse un período más o menos largo para que caducase este derecho». Como se puede comprobar, se apunta ya la necesidad de someter a un plazo de caducidad al ejercicio del derecho de reversión.

3.2.5.  Legislación que prevé especialidades en materia de reversión

Como ya tuvimos ocasión de destacar, la legislación francesa en materia de urbanismo preveía la supresión del derecho de reversión. Cabe preguntarse si esta exclusión del derecho de reversión se produce también en nuestro ordenamiento, máxime cuando es una materia que en la actualidad ha presentado una serie de particularidades. Y así, si bien todas ellas serán tratadas en profundidad en otro Capítulo de este trabajo, baste anticipar que en el ámbito urbanístico se ha negado la existencia del derecho de reversión en el supuesto de sobrantes  (83)  y que desde 1992 operan en este ámbito las dos hipótesis de supresión del derecho de reversión que sólo en 1999, con la nueva redacción que a los artículos 54 y 55 de Ley de Expropiación Forzosa da la Disposición Adicional Cuarta de la Ley de Ordenación de la Edificación, de 5 de noviembre de 1999 -en adelante LOE-, se ha extendido con carácter general a todos los supuestos de reversión.

Será en la segunda mitad del siglo XIX cuando se pretenda la formulación de una legislación general sobre urbanismo  (84) . No obstante, el hecho de que no cristalizara el proyecto de Ley General para la Reforma, Saneamiento, Ensanche y otras Mejoras de las Poblaciones, de Posada Herrera (1861), frustró esta tendencia de elaboración de una regulación general. Por ello se acometerá, por un lado, el llamado ensanche de poblaciones y, por otro, los problemas de reforma interior y saneamiento  (85) .

La Ley del Ensanche de 1864  (86)  pretende, casi exclusivamente, facilitar la rápida construcción de viviendas, para poder solucionar los problemas sociales que la cuantía elevada de los alquileres de vivienda estaba originando. Ni ésta, ni el posterior Reglamento de Ejecución de 25 de abril de 1867, ni la Ley que la sustituye, la Ley de 22 de diciembre de 1876, contendrán Disposición alguna en materia de reversión  (87) .

La regulación de la reversión, sin embargo, será abordada en lo que concierne a la reforma interior de las poblaciones. Ésta se afronta en la sección quinta de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, que consagra la técnica de la expropiación de zonas laterales  (88) . Pues bien, el Reglamento de ejecución de dicha Ley, Real Decreto de 13 de junio de 1879, completará la regulación legal. Estas Disposiciones establecían que el destino de los solares expropiados era la venta en subasta para su posterior edificación, o que permaneciesen en la propiedad de los Ayuntamientos para la posterior ejecución de las obras de urbanización, sea ésta a través de concesión o directamente por los mismos. En los casos de venta o de concesión se preveía que, si no se llevasen a cabo las obras, los solares revirtiesen al Ayuntamiento, sin que éste tuviera que satisfacer cantidad alguna (art. 92 y art. 99 Reglamento)  (89) . Pues bien, sólo se producía el nacimiento del derecho en estos casos, y en los supuestos en los que quedaren parcelas sobrantes después de ejecutada la obra de reforma interior  (90) .

En este rápido repaso histórico conviene recordar que en materia de lo que podemos llamar de defensa nacional, otro sector en la que actualmente la reversión expropiatoria sigue un régimen especial  (91) , existían los Reglamentos para aplicación en tiempos de paz al Ramo de Guerra y a la Marina de la Ley de Expropiación 1879, Reglamentos que datan de 1881 y 1891, respectivamente, y que reproducen, con pequeñas modificaciones procedimentales, el régimen establecido por el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa. Son los artículos 3 de los Reglamentos de 12 de noviembre de 1902 y 11 de mayo de 1916, respectivamente dictados para la aplicación de la Ley 15 de mayo de 1902 de expropiación en Zona Militar de Costas y Fronteras, al Ramo de Guerra y al de Marina, los que establecen que:

«Las expropiaciones autorizadas por esta Ley [se refiere a la ley de 15 de mayo de 1902] serán en absoluto, esto es, con inclusión de los derechos de toda clase que afecten directa o indirectamente al de propiedad, de modo que, hecha la expropiación del inmueble afectado, aquellos derechos no revivirán por ningún concepto, sea cualquiera el uso o destino que, por el pronto o en lo sucesivo, se le dé al inmueble».


La importancia de estos preceptos, que eliminan el derecho de reversión, está fuera de dudas. Baste añadir que, hasta tiempos relativamente recientes, se ha dudado de su vigencia  (92) .

3.2.6.  El nuevo régimen de la reversión expropiatoria tras la Ley Cambó

La regulación del régimen general de la reversión se verá modificada por la Ley de 24 de julio de 1918  (93) , conocida por el apellido del Ministro que propuso la reforma como Ley Cambó, que tiene como objeto exclusivo dar una nueva redacción al artículo 43 de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879  (94) . Y es que, con el transcurso del tiempo, se comprendió que la puesta en práctica del sistema, previsto «como un gran triunfo», al estar pensado exclusivamente para el supuesto de que se hubieren expropiado bienes con fines especulativos -ante la imposibilidad del expropiado de impugnar el acuerdo de necesidad de la ocupación-, encerraba una serie de injusticias cuando tal especulación no se había producido  (95) . Así, por ejemplo, se puso de manifiesto que el artículo 43 de la Ley de Expropiación impedía a las Administraciones locales, sin sufrir un importante quebranto patrimonial, cambiar la ubicación de ciertas instalaciones que, como pudiera ser el caso de mataderos o mercados, con el crecimiento de las ciudades habían quedado integradas en el centro del caso urbano, ubicación que, desde luego, ya sea por el tipo de actividad que se desempeñaba o por la necesidad de ampliar la instalación -así, en el caso de mercados-, no era la más idónea  (96) . No obstante, se modifica este precepto, pero no se altera la prohibición de impugnar el acuerdo de necesidad de la ocupación  (97) , que, como vimos fue el origen del mismo.

De esta manera, el nuevo tenor del precepto será bastante diferente al primitivo artículo 43 en la redacción de la Ley de 1879, sin que, sin embargo, tamaña reforma fuera contestada doctrinalmente  (98) . La intervención legislativa tendrá por objeto, por un lado, acabar con la duración indefinida del derecho de reversión  (99)  y, por otro, remediar la injusta forma de determinación del contenido económico hasta entonces vigente del mismo. De este modo, en primer lugar, en palabras del propio preámbulo del proyecto de Ley, se fija «un plazo de duración al derecho reversional, haciéndolo prescriptible [...]». Así, se establece que transcurridos treinta años desde la fecha en que el expropiante tomó posesión de la finca, siempre que dentro de él hubiere quedado terminada la obra, cesará el derecho de reversión. La reforma se justifica en el preámbulo del proyecto de Ley con la afirmación de que «basta recordar el tradicional asiento de Derecho civil español en orden a la prescripción del dominio y de los derechos reales, que rara vez sobrepasa, en las varias legislaciones que la rigen, el tipo de treinta años». No obstante, pese al tenor de este preámbulo, como se explicará en otro lugar  (100) , este plazo, en tanto en cuanto no es susceptible de interrupción, es técnicamente un plazo de caducidad, y no de prescripción. En cualquier caso, la falta de un entendimiento preciso de la naturaleza de este plazo lo hará prácticamente inoperativo, como se analizará más adelante.

En segundo lugar, se innova la forma de determinar el precio de la finca o parcela que ha de abonar el interesado para lograr la retrocesión. La Ley de Expropiación de 1879 establecía que la cantidad que había que satisfacer el reversionista para el ejercicio del derecho de reversión era el justiprecio que recibió en su día el expropiado. La Ley de 1918 modifica en este punto el artículo 43 de dicha norma, y así, según la nueva redacción del precepto, la cuantía de la indemnización reversional se determina ex novo, siguiendo las reglas establecidas en la sección tercera que regula el cálculo del justiprecio de la expropiación. Con ello se trata de evitar un enriquecimiento injusto del primitivo propietario que podría recobrar su propiedad satisfaciendo una cantidad nimia en los casos en los que el valor de la finca hubiera aumentado ya sea en virtud de procesos inflacionarios ya sea en virtud de la plusvalía que le hubiere reportado la construcción de una obra pública  (101) .

La tercera reforma que aportó la Ley Cambó se incluyó durante la discusión en las Cortes del proyecto de Ley. Con ella se pretendería subsanar la falta de precisión de la Ley de 1879 en relación a la transmisibilidad del derecho de reversión. A partir de este momento se establece expresamente que el derecho de reversión puede ser ejercitado por los causahabientes del expropiado, si bien antes ya se había reconocido la posibilidad de transmisión mortis causa o intervivos de este derecho por parte de la jurisprudencia  (102) .

Finalmente, como modificación menor, se dispone que en el supuesto de que no se pida la reversión «el propietario de la finca podrá disponer libremente de ella». En el tenor de la Ley de 1879 era «el Estado», el que, según el artículo, podía disponer libremente de la finca si no se ejercitaba el derecho de reversión. Pero como se resalta durante la tramitación de la Ley Cambó, la antigua redacción contenía una imperfección técnica, que se pretende subsanar, pues quien puede disponer de la finca en el supuesto de que no se ejercite el derecho de reversión sobre la misma es la persona jurídico pública o privada que fuera propietaria de la misma por título de expropiación forzosa  (103) .

De estas cuatro modificaciones, sin duda la más interesante es la relativa a la fijación de plazo de caducidad -mal llamado de prescripción- para el ejercicio del derecho de reversión. No obstante, ello se hará de un modo que ha sido considerado un tanto confuso por la doctrina posterior  (104) . Así, el penúltimo párrafo del precepto dispone que (el subrayado es nuestro)

«Transcurridos treinta años desde la fecha en que el expropiante tomó posesión de la finca, siempre que dentro de él hubiere quedado terminada la obra, cesará el derecho que concede este artículo para recobrar la totalidad o parte de lo expropiado al primitivo dueño y a sus causahabientes. Si antes de los treinta años quedase la obra inejecutada o el terreno sobrante, la Administración impondrá al expropiante o hará por sí cuando ella lo fuere el requerimiento a que se refiere el segundo párrafo de este artículo».


Pues bien, la confusión que hemos mencionado se plantea a la hora de interpretar el inciso «siempre que dentro de él hubiere quedado terminada la obra», ya que, en efecto, cabe plantearse si en el régimen introducido por la Ley el derecho de reversión es siempre susceptible de caducidad, independientemente del supuesto que lo haya originado, o si el caso de inejecución de la obra sería una excepción a este sometimiento general del derecho de reversión a límites temporales. Pues bien, el verdadero sentido de la norma era excluir de la caducidad del derecho de reversión los supuestos en los que no se ejecutó la obra que motivó la expropiación. Y es que en estos casos el derecho de reversión nace porque la obra no se ha ejecutado y, al no haberse fijado un plazo de ejecución, era imposible determinar a partir de qué momento empezaría a contar el plazo de prescripción del derecho, que devenía, de este modo, imprescriptible. En efecto, esta interpretación se desprende claramente del análisis de los debates parlamentarios de la Ley. El texto que se debate en el Congreso por segunda vez, después de haber sido éste remitido por el Senado, era el siguiente:

«Transcurridos 10 años desde la fecha en que éste tomó posesión de la finca, cesará el derecho que concede este artículo para recobrar la totalidad o parte de lo expropiado al primitivo propietario»  (105) .


No obstante, este tenor se modifica, al observarse que para que «prescriba» el derecho de reversión parece lógico exigir -en opinión de algunos diputados  (106) - que se concluya la obra -y esto significa, por tanto, que el derecho de reversión sólo prescribe en los supuestos de reversión de sobrantes y de cese de la afectación- y, así, la comisión del Congreso aceptará la enmienda del Sr. Rodríguez Pérez en la que se establece la que será la redacción definitiva de la norma  (107) . Según el proponente de la misma, ésta tenía como objeto establecer que el plazo de «prescripción» comience a contar desde que se hubiere ejecutado la obra. Por ello, aunque de la interpretación literal del precepto parece desprenderse que el derecho de reversión no caducaba en los supuestos de inejecución de la obra pública, el mismo iba mucho más allá, de modo que el plazo no comenzaría a correr si el derecho de reversión no podía ejercitarse -al entenderse el mismo como prescripción-, lo que, según el autor de la enmienda, se produciría con la terminación de la obra  (108) . No obstante, jurisprudencia posterior entendió que la posibilidad de ejercicio del derecho de reversión se producía con la notificación de la Administración de la verificación del supuesto de reversión, por lo que se desvirtualizaba este plazo de treinta años y dejaba de tener repercusión alguna -pues, en efecto, cuando se producía la notificación el plazo de caducidad estaba ya fijado en un mes, por el art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa-  (109) .

Por otro lado, como régimen transitorio, se dispone que para las expropiaciones acaecidas con anterioridad a la promulgación de esta Ley este plazo de treinta años comenzará a computarse desde la fecha de la promulgación de la misma  (110) .

El sistema se completa y desarrolla por el Real Decreto de 10 de enero de 1919, que modifica los artículos 48, 72, 73 y 74 del Reglamento de 13 de julio de 1879, dictado al amparo de la antigua Ley. Los únicos preceptos que sufren modificaciones de importancia son los artículos 48 y 72, y dado que el primero se refiere a la determinación del justiprecio, nos ocuparemos exclusivamente del análisis de la nueva redacción del artículo 72, ahora mucho más extenso que su precedente  (111) .

El artículo 72 del Reglamento de Expropiación Forzosa regula con detalle las cuestiones procedimentales del ejercicio el derecho de reversión. En este sentido, si bien en la regulación anterior no se especificaba si el expediente de reversión podía ser iniciado por el interesado o, si, por el contrario, para el ejercicio de la reversión era necesaria la notificación por la Administración de la existencia de un supuesto habilitante, el nuevo artículo 72 del Reglamento admite expresamente la facultad del interesado de solicitar la reversión. No obstante, esta previsión, pese a la claridad del precepto  (112) , fue inadvertida por cierta jurisprudencia posterior  (113) :

Por otro lado, el Reglamento establece la extinción del derecho de reversión en el supuesto de que, después de declarada la procedencia del mismo y valorada definitivamente la finca, hubiese transcurrido un mes sin que los dueños primitivos o sus causahabientes hubiesen abonado el importe del justiprecio, previsión, por cierto, análoga a la vigente, si bien el plazo actual es de tres meses. Una Disposición similar a ésta regía en el Derecho francés desde 1833  (114) .

Finalmente, y como hemos señalado, también se produce la extinción del derecho, según establece este Real Decreto de 1919, «si hubieran transcurrido treinta años desde que el expropiante tomó posesión de la finca, o por lo que se refiere a las fincas expropiadas antes de la promulgación de la ley de 24 de julio de 1918, que reformó el art. 43 de la ley de 10 de Enero de 1879, hubiesen transcurrido treinta años desde dicha promulgación», insistiendo el precepto reglamentario que ello «ocurrirá siempre que dentro de dichos plazos hubiera quedado terminada la obra».

3.2.7.  La Ley de Expropiación Forzosa de 1954 y su Reglamento

La Ley de Expropiación Forzosa de 1879 permanecerá en vigor durante casi setenta y cinco años, pese a que existieron algunos intentos de reforma durante sus primeros años de vigencia  (115) . Será sustituida finalmente por la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 (en adelante LEF), Ley que ha tenido una gran significación en nuestro Derecho administrativo  (116)  y que, de hecho, sigue todavía en vigor, si bien el propio legislador ha declarado que está necesitada de una profunda reforma  (117) . Con la aprobación de esta norma se pretendía refundir la dispersa legislación que se había producido tras la Ley de 1879, y al margen de la misma, acoger las nuevas concepciones sobre expropiación de las Leyes Fundamentales de la época  (118)  y adaptarse a las nuevas exigencias derivadas de las nuevas técnicas administrativas y de la propia evolución social  (119) .

La Ley de Expropiación de 1954 supera ya los postulados de las Leyes decimonónicas en la materia para consagrar un nuevo tipo de expropiación. Pues bien, si la reversión adquiere forma jurídica cuando la expropiación responde a un concepto liberal de propiedad  (120) , cabe preguntarse cómo se engarza ahora en el seno de una institución cuyos caracteres difieren de modo importante de su estructura original  (121) .

La LEF dedica dos artículos al derecho de reversión (arts. 54 y 55)  (122) , que, lejos de verse debilitado, se perfila como una enérgica garantía a favor del expropiado. En cualquier caso, es destacable que, en su exposición de motivos, el legislador de 1954 expresa la singular dificultad que el derecho de reversión le ha suscitado. De este modo, en la Ley se recoge

«Un principio de validez inconcusa, según el cual, frustrándose por una u otra razón la obra o servicio que dio causa a la expropiación, deben remitir, en todo lo posible al menos, los efectos económicos de ésta. La dificultad radica en la determinación concreta del momento a partir del cual puede estimarse que de hecho concurre el supuesto de la reversión. El criterio de la legislación hasta ahora vigente supedita el ejercicio del derecho a la notificación por la Administración de la no ejecución de la obra, lo que tiene el inconveniente de dejar indefenso al expropiado, al que no se notifica tal determinación. Pero es sumamente difícil dar con una regla adecuada sin poner en peligro todo el instituto de la expropiación. La Ley se ha limitado a intentar superar el rígido formalismo que la norma vigente supone, facilitando el ejercicio del derecho cuando la Administración lleve a cabo actos que por su índole impliquen de necesidad el abandono del proyecto primitivo o la imposibilidad de llevarlo a cabo, lo que por otra parte, habrá de acreditarse en vía administrativa, sin que en tanto no se declare el derecho se produzca alteración alguna en la situación jurídica creada».


Es sorprendente que en la exposición de motivos se constate que, habiéndose frustrado la causa expropiandi deben remitir los «efectos económicos» de la expropiación, pues ello parece dar por sentado que por la expropiación no se pagó el justo precio del bien, porque si así fuese, la reversión no produciría ningún efecto económico, ya que simplemente supondría la recuperación de un bien -por el que se recibió su valor real y, por tanto, no se experimentó quebranto económico- mediante la satisfacción, igualmente, de su valor real actualizado  (123) . Por otro lado, la exposición de motivos parece anticipar el carácter poco innovador del régimen de la reversión respecto de la regulación anterior, pues de la rica problemática que éste genera sólo se ocupa de las consecuencias que han de derivarse en los supuestos en los que la Administración no notifique al interesado que se ha producido un supuesto de reversión, y, en efecto, en la LEF no se introducen novedades de gran calado respecto a lo que venía siendo la regulación del derecho de reversión. No obstante, en un aspecto fundamental, el de la introducción de límites temporales para el nacimiento del derecho de reversión, esta Ley se acerca más al precedente de 1879 que a su predecesor más inmediato, la Ley Cambó. El hecho de que esta Ley se debatiera en Comisión, y que en el seno de misma sólo fuera objeto de una enmienda  (124) , no nos permite comprender el porqué de este retroceso en el tiempo. Probablemente, la verdadera causa de que la reversión se siga entendiendo en términos muy generosos es la constatación de que no había variado la situación que motivó aquel entendimiento; la indefensión del expropiado durante la tramitación del expediente de expropiación  (125) .

Pues bien, en un análisis detenido de los artículos que la LEF dedica al derecho de reversión cabe destacar, en primer lugar, que el artículo 54 LEF, en relación con los supuestos de reversión, establece que:

«En caso de no ejecutarse la obra o no establecerse el servicio que motivó la expropiación, así como si hubiera alguna parte sobrante de los bienes expropiados o desapareciese la afectación, el primitivo dueño o sus causahabientes podrán recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expropiado».


El precepto, como se puede comprobar, conserva la misma estructura que su predecesor, el artículo 43 de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 -aun en su versión primitiva-, si bien hace referencia no sólo a la obra, sino también a los «servicios» que pueden motivar la expropiación, lo que está relacionado con la ampliación de la causa expropiandi que opera la Ley  (126) . Además, la expresión más breve «desapareciese la afectación» recoge el supuesto descrito en la legislación anterior mediante la fórmula «quedar las fincas sin aplicación por haberse terminado el objeto de la enajenación forzosa»  (127) . Una pequeña mejora técnica introducida por el nuevo artículo es la precisión de que el primitivo dueño o sus causahabientes podrán recobrar «la totalidad o parte de lo expropiado», mientras que su antecesor sólo señalaba que éstos «podrán recobrar lo expropiado», cuando, como es obvio, en el caso de reversión de sobrantes el interesado sólo revierte la parte del bien expropiado que no fue utilizado para la realización del fin que motivó la expropiación.

La primera novedad de relieve se contiene en el segundo párrafo del artículo 55  (128) , precepto que contempla expresamente la posibilidad de que el plazo de un mes para ejercitar el derecho de reversión, en caso de que no haya existido notificación por parte de la Administración, comience a contar cuando el particular comparezca en el expediente dándose por notificado  (129) . De este modo, se establece un régimen jurídico preciso para las situaciones en que la Administración no notifica al interesado la existencia de un supuesto de reversión  (130) . No obstante, esta novedad anunciada con énfasis en la exposición de motivos puede estimarse relativa, pues como vimos, el artículo 72 del Reglamento de Expropiación Forzosa de 1879, en la redacción dada por el Real Decreto de 10 de enero de 1919, admitía expresamente la facultad del interesado de solicitar la reversión  (131) .

La segunda novedad importante que se introduce afecta al cálculo de la indemnización reversional. Así, si bien se sigue haciendo coincidir ésta con el valor real que la cosa tuviese en el momento de la reversión, determinado conforme al criterio del justiprecio  (132)  que ya estaba previsto en la Ley Cambó, se introduce una matización. Si la reversión tiene lugar antes del plazo de dos años desde la ocupación, se entenderá que el precio debe ser el inicial, salvo que en el objeto expropiado se hubieren realizado mejoras o producido daños que afecten a dicha valoración (artículo 54)  (133) , lo que está en consonancia con el artículo 58 de la Ley, que fija también un plazo de dos años para que proceda la retasación del justiprecio de la expropiación  (134) .

Por otro lado, como ya hemos destacado, resulta bastante llamativo que la Ley no se pronuncie sobre otro de los aspectos que motivó la aprobación de la Ley Cambó. En efecto, la LEF no recoge el condicionamiento introducido por dicha norma de que el derecho reversión se ejercite en el plazo de treinta años desde la toma de posesión. Poco después de la aprobación de la Ley, un intérprete de la misma tan autorizado como GARCÍA DE ENTERRÍA afirmaba que era difícil determinar si esta omisión respondía a algún criterio o había de ser corregida en el Reglamento  (135) .

El desarrollo de la LEF se produjo a través del Reglamento de 26 de abril de 1957 (en adelante REF)  (136) , que completó la regulación legal, estableciendo un régimen detallado para el ejercicio del derecho de reversión  (137) . Dicha norma, que sistemáticamente sigue una ordenación de materias idénticas a la de la LEF, dedica su sección 4.ª del Capítulo IV (arts. 63 a 70) a la reversión de bienes y derechos expropiados. En estos artículos se perfilan los supuestos que dan lugar a la reversión (arts. 63 a 65); se establece la prohibición de la realización de obras o el establecimiento de servicios distintos a aquellos que motivaron la expropiación en los terrenos o bienes expropiados (art. 66.1); se prevé el derecho a la indemnización prevista en el artículo 121.1 de Ley en caso de que, como consecuencia de una alteración indebida, no fuera legalmente posible la reversión (art. 66.2); se regula el procedimiento para solicitar la reversión (artículo 67 y 68); se establece la preferencia del derecho del reversionista, incluso ante tercero de buena fe inscrito (artículo 69) y, por último, se prevén los requisitos necesarios para la inscripción de la reversión en los registros públicos (artículo 70). Finalmente, cabe destacar que en el REF tampoco se contiene precepto alguno relativo a la limitación temporal del derecho de reversión en las hipótesis en las que la Administración no hubiese notificado la existencia de un supuesto de retrocesión.

En un análisis más detallado del contenido de los distintos artículos que a la reversión dedica el REF cabe destacar, en primer lugar, que se produce una sistematización de los supuestos que dan origen a la reversión, de tal manera que, en consonancia con las previsiones de la Ley, según el art. 63 REF, procederá la reversión de los bienes o derechos expropiados en los siguientes casos:

Cuando no se ejecute la obra o no se establezca el servicio que motivó la expropiación.

Cuando realizada la obra o establecido el servicio quede alguna parte sobrante de los bienes expropiados.

Cuando desaparezca la afectación de los bienes o derechos a las obras o servicios que motivaron la expropiación.

Los artículos siguientes (64 y 65 LEF) están destinados a establecer en qué momento temporal surge cada uno de los distintos supuestos, lo que resulta fundamental para el ejercicio del derecho de reversión en las hipótesis en las que la Administración no notifique que se ha verificado un supuesto de nacimiento del derecho  (138) , como resaltó en su momento la doctrina  (139) . De este modo, el artículo 64.1 REF establece que se entiende no ejecutada la obra o establecido el servicio en dos supuestos: en primer lugar, cuando no habiéndolo sido de hecho manifestare la Administración su propósito de no llevarla a cabo o de no implantarlo, y, en segundo lugar, por el mero transcurso del tiempo. En el primero de los casos, la declaración de la Administración puede ser explícita -por notificación directa a los expropiados-, o bien implícita -por declaraciones o actos administrativos que impliquen la inejecución de la obra que motivó la expropiación o el no establecimiento del servicio-  (140) .

En el segundo de los casos, es decir, en las hipótesis en las que se entiende no ejecutada la obra o no establecido el servicio por el mero transcurso del tiempo, se establece un sistema de preaviso que precede al ejercicio del derecho de reversión. Así, se disponían dos plazos distintos para la realización de dicho preaviso dependiendo de si se había previsto fecha para el comienzo de la ejecución de la obra o del establecimiento del servicio. Si se preveía dicha fecha, el expropiado o sus causahabientes podían advertir a la Administración expropiante su propósito de ejercitar la reversión en el plazo de dos años desde la misma y, en el caso de que no se hubiera previsto fecha para el comienzo de la ejecución de la obra o el establecimiento del servicio, esta advertencia se podía realizar transcurridos cinco años desde el momento en el que los bienes o derechos expropiados quedaron a la Disposición de la Administración sin que se hubiera iniciado la ejecución de la obra o establecido el servicio. Pues bien, sólo en los casos en los que transcurriesen otros dos años desde la fecha del aviso sin que se hubiere iniciado la ejecución de la obra o se hubiese establecido el servicio se podía efectivamente ejercitar el derecho de reversión  (141) . En cualquier caso, la jurisprudencia evolucionó en orden a la exigencia de este preaviso, de modo que, a partir de los años noventa, dejará de ser excesivamente formalista y no exigirá la procedencia de este requisito si entre la fecha de solicitud de la reversión y la de la Sentencia que resuelve la controversia han transcurrido más de dos años sin que se hubieren iniciado las obras o las actuaciones tendentes al establecimiento del servicio  (142) .

En los supuestos de existencia de sobrantes o de desaparición de la afectación dispone el artículo 65 REF que estará facultado el interesado para solicitar la reversión cuando la Administración notificase la existencia de terrenos o bienes sobrantes o de la desafectación. Además, en los supuestos de sobrantes se prevé -al igual que sucedía en los supuestos de falta de ejecución de la obra o del establecimiento del servicio- el nacimiento del derecho cuando dicha notificación no se produzca, y así se establece que procederá la reversión,

«En defecto de aquella notificación, cuando quedaren de hecho bienes o terrenos sobrantes y hubieran transcurrido cinco años desde la terminación de la obra o el establecimiento del servicio»  (143) .


Por otro lado, en el primer apartado del art. 66 REF se establece una importante precisión para la interpretación del supuesto de desafectación. Así, dicha Disposición prohíbe la realización de obras o el establecimiento de servicios distintos a aquellos que motivaron la expropiación en los terrenos o bienes expropiados, de modo que deja claro que cualquier afectación del bien expropiado a un fin distinto a aquel que motivó la expropiación, aunque este fin sea también de utilidad pública o interés social, origina el nacimiento del derecho de reversión. Ahora bien, en los casos en que como consecuencia de una alteración indebida no fuere legalmente posible la reversión se prevé el pago de una indemnización al expropiado o a sus causahabientes  (144) , sin perjuicio de que se deduzcan las correspondientes responsabilidades como prevé el mismo precepto (art. 66.2 REF). Como veremos en otro lugar de esta obra  (145) , la ausencia de criterios para la determinación de la cuantía de la indemnización sustitutoria de la reversión in natura ha provocado los mayores problemas interpretativos del precepto.

Por su parte, el artículo 67 REF, en su apartado segundo, precisa el momento en el que se inicia el cómputo del plazo de un mes previsto en el art. 55 LEF para el ejercicio del derecho de reversión, de modo que este plazo comenzará a contarse desde el día siguiente a la notificación del acto que da lugar a la reversión o, en su defecto, desde que el expropiado comparezca en el expediente y se dé por notificado de las declaraciones, Disposiciones o actos administrativos que implicaren la inejecución de la obra o no establecimiento del servicio, o, finalmente, una vez que transcurran los plazos previstos para que se entienda abandonada la obra o no establecido el servicio, según se disponía en el art. 64.2 LEF.

Además, el art. 67 REF, en su primer apartado, se refiere al órgano competente para declarar la procedencia del derecho de reversión, estableciendo como tal al Gobernador civil. Contra su decisión cabe el recurso de alzada previsto en el apartado tercero del citado artículo y, contra esta última, recurso contencioso-administrativo  (146) . En este sentido, ya sea la decisión del Gobernador civil o ya sea la resolución del recurso de alzada, se entenderán denegados por silencio administrativo si no son notificados a los interesados en el plazo de tres meses (art. 67.4 REF).

Por otro lado, en el art. 68 REF se regulan los aspectos procedimentales del cálculo de la indemnización reversional. De este modo, se establece que, declarada la reversión a favor de determinada persona, se procederá de oficio a la valoración de los bienes o derechos objeto de la misma, con arreglo a las normas relativas al cálculo del justiprecio. Asimismo, según dicho artículo, en los supuestos en los que entre la ocupación administrativa y la reversión no hayan transcurrido más de dos años, pero el bien hubiere experimentado mejoras o daños que afecten a su valoración -lo que hace improcedente mera la devolución del justiprecio (art. 54 LEF)-, tan sólo intervendrá el Jurado de expropiación si no hubiera acuerdo entre el beneficiario de la expropiación y los que hubieran promovido la reversión acerca de las mejoras realizadas o de los daños producidos.

Por su parte, el art. 69 REF introduce una regla que ha sido muy discutida después por la doctrina  (147) . Según este artículo, cuando se dé alguna de las causas legitimadoras de la reversión procederá ésta aun cuando los bienes o derechos hayan pasado a poder de terceros adquirientes por la presunción del art. 34 de la Ley Hipotecaria, sin perjuicio del derecho de repetición de los mismos contra quien proceda por los daños y perjuicios ocasionados. En cualquier caso, estos terceros adquirentes, según el apartado segundo del citado artículo, tendrán derecho a ser oídos en el expediente de reversión para aportar los datos y alegaciones que se consideren oportunas en contra de la misma. No obstante, en algunos casos, los problemas prácticos originados por la existencia de terceros hipotecarios fueron resueltos entendiéndose imposible la reversión in natura, al haberse producido una alteración ilegal -tal y como establecía el art. 66.2 REF-, y declarándose la procedencia del pago de una indemnización sustitutoria  (148) .

Finalmente, el art. 70 LEF regula las condiciones de acceso del ejercicio del derecho de reversión a los registros públicos. Según la citada Disposición, tan sólo será preciso el otorgamiento de escritura pública para formalizar la reversión si lo solicitasen los interesados. En caso contrario, el título inscribible vendrá constituido por la resolución administrativa que declare la reversión y el acta de pago que se levantará por el Gobernador civil al hacerse efectivo el mismo. Por otro lado, cuando surgieran discrepancias sobre mejoras, daños o incremento de valor y haya de intervenir el Jurado de Expropiación, por no llegar las partes a un acuerdo, se consignará el valor percibido por los interesados, salvo que el expropiante prefiera recibirlo sin perjuicio de lo que se resuelva, levantándose acta en la forma dispuesta en el primer párrafo del art. 70 LEF, siendo título inscribible dicha acta en unión de la resolución prevista en el citado párrafo.

3.2.8.  La nueva regulación del derecho de reversión tras la reforma de Ley de Expropiación Forzosa operada por la Ley de Ordenación de la Edificación

De una forma incorrecta desde el punto de vista de la técnica legislativa y un tanto sorpresiva, la Disposición Adicional Quinta de la Ley de 5 de noviembre de 1999, de Ordenación de la Edificación -en adelante LOE-, ha dado nueva redacción a los arts. 54 y 55 LEF. El estudio completo de alcance de esta reforma legal y la valoración de cada uno de los aspectos de la misma se desarrolla en otro lugar de esta obra  (149) , por lo que ahora nos interesa destacar tan sólo sus rasgos principales, con el único objeto de proporcionar de un modo acabado las líneas de evolución del derecho de reversión en nuestro ordenamiento  (150) . En cualquier caso, cabe destacar que esta modificación se justifica en el carácter meramente legal -según nuestra jurisprudencia constitucional  (151) - del derecho de reversión y en la necesidad de «poner al día» su regulación  (152) .

Desde un punto de vista formal, llama la atención que la modificación legislativa se introduzca en el Senado mediante Disposiciones Adicionales a una Ley que no guarda relación alguna con la que se pretende modificar  (153) , habiendo entrado en vigor los preceptos relativos a la reversión expropiatoria, además, a diferencia del resto de la norma, al día siguiente de su publicación  (154) .

Por otro lado, desde una perspectiva sustantiva, la reforma limita de forma considerable la operatividad del derecho de reversión, derecho que estaba reconocido en nuestro ordenamiento en ese momento en unos términos tan amplios que no tenían parangón en el Derecho comparado  (155) . En este sentido, en primer lugar, la reforma hace extensiva a la regulación general de expropiación forzosa dos hipótesis de supresión del derecho de reversión introducidos ya para las expropiaciones urbanísticas por la Ley 8/1990. Así, según el nuevo tenor del art. 54.2 LEF, no cabrá ya el derecho de reversión en los supuestos de nueva afectación del bien expropiado a otro fin que haya sido declarado de utilidad pública o interés social y en los supuestos de afectación a una causa expropiandi durante diez años desde la terminación de la obra o el establecimiento del servicio.

Además, la nueva regulación establece un plazo de caducidad en los supuestos en los que la Administración incumple su deber de notificar la producción de un supuesto de reversión, plazo que se establece en veinte años. La ausencia de fijación de un plazo similar en la legislación de 1954, que no había sido colmada por una interpretación jurisprudencial más favorable al principio de la seguridad jurídica, como había sucedido en otros ordenamientos, era llamativa si se tienen en cuenta referentes de Derecho comparado  (156)  y el precedente histórico más inmediato -la Ley Cambó-, y había provocado el reconocimiento del derecho de reversión en supuestos en los que habían transcurrido más de cien años desde la expropiación del bien  (157) .

Estas dos innovaciones, supresión del derecho de reversión en determinados casos y sometimiento del derecho de reversión a un plazo de caducidad en las hipótesis en las que la Administración no notifica la producción del supuesto de retrocesión, limitan en gran medida la operatividad del derecho de reversión, que deja de estar reconocido en los desmesurados términos de la legislación de 1954.

Por otro lado, la reforma subsana algunos problemas aplicativos de la LEF. Así, el art. 54.4 LEF establece ahora reglas para la determinación de la Administración competente para resolver sobre la procedencia de la reversión, normas que no podían estar previstas en la redacción primitiva de la LEF, muy anterior a la Constitución española y a la creación de las Comunidades Autónomas. En este sentido, se determina que si la titularidad del bien pertenece a una Administración pública el derecho de reversión habrá de ejercitarse frente a la Administración en cuya titularidad se halle el bien o derecho en el momento en el que se solicite la reversión y que, en los casos en los que el bien no sea de titularidad pública, la Administración competente es aquella a la que se encuentre vinculado el beneficiario de la expropiación. Por su parte, la nueva redacción del art. 54.5 LEF deroga lo preceptuado en el art. 69.1 REF, de modo que, tras la reforma operada por la LOE, para que el derecho de reversión sea oponible a los terceros adquirentes que hayan inscrito los títulos de los respectivos derechos conforme a la Ley Hipotecaria, es preciso que se haga constar en el Registro de la Propiedad el derecho preferente de los reversionistas. Esta Disposición, como se comprenderá, también supone un debilitamiento de la posición del reversionista.

Como medida favorable al reversionista, se amplía el plazo de ejercicio del derecho en las hipótesis en las que la Administración notifi ca la producción del supuesto de reversión de uno a tres meses.

Finalmente, el nuevo art. 55 LEF modifica el sistema de valoración del bien objeto de reversión, estableciendo como regla general la actualización del justiprecio conforme a la evolución del IPC y sancionando con la caducidad del derecho de reversión la falta del pago o consignación de la indemnización reversional desde la determinación de la misma en vía administrativa o, en su caso, la falta de pago de las diferencias que pudieran resultar de la Sentencia que se dicte.

Aunque la Disposición Final Tercera de la LOE (158)  preveía la adaptación del Reglamento de Expropiación Forzosa en un plazo de seis meses, este plazo ha sido con creces incumplido por el Gobierno. Hasta que se produzca el anunciado desarrollo reglamentario, los arts. 64 a 70 REF permanecen vigentes en tanto en cuanto no se opongan o resulten compatibles con lo establecido por la nueva redacción de los arts. 54 y 55 LEF (159) .

3.2.9.  La regulación del derecho de reversión en el anteproyecto de Ley de Expropiación Forzosa

La anunciada reforma de la LEF ha cristalizado, por el momento, en la elaboración de un anteproyecto de Ley de Expropiación Forzosa en 2002  (160) . Los artículos 81 y 82 del mismo, rubricados «derecho a la reversión de los bienes o derechos expropiados» y «restitución de la indemnización expropiatoria», respectivamente, establecen el régimen jurídico del derecho de retrocesión. Más allá de la incorporación de las rúbricas a los preceptos, el contenido de los mismos es exactamente idéntico a la actual redacción de los arts. 54 y 55 LEF. La razón de ello es que, habiendo sido la LEF objeto de reforma en este punto en el año 1999, no se ha estimado conveniente la introducción de nuevasmodificaciones. En palabras de la exposición de motivos,

«A diferencia del resto de la Ley de Expropiación Forzosa, que había sufrido escasas modificaciones en los últimos años, el instituto de la reversión ha sido objeto de una reciente revisión por el legislador a través de la disposición adicional quinta de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, sobre Ordenación de la Edificación, sin que parezca necesario realizar un esfuerzo de adecuación similar al que ha debido efectuarse a propósito de otros aspectos de la Ley».


La única novedad que en relación con la reversión expropiatoria establece el anteproyecto es que se excluye expresamente que, en los casos en que sea expropiada totalmente una finca a petición del expropiado cuando la expropiación implique sólo la necesidad de ocupación de una parte de una finca rústica o urbana, sea posible el ejercicio del derecho de reversión sobre la parte de la finca expropiada por voluntad del propietario (art. 94 anteproyecto). Por ello, a lo largo de este trabajo apenas haremos alusión a este anteproyecto, y cuando se haga esta referencia será con el fin de resaltar que su eventual tramitación puede ser una buena ocasión para mejorar aquellos aspectos de la regulación jurídica del derecho de reversión que nos parecen susceptibles de perfeccionamiento.






	 (1) 

	ROSSANO, M.: «La espropriazione...», op. cit., pág. 939. Éstas, recopiladas por el citado autor, ibídem, serían: a) la promulgada el 16-XI-1807, que atribuye a la Administración la competencia para emanar los tres actos fundamentales del procedimiento: la declaración de utilidad pública, la declaración de la expropiación, y la determinación de la indemnización; b) la promulgada el 8-III-1810, dirigida a una garantía más eficaz del derecho de propiedad, que afirmó el principio según el cual la expropiación debía tener lugar por la autoridad de justicia, esto es, atribuyó al Jefe de Estado el poder de declarar la utilidad pública de la obra y a la autoridad judicial el poder de controlar si la declaración había sido precedida de las formalidades prescritas y, en caso afirmativo, de pronunciar la expropiación y determinar la indemnización; c) las sucesivas de 30-III-1831 y de 7-VII-1833, que modifican la precedente por los inconvenientes que su aplicación había determinado; d) la del 3-V-1841, que divide el procedimiento en distintas fases: 1.ª la declaración de utilidad pública hecha por el poder legislativo para las grandes obras realizadas por el Estado, o la Administración para las obras menores realizadas por la provincia o el Ayuntamiento: 2.ª la designación de los inmuebles: 3.ª la transmisión de la propiedad: 4.ª la determinación de la indemnización: 5.ª el pago de la indemnización: 6.ª la reversión del bien si el mismo no hubiera recibido su destino.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	LACCHÈ, L.: L?espropriazione..., op. cit., pág. VIII.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
Así, en Bélgica se adoptó la Ley francesa de 1810, que fue modificada por Leyes posteriores (ROSSANO, M.: «La espropriazione...», op. cit., pág. 939).

Por su parte su influencia en Italia es también notable. El legislador italiano de 1865, a la hora de regular el derecho de reversión, sigue en gran parte el Derecho francés, existiendo plena identidad de locuciones y expresiones, como reconoce CARACCIOLOLAGROTTERIA, A.: «La retrocessione dei beni espropriati per causa di pubblica utilità», Annali della Facoltà di scienze politiche ed economia e comercio della Universtità degli Studi di Perugia, año 1961-1962, pág. 259.

Como veremos, la introducción en España del derecho de reversión en nuestra primera Ley de expropiación forzosa es influencia directa de la legislación francesa.

Finalmente, cabe comparar todo ello con la situación existente en Inglaterra. En aquel ordenamiento, como pone de manifiesto ROSSANO, M. («La espropriazione...», op. cit., pág. 939), si bien ninguna Constitución había proclamado la inviolabilidad de la propiedad, sin embargo ésta era considerada un derecho absoluto, pero expropiable por razones de seguridad pública o utilidad general; hasta el siglo XVII formaba parte de las atribuciones del Rey y fue ejercitado por el Priv Council: posteriormente, fue necesaria la autorización parlamentaria y el 8-V-1845 fue emanada la Ley general (Lands Clauses Consolidation Act) que suprimió la autorización parlamentaria y dictó normas generales para las expropiaciones necesarias para las obras públicas. Vid. DAVIES, K.: Law of Compulsory puchase and compensation, Croydon, Tolley, 1994, págs. 3 y ss.

Esta Ley de 1845 establece que los inmuebles «superfluos» deben ser ofrecidos en venta al antiguo propietario. En este sentido, hay que decir que el origen de esta obligación se sitúa en el siglo XIX, especialmente relacionada con el desarrollo de vías férreas. Vid. punto 3.2 del Informe del Deparment of the Environment, Transport and the Regions, The operation of the Crichel down rules.
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	Vid. infra, pág. 19.
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	LACCHÈ, L.: L?espropriazione..., op. cit., pág. 81.
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	LACCHÈ, L.: L?espropriazione..., op. cit., pág. 108.
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	En estos momentos se pone de manifiesto la dificultad de encontrar un punto de equilibrio entre los intereses del Estado y los intereses de los particulares, de tal manera que las sucesivas legislaciones alternan un exceso con otro. El precedente de esta Ley de 1810 es la Ley de 16 de septiembre de 1807, relative andessèhement des marais et á divers autres objects d?utilitè pubblique que no ofreció al interés particular algunas garantías. Frente a ello, la Ley de 1810 exageró las mismas, según se demuestra en el documentado trabajo de LACCHÈ, L.: L?espropriazione..., op. cit., págs. 84 y ss.
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	GISLAIN, G.: «L?expropriation...», op. cit., pág. 185.
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	MESTRE, J. L.: «L?expropriation...», op. cit., pág. 60.
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	LEVADE, A.: «Comentaire de l?avis du Conseil d?Etat du 16 avril 1957», en Y. GAUDEMET et. al.: Les grandes avis du Conseil d' Etat, Dalloz, 1997, pág. 80.
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	En efecto, en la citada Ley (Vid. Bulletin des lois de l?empire français, 4.ª serie, tomo duodécimo, agosto 1810, págs. 197 a 204) no existe referencia alguna a figura similar a la reversión.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Así, LEVADE, A. («Comentaire de l?avis...», op. cit., pág. 80).
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La justificación de la afirmación del derecho de reversión fue claramente explicada por el Comisario del Rey en estos términos:

«El Estado no ha adquirido el mismo título que un simple particular, él no ha podido convertirse en propietario más que bajo condición: los terrenos sólo le han sido vendidos por causa de utilidad pública. Si esta causa no se realiza, es justo que los propietarios desposeídos puedan, si lo quieren, recuperar el goce de los inmuebles que han cedido, y, en caso de que se niegue a volverlos a tomar a un precio equitativamente fijado, que la Administración pueda proceder a una venta pública».

Vid. LEVADE, A.: «Comentaire de l?avis...», op. cit., pág. 80.
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El art. 60 de la Ley de Expropiación de 3 de mayo de 1841, tenía el siguiente tenor: «Si los terrenos adquiridos para obras de utilidad pública no reciben este destino, los antiguos propietarios o sus causahabientes tienen derecho a pedir la reversión. El precio de los terrenos será fijado amigablemente, y si no hubiera acuerdo lo fijará el Jurado de la forma prescrita. La fijación por el Jurado no puede, en ningún caso, exceder de la suma mediante la cual han sido cedidos los terrenos».

Por su parte, el art. 61 establecía que «un anuncio publicado del modo indicado en el artículo 6 dará a conocer los terrenos que la Administración está en condiciones de revender. Dentro de los 3 meses de esta publicación, los antiguos propietarios que quieran readquirir la propiedad de estos terrenos deben declararlo: y dentro del mes de la fijación, ya sea amigable, ya judicial deben concertar el contrato de retroventa (rachat) y pagar el precio; todo bajo pena de caducidad (déchéance) del privilegio que les otorga el presente artículo».

Finalmente, según el art. 62 de la citada norma, las Disposiciones de los arts. 60 y 61 no son aplicables a los terrenos que hayan sido adquiridos por petición del propietario, en virtud del art. 50 y que queden disponibles después de la ejecución de los trabajos. El precepto hace referencia a los supuestos conocidos en nuestro Derecho como «expropiación total».

Un análisis completo de esta regulación se puede consultar en BOILLOT, A.: Du droit de préemption en matière d?expropriation pour cause d?utilité publique, Paris, 1888. Según el citado autor (ibídem, pág. 35) el derecho de reversión reposa sobre bases absolutamente racionales y así los dos tipos de intereses presentes en la expropiación, el interés de la propiedad privada y el público, representado por el expropiante, recibirían una protección igual y garantías necesarias, legítimas y eficaces.
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	Vid., en este sentido, BOILLOT, A.: Du droit de préemption..., op. cit., págs. 8 y 9, quien afirma que, pese a la ambigüedad de la Ley, este supuesto de reversión ha sido unánimemente consagrado tanto por la jurisprudencia administrativa como por la jurisprudencia civil.
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	BOILLOT, A.: Du droit de préemption..., op. cit., págs. 10 y 11. No obstante, como señala el citado autor, en estos supuestos la jurisprudencia se desarrolló de forma contradictoria.
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	BOILLOT, A.: Du droit de préemption..., op. cit., pág. 10, y jurisprudencia allí citada. No obstante, según AUBY, J. M. («Les fonctions de la rétrocession aux anciens propriétaires des inmeubles expropriés», Droit Administrif, Février, 1991, pág. 2), los Tribunales consideraron de una manera general y sin que esta solución se pudiese fundar en norma alguna que la Administración debía conservar durante un plazo de treinta años en el terreno expropiado la afectación prevista en la declaración de utilidad pública (el autor cita Sentencias de 1857 y 1884). En el mismo sentido, LEVADE, A.: «Comentaire de l?avis...», op. cit., págs. 81 y 82.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Ibídem.
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	LACCHÈ, L.: L?espropriazione..., op. cit., págs. 219 y 220.
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En efecto, el citado artículo 13 dispone que, cuando la insalubridad resulte de «causes extérieures et permanentes» o no pueda ser suprimida «que par des travaux d?ensemble» el Ayuntamiento puede adquirir la totalidad de las propiedades afectadas, vendiendo después en subasta las porciones no comprendidas en la operación de saneamiento, sin que los antiguos propietarios puedan entonces solicitar la reversión prevista en la Ley de 1841. Como pone de manifiesto HAROUEL, J. L. (Histoire de l?expropriation, Presses Universitaires de France, Paris, 2000, pág. 89), en los dos supuestos, un urbanismo higienista se combina con la prevención de no dejar a los antiguos propietarios beneficiarse de la plusvalía aportada por los trabajos.

En castellano, para consultar la evolución del Derecho urbanístico francés, vid. LORA-TAMAYOVALLVÉ, M.: Urbanismo de obra pública y derecho a urbanizar, Marcial Pons, Madrid, 2002, págs. 21 a 227.
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	MUÑOZMACHADO, S.: Expropiación y jurisdicción, Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1976, pág. 41.
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	Estos dos rasgos aparecen durante toda la trayectoria parlamentaria de la Ley, que por otro lado, fue bastante accidentada, ya que fue discutida en tres legislaturas (1834-1835, 1835-1836, 1836) y en las dos Cámaras (Estamento de Procuradores y Estamento de Próceres). Vid. el interesante artículo de MÍGUEZBEN, E.: «Antecedentes y elaboración...», op. cit., págs. 149 y ss. Sobre las imperfecciones de esta Ley, que durante su proceso de elaboración se achacan a la deficiente organización administrativa existente en España en ese momento, vid. BASSOLSCOMA, M.: Génesis y evolución del Derecho urbanístico español (1812-1956), Editorial Montecorvo, Madrid, 1973, pág. 72.
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	La composición de las Cortes se recoge en los artículos 3 y 14 del Estatuto Real de 1834, texto vigente a la sazón, como es sabido, que, como novedad, introduce el sistema bicameral en nuestro ordenamiento.
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	LACCHÈ, L.: L?espropriazione per..., op. cit. Este análisis está presente en toda la obra, especialmente en las págs. 299 y ss. Como justificación dogmática de esta sensibilidad hacia los intereses de los propietarios, se produce la afirmación de una concepción sagrada e individualista de la propiedad, pues el derecho de propiedad que se proclama en la Revolución francesa supondrá que el dominio sobre las cosas se transfiera de Dios al hombre, lo que se produce a través de dos ideas: el dominio humano se entiende como una participación del dominio divino y el hombre domina el mundo porque es diferente de este mundo y es una imagen de Dios. Vid. PARADAVÁZQUEZ, J. R.: «El artículo 33.3 de la Constitución y la crisis de la garantía expropiatoria», en S. MARTÍNRETORTILLO (coord.): Estudios sobre la Constitución en Homenaje al Prof. GARCÍA DE ENTERRÍA, tomo II, Civitas, Madrid, 1991, pág. 1273.
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	NIETO, A.: Los primeros pasos del Estado Constitucional, Ariel, Barcelona, 1996. Como se demuestra en este profundo estudio de las instituciones administrativas de la Regencia de María Cristina, todas las instituciones jurídico públicas de aquella época fueron creadas por y para la burguesía. En relación con el origen claramente burgués de nuestro Derecho administrativo, vid. SANTAMARÍAPASTOR, J. A.: Sobre la génesis del Derecho Administrativo español en el siglo XIX (1812-1845), Instituto García Oviedo, Universidad de Sevilla, 1973.
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	 (26) 

	Es preciso llamar la atención, como hace BASSOLSCOMA, M. (Génesis y evolución..., op. cit., pág. 70), sobre el acontecimiento de honda trascendencia constitucional que precede la Ley de Enajenación Forzosa: La Petición de los Estamentos sobre la Concesión de Derechos Fundamentales en la sesión del 28 de agosto de 1834. Entre las declaraciones de ésta figuraba la siguiente: «la propiedad es inviolable, y se prohíbe la confiscación de bienes; sin embargo, la propiedad está sujeta: [...] Segunda: A la obligación de ser cedida al Estado cuando lo exigiese algún objeto de utilidad pública, previa siempre la indemnización competente a juicio de hombre bueno». Vid. el texto completo de la petición en Diario de Sesiones de 28 de agosto de 1834. Recogido asimismo en TOMÁSVILLARROYA, J.: El sistema político del Estatuto Real (1834-1836), Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1968, págs. 539 y ss.
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	NIETO, A.: Los primeros pasos..., op. cit., pág. 560. Ello justificaría que, como señala el citado autor, pospuesta definitivamente la regulación de los demás derechos fundamentales, el legislador se ocupase enseguida de la Ley de expropiación forzosa por entender que tal materia no admitía espera.
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	Intervención del Secretario del Despacho de Gracia y Justicia en el Estamento de Procuradores, citado por MÍGUEZBEN, E.: «Antecedentes...», op. cit., pág. 160.
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	 (29) 

	Diario de Sesiones de Cortes. Estamento de Próceres. Legislatura de 1836. Sesión de 2 de enero de 1836.
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	 (30) 

	Diario de Sesiones de Cortes. Estamento de Próceres, Legislatura de 1836. Sesión de 15 de enero de 1836.
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	 (31) 

	En palabras de PÉREZMORENO, A. (La reversión..., op. cit., pág. 19), la Ley francesa «regula la reversión con fidelidad a la teología institucional y con una instrumentación técnico jurídica muy elogiable. Nuestra primera Ley de Expropiación, en cambio, contiene un ensamblaje rudimentario, escaso y con espíritu contradictorio con el fin de la reversión».
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	MÍGUEZBEN, E.: «Antecedentes...», op. cit., pág. 169.
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	 (33) 

	Como pone de manifiesto MÍGUEZBEN, E. («Antecedentes...», op. cit., pág. 169), el texto que fue aprobado finalmente es el del dictamen de una comisión mixta formada con igual número de Procuradores y de Próceres. La creación de esta comisión se debió a la disparidad existente en el articulado del proyecto aprobado en cada una de la Cámaras. Pues bien, en lo referente al derecho de tanteo que esta Ley reconoce al expropiado, su redacción no se vio alterada, de tal modo que ésta se debe al dictamen de la comisión de Próceres. Finalmente, el dictamen de la comisión mixta fue aprobado en el Estamento de Próceres sin discusión, y con cierta polémica en el de Procuradores.
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Diario de Sesiones de Cortes. Estamento de Procuradores. Legislatura de 1836. Sesión de 6 de mayo de 1836, pág. 306.

De acuerdo con ello, este Procurador propuso una nueva redacción al artículo 9 en la que se reconocía un verdadero derecho de reversión, con el siguiente tenor «en caso de no ejecutarse la obra que dio lugar a la expropiación, y que acomodase al expropiado recobrar su finca, quede la expropiación sin efecto, y el expropiado, sus hijos o herederos podrán volver a entrar en la posesión de su finca». A dicho artículo, además, habría de añadirse «un término fijo, pues los derechos de los hombres no han de ser indefinidos»
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	 (35) 

	
El Sr. Caballero replicó al Sr. Landero en los siguientes términos: «A pesar de que estoy perfectamente de acuerdo con las doctrinas que acaba de emitir el Sr. Landero, y de que quisiera se hubiera redactado este artículo en los términos que ha indicado S.S., he tomado la palabra en pro, porque me parece que no debimos desaprobarle. Es preciso que el Estamento considere si la ventaja que tendrá el artículo redactado en los términos que propone el Sr. Landero, equivaldría al perjuicio de que por esta legislatura nos quedemos sin una Ley que tanta falta hace [...]».

La intervención del Sr. Sosa abundaba en el mismo planteamiento: «Todos encontramos reflexiones que hacer sobre los artículos, si bien los que hemos callado hemos sacrificado nuestros conocimientos u opiniones porque se aproveche el tiempo, supuesto que esta Ley trae una ventaja conocida, y que estamos mejor con ella, aunque sea mala y defectuosa, que sin ninguna. Yo propondría que en el caso de no servir la finca para el objeto a que se destinó cuando fue desposeído el propietario, se devolviese a éste por el valor mismo que recibió por ella; pero habiendo oído lo urgente que es la existencia de la Ley, desde luego sacrifico mi opinión, no sólo porque al fin se ha de aprobar lo que se propone por razones que se han indicado, sino también porque, aunque esta Ley quede imperfecta, en la legislatura inmediata podrá proponerse una adicción a ella, y reformase o hacerse otra nueva [...]».
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	Diario de Sesiones de Cortes. Estamento de Procuradores. Legislatura de 1836. Sesión de 6 de mayo de 1836, pág. 306.
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	 (37) 

	No obstante, RODRÍGUEZMARTÍN, C. («Derecho de tanteo o retracto», Revista General de Legislación y Jurisprudencia, tomo 48, 1876, pág. 298), estimaba, curiosamente, que este artículo contenía un medio «de asegurar el verdadero valor de la indemnización hecha por la cosa que se expropió», además de una garantía de que ésta ha de ser destinada al objeto para el cual se hizo la expropiación.
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	Como reconoció el Real Decreto-Sentencia de 20 de abril de 1866 (MARTÍNEZALCUBILLA, M.: Diccionario de la Administración Española, tomo VI, 2.ª ed., Madrid, 1869, pág. 592) que constató que no tiene el expropiado el derecho de reversión de la finca expropiada, ni puede exigir que se consigne en la escritura, puesto que por la Ley sólo se le concede el de tanteo en el caso de no ejecutarse la obra, si el expropiado enajenase en todo o en parte la finca expropiada. En relación con ello, RODRÍGUEZMARTÍN, C. («Derecho de tanteo...», op. cit., pág. 298), sostuvo que no era preciso que este Real Decreto-Sentencia viniera a determinar la diferencia entre el derecho reconocido al expropiado por el art. 9 de la Ley 17 de julio de 1836 y el derecho de reversión «pues las palabras de la ley son explícitas» y es que, como señala el citado autor, lo que la Ley de Enajenación Forzosa concede al dueño expropiado «no es -derecho de reversión- sino el derecho de preferencia en igualdad de precio a cualquier otro comprador, es decir, el derecho de retracto, técnicamente hablando».
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	Como hemos dicho, la Ley se ocupa de la «enajenación forzosa» por motivos de utilidad pública. El artículo 2 establece que «se entiende por obras de utilidad pública las que tienen por objeto directo proporcionar al Estado en general, a una o más provincias o a uno o más pueblos cualesquiera usos o disfrutes de beneficio común, bien sean ejecutadas por cuenta del Estado, de las provincias o los pueblos, bien por compañías o empresas particulares autorizadas competentemente». La cursiva es nuestra.
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	Sobre la forma de ejercicio de este derecho vid. RODRÍGUEZMARTÍN, C.: «Derecho de tanteo...», op. cit., págs. 300 y ss.
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	PÉREZMORENO, A.: La reversión..., op. cit., págs. 17 y 18. En concreto, además de la ya citada presencia de un solo motivo que legitime la reversión -sólo procedería la reversión en el supuesto de la Administración o el beneficiario decidan disponer del bien-, el autor señala que el citado artículo «nada establece sobre la forma en que debe asegurarse al anterior propietario el conocimiento de la decisión del Gobierno, ni impone a éste la pertinente notificación», y que tampoco dispone nada «acerca del procedimiento, ni establece plazo referencial -inicial o de prescripción- para ejercitar el derecho».
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	En este sentido, las palabras del entonces Ministro de Fomento, D. Claudio Moyano, son muy expresivas: «Y estas reglas, Señora, son tanto más indispensables, cuanto más frecuente la necesidad en que se encuentra la Administración Pública de aprovecharse de la propiedad privada. Cuando la penuria del Estado no permitía dar gran desarrollo a las obras públicas, las Disposiciones de aquella Ley pasaban desapercibidas, y apenas se suscitó cuestión ninguna sobre su aplicación; pero hoy que las circunstancias han variado de un modo favorable; hoy que los caminos de todas clases multiplican las expropiaciones, y que la conciencia del derecho individual, así como el orden y la tranquilidad de que el país disfruta se robustecen y desarrollan con las luces y los intereses que fomentan, no puede prescindir el Ministro que suscribe de someter a la aprobación de V. M. las reglas más conducentes para asegurar la observancia de los preceptos de aquella Ley, que son tantas garantías del sagrado derecho de propiedad». La cursiva es nuestra.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	También valora esta regulación como una evolución en la configuración del derecho de reversión DECASTROVÍTORES, G. (Reversión expropiatoria. Una reflexión, en la perspectiva civilista, Tirant lo Blanc, Valencia, 2001, pág. 21, en nota). No obstante, en sentido contrario, PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., pág. 18), quien señala que la Ley de Parcelas hace una incorrecta mención al derecho de reversión, y GIMENOFELIÚ, J. M. (El derecho de reversión en la Ley de Expropiación Forzosa, 2.ª ed., Civitas, Madrid, 2003, pág. 61), quien, además, considera que la Ley de Parcelas incrementa las graves carencias técnicas de la Ley de 1836.
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	En concreto fue derogada por el Decreto 1022/1964, de 15 de abril, que aprobó la Ley del Patrimonio del Estado. La jurisprudencia no había considerado a la Ley de Parcelas implícitamente derogada por la LEF.
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	Vid. BASSOLSCOMA, M.: Génesis y evolución..., op. cit., págs. 118 y ss.
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	Por otro lado, cabe destacar, como hace COCAPAYERAS, M. (Tanteo y retracto, función social de la propiedad y competencia autonómica, Publicaciones del Real Colegio de España, Bolonia, 1988, pág. 124), que esta norma es un precedente del retracto de colindantes, que aparece en nuestro ordenamiento con la aprobación del Código Civil. La finalidad de retracto establecido en la Ley de Parcelas, resalta COCAPAYERAS, M. (Tanteo..., op. cit., pág. 126), era «la de reintegrar a la titularidad dominical privada, parcelas o pequeños terrenos que estando en mano pública no servían a los objetivos que justificaron esa titularidad estatal, y al hacerlo, el retracto de colindantes evitaba la excesiva fragmentación, la existencia de «retales» inútiles por su aprovechamiento económico, por su escasa extensión».
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	Así, en el régimen ordinario establecido por la Ley, la valoración de los solares se realizaría conforme a las Leyes de desamortización vigentes en aquel momento, pero teniendo en cuenta cuál fuera su valor después de agregadas al terreno con el que hayan de formar un solar ordinario edificable (art. 1). En este sentido, señala LORA-TAMAYOVALLVÉ, M. (Urbanismo de obra..., op. cit., págs. 231 y 232), que el procedimiento de reagrupamiento de terrenos o pequeñas parcelas insuficientes para formar solares obligaba al propietario colindante a pagar la plusvalía generada con la unión de estas fincas, ya que la norma establecía que se había de tener «muy especialmente en cuenta» el valor después de agregadas al terreno con el que hubieran de formar un solar ordinario edificable. No obstante, añade la citada autora, la Instrucción de desarrollo de 20 de marzo de 1865 facilitó la posible evasión del cumplimiento de este precepto, pues su art. 6 estableció la posibilidad de que el propietario colindante estuviese en desacuerdo con la valoración realizada mediante este sistema y permitía que los bienes saliesen a subasta, pero conservando el propietario colindante el derecho de tanteo, de tal forma que, quedando la subasta desierta y en caso de que el propietario colindante no hubiese aceptado la retasación efectuada por un tercer perito nombrado por el gobernador, la parcela se había de vender de acuerdo con las Leyes generales de desamortización, que en ningún momento tienen en cuenta este plusvalor que adquiriría el nuevo propietario del solar edificable.


	 Ver Texto 




	 (48) 

	BASSOLSCOMA, M.: Génesis y evolución..., op. cit., pág. 122.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	
La jurisprudencia posterior aclaró que el derecho de reversión es preferente al que en oposición al mismo pueda derivarse de la Ley de 17 de junio de 1864 a favor de las parcelas colindantes. SSTS de 9 de junio de 1933 y de 30 de mayo de 1962 (Pte.: Villanueva Gómez), según la cual, «dada la naturaleza jurídica de la expropiación forzosa, que más bien que limitar la propiedad sustrae la cosa a la propiedad privada mediante el pago de su valor, privando al expropiado de la cosa individual y específicamente considerada, y, por consiguiente, es con relación a éste una causa de extinción de la propiedad, ni que decir tiene que la base y el fundamento del derecho sobre esta materia están contenidos en el art. 349 del Código Civil [...] y, por esta causa, el derecho de reversión [...] no viene a ser más que una condición resolutoria creada por la Ley, impuesta previo el cumplimiento de los trámites y preceptos reglamentarios, y, en tal sentido, es indudable la preferencia del expropiado sobre las parcelas en disputa [...]».

En el mismo sentido, vid. la Sentencia de la Audiencia territorial de Pamplona de 5 de octubre de 1964 (Pte.: García Manzano). La solución a la que llega la citada Sentencia, que recoge la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la materia, es objeto de un interesante comentario crítico realizado por GONZÁLEZ-BERENGUERURRUTIA, J. L. («Parcelas sobrantes de vía pública y partes sobrantes de expropiación», RAP, núm. 47, 1965; en dicho trabajo se reproduce íntegramente la Sentencia de la Audiencia Territorial de Pamplona).
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	 (50) 

	
Así, el art. 17 de la Instrucción de 20 de marzo de 1865 establecía que para las «reivindicaciones» de terrenos a que se refiere el art. 4 de la Ley de Parcelas, procederá la instrucción del oportuno expediente, que se remitirá a la Dirección del ramo a fin de que la junta superior resuelva lo que corresponda.

No obstante, PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., pág. 18), y GIMENOFELIÚ, J. M. (El derecho..., op. cit., pág. 61), consideran que esta Ley hace un uso incorrecto del término reversión.
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	 (51) 

	
Según los artículos 1 y 2 de esta Ley:

Artículo 1. «Se declaran en estado de venta, con arreglo a las prescripciones de la presente Ley, y sin perjuicio de las cargas y servidumbres a que legítimamente estén sujetos, todos los predios rústicos y urbanos, censos y foros pertenecientes a:

Al Estado, al clero, a las órdenes militares de Santiago, Alcántara, Calatrava, Montesa y San Juan de Jerusalén; a cofradías, obras pías y santuarios; al secuestro del ex infante don Carlos, a los propios y comunes de los pueblos, a la beneficencia, a la instrucción pública y cualesquiera otros pertenecientes a manos muertas ya estén o no mandados vender por leyes anteriores».

Artículo 2. «Exceptúanse de lo dispuesto en el artículo anterior:

1.º Los edificios y fincas destinados a que el Gobierno destinare al servicio público.

2.º Los edificios que ocupan hoy los establecimientos de beneficencia e instrucción.

3.º El palacio o morada de cada uno de los M. RR. Arzobispos y RR. Obispos; y las rectorías o casas destinadas para habitación de los curas o párrocos, con los huertos o jardines a ellas anejos.

4.º Las huertas y jardines pertenecientes al instituto de las Escuelas Pías.

5.º Los bienes de capellanías eclesiásticas destinadas a la instrucción pública, durante la vida de sus actuales poseedores.

6.º Los montes o bosques cuyas venta no crea oportuna el Gobierno.

7.º Las minas de Almadén.

8.º Las salinas.

9.º Los terrenos que son hoy de aprovechamiento común, previa declaración de serlo, hecha por el Gobierno, oyendo al Ayuntamiento y Diputación provincial respectivos. [...]».



	 Ver Texto 




	 (52) 

	RODRÍGUEZMARTÍN, C.: «Derecho de tanteo...», op. cit., pág. 299.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	Entendido como el «derecho de quedarse con la finca expropiada por el precio de la expropiación». Vid. supra nota 92.
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	 (54) 

	RODRÍGUEZMARTÍN, C.: «Derecho de tanteo...», op. cit., pág. 299.


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Ibídem.
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	 (56) 

	
Es curioso el paralelismo que existe entre esta Disposición y la contenida en la Ley italiana de expropiación 1865, aprobada un año después y que ha estado en vigor, aún parcialmente, más de un siglo -concretamente hasta el año 2003-. En la hipótesis de sobrantes, es decir, en los casos en los cuales el inmueble expropiado, una vez ejecutada la obra que motivó la expropiación, no hubiese recibido, en todo o en parte, el destino que motivó la expropiación (en Derecho italiano, «retrocesión parcial»), el artículo 60, primer párrafo, reconocía el derecho a obtener la reversión a «los expropiados o sus causahabientes que mantuviesen la propiedad de los bienes de los cuales fue separado el inmueble expropiado». En este caso, sin embargo, sí se reconoce un derecho de reversión en su sentido técnico jurídico actual. La citada Disposición italiana fue interpretada en el sentido de que sólo estaban legitimados para solicitar la reversión de las partes sobrantes los expropiados que se encontrasen en condiciones de reunificar su propiedad, interpretación mantenida hasta la Sentencia del Consiglio di Stato, Sez. IV, 30 julio 1988, n. 672 (publicada en Consiglio di Stato, 1988, I, 830), que rectifica expresamente la doctrina jurisprudencial. La regulación actual (art. 46 a 48 del Decreto del Presidente de la República de 8 de junio de 2001, núm. 327) omite cualquier referencia a los causahabientes del expropiado. En cualquier caso, D?ALESSIO, F. («Diritto e competenza in materia di retrocessione di beni espropriati per causa di utilità pubblica», Rivista di Diritto Pubblico, núm. 2, 1914, págs. 409 y ss.), anticipó la interpretación que prevalece en los últimos años de aplicación de la Ley de 1865; la retrocesión es siempre ejercitable por el expropiado o sus causahabientes a título universal, aunque no fuesen propietarios de un bien colindante, a no ser que lo hubieran sido y hubieran enajenado esta propiedad, en cuyo caso el derecho de reversión corresponde al adquirente a título particular.

En nuestro Derecho, RODRÍGUEZMARTÍN, C. («Derecho de tanteo...», op. cit., pág. 291), puso de manifiesto que «la división de los elementos constituyentes del dominio completo, o sea la propiedad fraccionada, así como la indivisión o condominio, es contraria a los buenos principios económicos, porque sólo la propiedad plena o completa y la facultad de disponer cada uno de los suyo separadamente puede favorecer el cultivo, la producción y el mejoramiento de las fincas».
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	 (57) 

	HAROUEL, J. L. (Histoire..., op. cit., pág. 122), señala que la historia de la expropiación en Francia estuvo durante mucho tiempo marcada por la concurrencia de dos grandes modelos: un modelo administrativo, donde todo el procedimiento dependía de la autoridad político-administrativa y un modelo mixto, donde la autoridad judicial intervenía para la transferencia de la propiedad y la fijación de la indemnización. El primer modelo se impone progresivamente en detrimento del segundo en el Antiguo Régimen, y se encuentra consagrado por la Revolución después por las Leyes del año VIII y de 1807. En cambio, con la Ley de 1810, el segundo modelo triunfa de manera definitiva.
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	 (58) 

	Vid. el preámbulo de este Decreto en el que el entonces Ministro de Fomento, D. José Echegaray, auguraba a la norma dos o tres meses de vigencia. Asimismo, también se establecía que el carácter de urgencia de las Disposiciones es tal «que sin ellas, o sería preciso suspender todos los trabajos públicos, o al realizarlos por el procedimiento hasta hoy seguido, marchar fuera del círculo constitucional».
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	 (59) 

	Si bien el Decreto de 22 de abril de 1873 (Gaceta de 25 de abril) creó una Comisión encargada de formular un proyecto de Ley sobre enajenación forzosa de la propiedad por causa de utilidad pública, y de redactar el Reglamento para su aplicación.
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	 (60) 

	Como subraya MUÑOZMACHADO, S. (Expropiación y..., op. cit., págs. 104 y ss.), «la solución administrativizadora» no era evidente en la Constitución. En efecto, la Constitución de 1876, al hacer referencia a la «autoridad competente» dejaba abierta la posibilidad tanto de un procedimiento donde interviniese la autoridad judicial como de un procedimiento totalmente administrativizado.
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	 (61) 

	Vid. el preámbulo de este Real Decreto.
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	 (62) 

	BASSOLSCOMA, M.: Génesis y evolución..., op. cit., pág. 339.
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	 (63) 

	MUÑOZMACHADO, S.: Expropiación y..., op. cit., págs. 106 y ss. La Ley del Ensanche, que deroga a su predecesora, La Ley del Ensanche de 1864, es una norma de carácter urbanístico que declara obras de utilidad pública las de ensanche de las poblaciones, «en lo que se refiere a calles, plazas, mercados y paseos» (art. 1), y regula la tramitación de las operaciones de ensanche de poblaciones. Como pone de manifiesto MUÑOZMACHADO, S., en la obra y lugar citados, las novedades de esta Ley serían que, por una parte, permitirá los interdictos contra las actuaciones expropiatorias groseramente viciadas en cuanto a la forma o el procedimiento, y, por otra, cuestión de extraordinaria importancia, sólo admitirá reclamaciones contra lo actuado por la Administración una vez concluido el expediente.
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	 (64) 

	MELLADO, F. (Tratado elemental de Derecho administrativo, 2.ª ed., Tipografía de los Hijos de M. G. Hernández, Madrid, 1894, pág. 531), dedica en su Tratado palabras elogiosas a la Ley que ahora nos ocupa: «entendemos que la Ley de Expropiación es bastante perfecta, responde de modo bastante aceptable a su objeto, y sobre todo, entendemos que los intereses particulares, por los elementos que hemos examinado, están bastante garantidos, no pudiendo decirse que la Administración abuse de su facultad discrecional, pues aunque faltan algunos detalles, pueden ser fácilmente subsanados con pequeñas reformas de la Ley». Una lectura más crítica, que resalta las mejoras y deficiencias de esta Ley se puede leer en DE ALZOLA, P.: Expropiación forzosa. Examen del Proyecto de Ley presentado a las Cortes por el Excmo. Señor Ministro de Fomento don Eugenio Montero Ríos, Imprenta de Fortanet, Madrid, 1886, págs. 8 y ss. Como veremos, durante los primeros años de vigencia de la Ley de Expropiación se presentaron en las Cortes distintos proyectos de reforma de la misma, lo que pone en entredicho su perfección técnica.
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	 (65) 

	
El artículo 43 de la Ley de 1879 tenía el siguiente tenor:

«En caso de no ejecutarse la obra que hubiese exigido la expropiación, en el de que aun ejecutada resultare alguna parcela sobrante, así como en el de quedar las fincas sin aplicación por haberse terminado el objeto de la enajenación forzosa, el primitivo dueño podrá recobrar lo expropiado, devolviendo la suma que hubiere recibido o que proporcionalmente corresponda por la parcela, a menos que la porción aludida sea de las que sin ser indispensables para la obra fueron cedidas por conveniencia del propietario, con arreglo a la última prescripción del artículo 23.

Los dueños primitivos podrán ejercitar el derecho que les concede el párrafo anterior en el plazo de un mes, a contar desde el día en que la Administración les notifique la no ejecución o desaparición de la obra motivó la ocupación del todo o parte de las fincas que les fueron expropiadas; y pasado aquél sin pedir la reversión, se entenderá que el Estado puede disponer de la finca».
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	 (66) 

	
Así lo puso de manifiesto, TRAVER, V.: «La reforma del artículo 43 de la Ley de Expropiación Forzosa», Revista de Ciencias Jurídicas y Sociales, núm. 1, 1918, pág. 342.

En este sentido, ya hemos comprobado como bajo la legislación francesa del siglo XIX se entendió que no era necesaria una afectación eterna del bien al fin de la expropiación, y, mediante la interpretación de la norma, se establecieron límites temporales a estos efectos. Por su parte la Ley italiana de expropiación forzosa de 1865 sólo reconocía como supuestos de reversión los de inejecución de la obra o no establecimiento del servicio y el de sobrantes (vid. Cap. IV de este trabajo).
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	 (67) 

	
Según el proyecto (vid. Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura de 1877, ap. 32 al núm. 3):

«Art. 8. No ejecutándose la obra que dio lugar a la expropiación, y si el gobierno o el contratista resolviesen vender o transmitir en cualquier forma el todo o parte de la finca que se hubiese expropiado, el primitivo dueño será preferido en igualdad de precio a cualquier otro adquirente, siempre que lo utilice dentro de los quince días siguientes al anuncio de la subasta o otorgamiento de la escritura.

Si el antiguo dueño conserva el terreno colindante a la finca expropiada, o siguen poseyéndola sus herederos, gozarán aquél o éstos del derecho de reversión, reintegrando el precio de la enajenación forzosa, además del importe de las mejoras útiles o necesarias si con efecto las hubiere.

Art. 9. Lo expropiado no podrá destinarse a un objeto distinto del que motivó la expropiación, sin que el primitivo dueño renuncie al derecho que le concede el artículo anterior.

Art. 10. Lo prevenido en los artículos anteriores sólo tendrá lugar en defecto de lo convenido entre las partes».
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	 (68) 

	
El tenor del dictamen de la comisión era el siguiente (Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura de 1877, ap. 4 al núm. 42):

«Art. 45. En caso de no ejecutarse la obra que hubiese exigido la expropiación, o en el de que aun ejecutada resultase alguna parcela sobrante, el primitivo dueño podrá recuperar lo expropiado, devolviendo la suma que hubiese recibido de la Administración, o que proporcionalmente corresponda, a menos que la porción aludida sea de las que, sin ser indispensables para la obra, fueron cedidas por conveniencia del propietario, con arreglo a la última prescripción del art. 26.

En este caso, así como en el de quedar las fincas sin aplicación por haberse terminado el objeto de la expropiación, el primitivo dueño será preferido al rematante, si al concluir el remate personalmente o por medio de apoderado con poder especial, hace constar en ella su voluntad de adquirir la finca por el precio del remate.

Los dueños primitivos podrán ejercitar el derecho que les concede el primer párrafo de este artículo en el plazo de un mes, a contar desde el día en que la Administración les notifique que no ha sido necesario ocupar el todo o parte de las fincas que les fueron expropiadas, y pasado aquél sin pedir la reversión, se entenderá que el estado puede disponer de aquéllas en los términos que se acaban de expresar, o para otro objeto cualquiera de utilidad general.

Art. 46. Para los efectos de esta ley, se entiende parcela en las fincas urbanas toda porción sobrante por expropiación, mayor de tres metros que resulte insuficiente para edificar con arreglo a las ordenanzas municipales.

En las fincas rústicas, cuando sea de corta extensión y de difícil y costoso aprovechamiento, a juicio de peritos».



	 Ver Texto 




	 (69) 

	Vid. Dictamen de la Comisión. Diario de Sesiones de Cortes. Senado. Legislatura 1878, ap. 8 al núm. 101.


	 Ver Texto 




	 (70) 

	Para conocer la evolución histórica de las posibilidades de impugnación del acuerdo de necesidad de la ocupación es imprescindible el trabajo de MUÑOZMACHADO, S.: Expropiación y..., op. cit. Como dicho autor pone de manifiesto (pp. 39 y ss.) durante el siglo XIX se produce un proceso, que culminará con la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, mediante el cual las garantías jurisdiccionales de la expropiación irán decayendo hasta quedar únicamente referidas al debate sobre el justiprecio. Y es que las dos preocupaciones preponderantes en la época serán, por un lado, la de la Administración de agilizar su actividad y, por otro, la de los propietarios de obtener una satisfacción económica suficiente. Por ello, la revisión jurisdiccional del acuerdo de necesidad de la ocupación que, no beneficia, desde luego, a la Administración, pues supondría consentir entorpecimientos en la ejecución de obras públicas, pero tampoco de un modo evidente a los propietarios, preocupados principalmente por obtener un justo precio, perderá importancia.


	 Ver Texto 




	 (71) 

	Como vimos, cuando el proyecto de Ley pasa por la comisión del Congreso se amplía de forma ostensible el entendimiento del derecho de reversión. De modo paralelo, MUÑOZMACHADO, S. (Expropiación y..., op. cit., pág. 109), en relación a la Ley que estamos analizando constata que «el tema de las garantías jurisdiccionales y, en concreto, la impugnación del acuerdo de necesidad de ocupación permanecerá tal y como lo concibe el dictamen que la comisión nombrada en el Congreso formulara sobre la proposición de Danvila, que definitivamente sólo admitirá las reclamaciones en vía contenciosa que se formulen contra la Real Orden que termine el expediente, rompiendo así definitivamente con la tradición legislativa anterior de admitir impugnaciones separadas contra el acuerdo de la necesidad de ocupación».
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En efecto, habiéndose omitido -con la justificación de asegurar la celeridad en la construcción de obras públicas- la posibilidad de la impugnación separada del acuerdo de la necesidad de la ocupación, se optó por ampliar de un modo excesivo las posibilidades del derecho de reversión, pues era ya la única garantía que el ordenamiento preveía para evitar las expropiaciones de bienes con fines desviados que no respondieran a la necesidad efectiva de ser utilizados para servir a la causa expropiandi.

Es muy elocuente, en este sentido, el debate producido en el Senado durante la sesión de 13 de diciembre de 1878. Durante el mismo, el Marqués de Seoane reprocha al dictamen de la comisión haber suprimido la garantía de la vía contencioso-administrativa. A ello contesta el Sr. Paz:

«La única cosa que se ha suprimido es el derecho de reclamar contra la declaración de utilidad pública, porque se ha considerado siempre como materia puramente discrecional y se ha creído que había bastante garantía con todos los antecedentes y formalidades que reviste el expediente que se ha de instruir antes de que recaiga esa declaración, y se han evitado las cavilosidades, las malas posiciones que para detener una obra pública que interese grandemente al país opondrían ciertas gentes [...].

¿Sabe el Sr. Marqués de Seoane dónde está la garantía contra el abuso que teme S.S. [...] Pues está en el artículo que S.S. probablemente no ha visto, y es de suma importancia; artículo que cierra completamente las puertas a todas las especulaciones de las empresas, que muchas veces tomando el pretexto de la ejecución de una obra pública y apelando a las modificaciones de planos (como sabemos y conocemos todos los que hemos visto algo de cerca lo que ocurre), dejan a un lado un terreno y buscan otro, no para el servicio o ejecución del pensamiento que se proponen, sino para hacer una especulación particular. Pues eso está perfectamente remediado, además, en otros artículos de la Ley, en la que hemos consignado el principio de que siempre y cuando no se ejecute la obra pública, o desaparezca en cualquier tiempo el objeto de la expropiación, mediante la suma que haya recibido, pueda [el expropiado] recobrar la propiedad. Es decir, que el principio de propiedad, santo, sagrado, permanece incólume, fecundo en todas sus aplicaciones, en sus derechos en sus costumbres».

Ahora bien, no quedó satisfecho del todo el Marqués de Seoane con esta explicación, quien replicó que el medio universal al cual no podían escapar ningún agravio, ninguna injusticia, para todos los casos y eventualidades eran la intervención de los Tribunales y el Consejo de Estado en sus respectivos ámbitos competenciales.
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	 (73) 

	Intervención del Sr. Paz en el Senado. Diario de Sesiones de Cortes. Senado. Legislatura 1878, Sesión de 13 de diciembre de 1878, pág. 1886.
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	 (74) 

	En Derecho comparado que el precio de la reversión no podía ser superior al recibido en su día por el expropiado. En este sentido, el art. 60 de la Ley francesa de 1841, y, por influencia suya, el párrafo 3.º del art. 60 de la Ley de Expropiación italiana de 1865. Ello se justifica en el hecho de que en los supuestos de reversión, la expropiación se resuelve, y el propietario recupera la posesión de la cosa, como si nunca hubiese sido desposeído, por lo que se considera evidente que se produciría una injusticia si se le hiciera pagar un precio mayor al que había recibido. Vid. BOILLOT, A.: Du droit de préemption..., op. cit., pág. 28.
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Dispone el Real Decreto de 13 de junio de 1879:

«Artículo 72. En el caso de no ejecutarse la obra que hubiese exigido la expropiación, el Gobernador dará de ello conocimiento al dueño de la finca expropiada para que en el término marcado en el párrafo segundo del art. 43 de la ley manifieste si quiere recobrar la finca, devolviendo la suma que por ella se le hubiere abonado.

En caso afirmativo, se hará la devolución previa entrega de dicha cantidad en la Caja de la Administración económica de la provincia.

En caso negativo o en el de que transcurriese sin contestación el plazo señalado, el Estado podrá disponer de la propiedad como lo considere oportuno.

Artículo 73. De igual modo se procederá cuando resultare después de ejecutada la obra alguna parcela sobrante; entendiéndose por parcelas, para estos casos, las que se definen como tales en el art. 44 de la ley y teniendo en cuenta en su caso la excepción que se hace en el párrafo segundo del artículo 43.

Los mismos procedimientos se observarán cuando las fincas quedaren sin aplicación por haber terminado el objeto de la expropiación».
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	 (76) 

	Vid. artículo 72 del Reglamento, anteriormente transcrito.
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Primer párrafo del artículo 73 del Reglamento. El artículo 44 de la Ley, a que éste hace referencia, dispone que: «Para los efectos de esta ley se entiende parcela en las fincas urbanas toda porción sobrante por expropiación mayor de tres metros que resulte insuficiente para edificar con arreglo a las Ordenanzas municipales.

En las fincas rústicas, cuando sea de corta extensión y de difícil y costoso aprovechamiento, a juicio de peritos».
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	 (78) 

	Así, SSTS de 17 de junio de 1930 («Encauzamiento del río Segre») y de 9 de junio de 1933 («Parcela inedificable»), reconociendo esta última el derecho de reversión de expropiado respecto a la parcela sobrante al no ser «edificable por su forma, siquiera pudiera serlo por su extensión». Critica esta última Sentencia -si bien parece que existe un error en la referencia a la misma- GONZÁLEZ-BERENGUERURRUTIA, J. L.: «El supuesto derecho de reversión en las expropiaciones urbanísticas», RAP, núm. 41, 1963, pág. 144.
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	 (79) 

	En efecto, según la citada STS de 17 de junio de 1930, que, como señalamos, versaba sobre la existencia de sobrantes de las obras de encauzamiento del río Segre, «no sería justo, ni moral, ni equitativo, que el extraordinario aumento que los terrenos defendidos han de tener pase íntegro a los propietarios que ninguna riqueza han creado sobre ellos y cuyo dominio, si existe, en la parte de la ribera principalmente, es puramente nominal; siendo, por el contrario, perfectamente lógico que el Estado y las Corporaciones por él delegadas puedan obtener los beneficios que de sus obras se deducen, que podrán y deberán ser siempre aplicables a mejoras urbanas muy necesarias».
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En efecto, según el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa,

«Artículo 74: Reglas idénticas en todo lo posible, y en los demás casos análogos a las que se establecen para las obras de cargo del Estado en los artículos 61 y 73 de este reglamento se aplicarán al pago y toma de posesión de los inmuebles cuando se trate de obras de cargo de las Diputaciones y Ayuntamientos, sin perjuicio de observar los procedimientos que prefija la legislación vigente sobre la Contabilidad provincial y municipal.

Artículo 75: Son asimismo aplicables los expresados artículos del 61 al 73 a las obras que se ejecuten por concesión, teniendo en cuenta las modificaciones que hubieren de introducirse, por ser el concesionario el que ha de verificar los pagos y el que ha de ocupar las fincas expropiadas, subrogándose a la Administración en todos los deberes y obligaciones que a la misma corresponden».
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	 (81) 

	Recordemos que el Sr. Paz, en nombre la Comisión que redacta la que será versión definitiva del art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa, en la sesión del Congreso de 13 de diciembre de 1878, destaca que se ha «consignado el principio de que siempre y cuando no se ejecute la obra pública, o desaparezca en cualquier tiempo el objeto de la expropiación» pueda el expropiado recuperar la propiedad. La cursiva es nuestra.
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	 (82) 

	DE ALZOLA, P.: La expropiación..., op. cit., pág. 46.
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	 (83) 

	Así, GONZÁLEZ-BERENGUERURRUTIA, J. L.: «El supuesto derecho...», op. cit.
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	 (84) 

	Sobre el nacimiento y evolución de nuestro Derecho urbanístico, vid. el documentado estudio de BASSOLSCOMA, M.: Génesis y evolución del Derecho urbanístico español, citado en repetidas ocasiones a lo largo de este trabajo.
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	Como señala BASSOLSCOMA, M. [«Las expropiaciones urbanísticas y el régimen de la venta forzosa» en A. RENTERÍAAROCENA (dir.): Urbanismo: función pública y de protección de los derechos individuales, Civitas, Madrid, 1998, pág. 257], la expropiación forzosa ha desempeñado un papel clave en el origen y afirmación del Derecho urbanístico, pues nuestras primeras Leyes de Urbanismo del siglo XIX no eran en el fondo otra cosa que Leyes especiales de expropiación forzosa para la ejecución de la obra pública urbanizadora en sus distintas modalidades.
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	Destaca LORA-TAMAYOVALLVÉ, M. (Urbanismo de obra pública..., op. cit., pág. 364), que esta Ley establece un sistema en el que la urbanización de las obras del ensanche era llevada a efecto por los propietarios del suelo y en ella se comienza a articular un sistema de cesiones voluntarias de los terrenos necesarios para la obtención de las vías, de tal forma que el propietario cede parte del suelo, no todo, necesario para la realización de la calle a cambio de su urbanización por parte de la Administración, con la consecuente obtención directa de las plusvalías generadas por la obra urbanizadora por parte de los propietarios colindantes. En caso de que el terreno no fuera cedido en su totalidad, la parte restante era expropiada teniendo en cuenta la plusvalía resultante de la obra urbanizadora o bien cedía todos los terrenos y costeaba la urbanización quedando exento del pago extraordinario de la contribución territorial. Además, añade la citada autora, ibídem, la fijación de los valores a efectos expropiatorios era determinada por las Juntas de Ensanche en las que la representación de la propiedad fundaria era mayoritaria, contribuyendo de esta forma a elevar los justiprecios y encarecer la financiación de la obra urbanizadora.
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	La Ley del Ensanche de 22 de diciembre de 1876 recoge expresamente tres modos de obtener los espacios públicos necesarios para la realización de las obras del ensanche: un primer modo que consiste en ceder, si alcanza, la quinta parte del solar a que ha de tener fachada el terreno; un segundo -que se basa en la apertura de una calle, plaza o paseo por el Ayuntamiento- confiere a éste el derecho a expropiar la totalidad de la finca o fincas que tengan fachada sobre la nueva vía cuyos dueños se nieguen a ceder la quinta parte para el servicio público o pagar su precio (art. 15) y un tercero, en el que las empresas o particulares pueden ceder y costear las obras de urbanización, con el beneficio de la exención del aumento extraordinario y ordinario de la contribución territorial. Vid. LORA-TAMAYOVALLVÉ, M.: Urbanismo de obra..., op. cit., págs. 310 y 311.
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La sección 5.ª de la Ley regula las expropiaciones necesarias para la mejora, saneamiento y ensanche interior de las poblaciones «que reúnan por lo menos 50.000 almas» (art. 46). La novedad de la Ley es que no sólo sujeta a expropiación forzosa a las fincas que ocupen el terreno indispensable para la vía pública, sino también las que todo o en parte estén emplazadas dentro de las dos zonas laterales y paralelas a dicha vía, no pudiendo sin embargo exceder de 20 metros el fondo o latitud de las mencionadas zonas laterales.

Por otra parte, se reconoce la capacidad de expropiar aquellos terrenos necesarios para la regularización de manzanas que impliquen la desaparición de un patio, calle o trozo de calle (art. 48).
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En definitiva, la norma preveía que las obras de saneamiento y reforma interior podrían llevarse a cabo ya sea directamente por el Ayuntamiento, en cuyo caso podría realizar un contrata sobre las mismas -siendo de cuenta del Ayuntamiento las expropiaciones y los gastos de las mismas quedando, una vez finalizadas, con la titularidad de los solares resultantes que venderá en pública subasta- o bien podrá realizarlas por medio del otorgamiento de concesiones particulares o empresas debidamente organizadas, en cuyo caso el concesionario se subrogaba en los derechos y deberes de la Administración, llevando a cabo las expropiaciones y vendiendo libremente los solares resultantes de la obra de regularización y reforma.

En cualquier caso, como subraya LORA-TAMAYOVALLVÉ, M. (Urbanismo de obra pública..., op. cit., pág. 364), el valor del terreno que debiera ser expropiado se fija en el momento anterior a la aprobación del proyecto (art. 49) de tal forma que el expropiado no se beneficia de las expectativas de revalorización creadas por el Plan de Ensanche o de reforma interior, y al mismo tiempo se obliga a los adjudicatarios de los solares resultantes que se venden mediante pública subasta a edificar en un determinado plazo bajo amenaza de expropiación. Además, resalta la citada autora, las valoraciones de los terrenos eran llevadas a cabo mediante el sistema del tercer perito en el que la falta de acuerdo entre la valoración de la Administración y del expropiado ésta sería decidida por el Juez civil, garantizándose la objetividad en la estimación del valor de los terrenos.
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Según establecía el art. 106 del citado Reglamento:

«Es aplicable lo dispuesto en el art. 73 de este reglamento a las parcelas que resultaren sobrantes después de ejecutada la obra de reforma interior de una población, con arreglo al proyecto aprobado, y después de vendidos en su caso los solares a que se refiere el art. 92, así como los que hubieran revertido a la Corporación municipal por falta del concesionario o de los propietarios a las condiciones de edificación, según lo prescrito en el párrafo tercero del art. 99.

Las parcelas que quedasen de propiedad del Ayuntamiento por no haber sido adquiridas por los propietarios correspondientes, podrán enajenarse con arreglo a lo prevenido en la ley de 17 de junio de 1864. Si la obra se hubiere ejecutado por concesión, el concesionario, como dueño de las parcelas, podrá enajenarlas libremente; pero siempre con las condiciones que se le fijen para que en ningún caso queden por largo tiempo sin la edificación que proceda con arreglo al proyecto. La falta de cumplimiento de estas condiciones, que serán improrrogables, llevarán siempre consigo la reversión de solar o parcela a poder del Ayuntamiento, con pérdida de su valor por parte de su dueño».
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Por su parte, el citado párrafo tercero del art. 99 disponía que

«en la época marcada en las condiciones de la concesión se procederá por el concesionario o por los particulares a quienes hayan cedido los solares a levantar los nuevos edificios; en la inteligencia de que todo solar en que no se hubiese edificado dentro del plazo improrrogable, fijado al efecto en las referidas condiciones, revertirá al Ayuntamiento con pérdida por parte del concesionario y en su caso del propietario adquirente de las cantidades que por él haya abonado».

Haciendo salvedad de lo que diremos a continuación en relación con la vigencia de las normas que suprimieron la reversión en este ámbito, hay que citar el artículo 23 de la Ley 8/1975 de 12 de marzo, de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional. Este precepto, en el caso de expropiación de ciertos bienes de extranjeros, excluye la reversión.
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En efecto, el Decreto de 23 de diciembre de 1955 por el que se determinan las Disposiciones sobre expropiación forzosa que deben estimarse vigentes con arreglo a la Disposición Final tercera de la Ley de 16 de diciembre de 1954 (BOE núm. 17, de 17 de enero de 1956), dispone en su artículo tercero que (la cursiva es nuestra)

«hasta tanto se publiquen los Reglamentos a que se refieren los artículos 100 y 107 de la Ley de diciembre de 1954, se declaran subsistentes con la categoría de normas reglamentarias y en todo aquello que no se oponga a los preceptos de la Ley citada, las disposiciones que ahora han regido la expropiación forzosa en los Ministerios del Ejército, Marina y Aire, tanto en tiempo de paz como de guerra, en zonas polémicas, de costas, fronteras y seguridad, y las que regulan las requisiciones».

El Reglamento a que se refiere la Ley de Expropiación Forzosa es el Real Decreto 689/1978, de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional, en cuya Disposición Final tercera declara vigente la legislación existente en materia de expropiación forzosa. La cuestión es determinar qué alcance tiene «todo aquello que no se oponga a los preceptos de la Ley citada». Una ya clásica Sentencia de 30 de noviembre de 1965 (Pte.: Becerril y Antón-Miralles, «Isla de Cabrera», cdo. 7), interpretó que la expropiación por razones de defensa nacional no estaría sujeta a reversión. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZRODRÍGUEZ, T. R. (Curso de Derecho administrativo, tomo II, 8.ª ed., Civitas, Madrid, 2002, pág. 327), sostienen que esta afirmación «no tiene sentido». Para FERNÁNDEZ-PIÑEYRO y HERNÁNDEZ, E. (Régimen jurídico de los bienes inmuebles militares, Marcial Pons, Madrid, 1995, pág. 353), la legislación especial contenida en los Reglamentos citados sólo subsiste en materia de procedimiento o en aquellos aspectos sustantivos en los que hay coincidencia entre ambos. En el mismo sentido, RODRÍGUEZMORO, N.: «La reversión de bienes expropiados por razón de seguridad nacional en costas y fronteras», Revista de Estudios de la Vida Local, núm. 146, 1966, cuyo trabajo constituye un comentario crítico de la Sentencia 30 de noviembre de 1965. En contra de lo dispuesto por la STS de 30 de noviembre de 1965, vid. las SSTS de 13 de noviembre de 1971 (Pte.: Cruz Cuenca, «Antigua Batería de la Caleta») y de 16 de mayo de 1972 (Pte.: González García, «Batería de Mallorca»).
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Tal y como pone de manifiesto BASSOLSCOMA, M. (Génesis y evolución..., op. cit., pág. 348), la Ley de 1879 presentaba lagunas importantes y, consecuentemente, en los primeros años de vigencia se pensó que era una norma de transición destinada a ser mejorada. De este modo, se presentaron a las Cortes los siguientes proyectos: Proyecto de Ley sobre reforma de la Ley vigente de expropiación forzosa por causa de utilidad pública de Montero Ríos de 1886 ( Diario de Sesiones de Cortes. Senado, Legislatura 1886, ap. 2 al núm. 32); Proyecto de Ley de expropiación por causa de utilidad pública de Santos de Isasa de 1891(Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1891, ap. 2 al núm. 94); Proposición de Ley del Conde de Estradas sobre expropiación forzosa por causa de utilidad pública de 1892 (Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1891, ap. 5 al núm. 223).

En lo que refiere a la regulación que estos proyectos proponen del derecho de reversión, cabe destacar las siguientes notas: El proyecto de Montero Ríos contiene alguna matización de relieve en lo relativo a la concreción de la causa de desafectación (destrucción de la obra sin construirse después) y el cálculo de la indemnización reversional. Según el art. 74 del citado proyecto;

«Cuando deje de ejecutarse la obra que hubiere sido objeto de expropiación forzosa, o cuando una vez construida se hubiere destruido sin repararse después, o cuando después de la construcción resultase sobrante en todo o en parte de alguna de las fincas o derechos reales expropiados, el dueño o poseedor que hubiera sido de la finca o derecho real, o sus causahabientes, si ya no fuere aquélla necesaria por cualquiera de las tres indicadas causas para la obra pública que había dado motivo a la expropiación, podrá recuperarla, si le conviene, devolviendo al expropiante las cantidades que aquél hubiere satisfecho al hacerse la expropiación como precio de la finca o derecho real, e importe de perjuicios y mejoras. El expropiante tendrá obligación de descontar de dichas cantidades el importe, previa tasación, de los desperfectos que la finca o derecho real devueltos hubiesen tenido desde la expropiación.»

Art. 75. «El expropiado conservará el derecho a recuperar la finca o el derecho real durante 3 meses después que aquéllos hubieren dejado de ser necesarios para la obra o empresa por alguna de las tres causas mencionadas en el artículo anterior.

Este término comenzará a correr desde que el expropiante o su causahabiente hubiese hecho saber al expropiado o al suyo, por cualquier medio fidedigno, no ser ya necesaria la finca o derecho real para la obra pública que había dado motivo a la expropiación».

Por su parte, los arts. 26 y 27 del Proyecto de Ley de Santos de Isasa no contienen variaciones de interés respecto de los arts. 43 y 44 de la Ley de 1879. En cambio, el Proyecto del Conde de Estradas seguía prácticamente en su totalidad los planteamientos del proyecto de Montero Ríos, con dos precisiones: el art. 64 del proyecto señalaba que el expropiado podía hacer uso del derecho de reversión sin necesidad de notificación o aviso especial, desde el momento que por cualquier circunstancia conociese que el inmueble no era necesario para la ejecución o complemento de la obra proyectada; el art. 65 disponía que en el caso de que el propietario no usare de su derecho en el plazo y forma que se indicaban, se entenderá que renuncia, consolidándose la propiedad del inmueble en el expropiante, que podrá disponer de él libremente.
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El nuevo artículo 43 tendrá el siguiente tenor:

«En caso de no ejecutarse la obra que hubiere exigido la expropiación, en el de que aun ejecutada resultase alguna parcela sobrante, así como en el de quedar las fincas sin aplicación por haberse terminado el objeto de la enajenación forzosa, el primitivo dueño o sus causahabientes podrán recobrar lo expropiado, abonando su importe mediante justiprecio practicado en la misma forma prevista en la sección tercera. Este justiprecio se referirá al valor que tenga la finca en el momento en que se solicite su reincorporación.

Los dueños primitivos podrán ejercitar el derecho que les concede el párrafo anterior en el plazo de un mes, a contar desde el día en que la Administración les notifique la no ejecución, terminación o desaparición de la obra que motivó la ocupación del todo o parte de las fincas que les fueron expropiadas, y cuando tal notificación se intentare y se declarase desierta por resolución administrativa dentro del plazo de un mes, a contar desde la segunda publicación en el Boletín Oficial de la Provincia del antedicho acuerdo.

Pasado cualquiera de dichos plazos sin que se pida la reversión el propietario de la finca por título de enajenación forzosa, podrá disponer libremente de la misma. Transcurridos treinta años desde la fecha en que el expropiante tomó posesión de la finca, siempre que dentro de él hubiere quedado terminada la obra, cesará el derecho que concede este artículo para recobrar la totalidad o parte de lo expropiado al primitivo dueño y a sus causahabientes. Si antes de los treinta años quedase la obra inejecutada o el terreno sobrante, la Administración impondrá al expropiante o hará por sí cuando lo fuere el requerimiento a que se refiere el segundo párrafo de este artículo.

Para las fincas expropiadas con anterioridad a la promulgación de la presente Ley, este plazo comenzará a contarse desde la fecha misma de la promulgación».
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	Así, cuando durante la tramitación del proyecto de Ley de reforma del art. 43 un diputado pregunta cuál es la finalidad del mismo, el Sr. Cambó contesta con rotundidad que «la finalidad de la Ley es suprimir de la legislación española un precepto que yo considero bochornoso para nuestra legislación, que más que un derecho civil, parece la consagración de un derecho feudal» (Diario de Sesiones. Congreso de los Diputados, Legislatura de 1918-1919, Sesión de 3 de julio de 1918, pág. 2164).
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	Como se puede comprobar por los ejemplos que hemos traído a colación -que en un momento u otro afloran durante el debate parlamentario de la Ley Cambó-, la hipótesis de reversión más problemática era la de desafectación. Por ello, cabe llamar la atención sobre el hecho de que en el proyecto de reforma de la Ley de Expropiación Forzosa de Montero Ríos (1886) y en la proposición de Ley sobre Expropiación del Conde de Estradas (1892) se sustituye el supuesto de quedar las fincas sin aplicación por el de destrucción de la obra sin repararse después. Vid. nota. 147.
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	Una prueba más de la estrecha relación entre las posibilidades de impugnabilidad del acuerdo de necesidad de ocupación y el derecho de reversión nos lo ofrece el debate parlamentario de la Ley Cambó. Así, el Sr. Alcalá-Zamora (Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1918-1919, Sesión de 9 de julio de 1918, pág. 2359) sostendrá que: «hoy, mientras subsista el artículo 43, tal como está redactado, el período en que se examina la necesidad de la ocupación del inmueble [...] sirve tan sólo para alargar el expediente, en un país donde los expedientes, por desgracia, duran y tardan en resolverse mucho más tiempo que el necesario [...]. Si votamos el artículo 43, tal y como la Comisión lo propone, el período de necesidad de ocupación del inmueble, cuando se discuta, pasará a ser un período interesantísimo. Habrá necesidad de mirar los expedientes por el canto y de leer entre líneas, porque se pueden dar grandes abusos, que sólo en este período habrá medios de evitar, medios muy relativos y circunstanciales».
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Resulta llamativo que, en opinión de este Diputado, la reversión sea una garantía más incisiva que el control de necesidad de la ocupación.

Vid. TRAVER, V. («La reforma...», op. cit., pág. 344), según el cual «lo que no podía admitirse era aquel derecho con la extensión y en la forma que le daba el primitivo artículo 43 de la Ley de 1879; de tal modo repugnaba a las nuevas ideas, que ni una voz se ha alzado para combatir la reforma en su fundamental principio, siquiera se hayan discutido la oportunidad del momento o los detalles de reglamentación». Por su parte, MARTÍNRETORTILLO, C. (ÁLVAREZGENDÍN, S.: Expropiación forzosa, su concepto jurídico, seguido de MARTÍNRETORTILLO, C.: Algo sobre la expropiación forzosa. Nuevas orientaciones, Editorial Reus, Madrid, 1928, pág. 235), nos habla de que la reforma pone fin a un «privilegio mayestático», mientras encuentra difícil explicación a la «longevidad de preceptos tan poco equitativos, en el que tuvo protección exclusiva el propietario omitiendo intereses merecedores de la misma tutela». Finalmente, ISÁBAL, M. («Retracto administrativo», Enciclopedia Jurídica Seix, s.f., t. XXVII, pág. 495), considera que «no puede menos de estimarse que la reforma del art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa [...] está ajustada a los principios de Derecho».
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	Según el preámbulo del proyecto de Ley, el artículo 43 «prescinde en absoluto del tiempo que pueda transcurrir entre la fecha de la expropiación y la del nacimiento del derecho de recuperar. Al legislador de 1879, por inadvertencia u olvido u error notorio, le es indiferente que entre una y otra fecha medie un año, una década o un siglo; sea cual fuere el plazo transcurrido, al cabo de él ofrece al primitivo dueño el derecho que el citado artículo le conserva incólume como un regalo, que de tal puede reputarse un derecho tan eventual y aleatorio que jamás se inventarió, que se sepa, en el activo de un patrimonio, ni aun como esperanza».
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	Vid. Cap. V de este trabajo.
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ÁLVAREZGENDÍN, S.: Expropiación forzosa, su concepto jurídico, seguido de MARTÍNRETORTILLO, C.: Algo sobre..., op. cit., pág. 137. En palabras del preámbulo del proyecto de Ley,

«no hay sino volver los ojos al art. 9 ley de 17 de Julio de 1863, que establecía que el dueño primitivo sería preferido a todo comprador, en igualdad de condiciones de precio, para buscar un sistema que inspirándose en análogos principios de sana economía y de pública conveniencia, refiere el importe que deberá satisfacer en su caso el que percibió la indemnización, no a la cuantía de ésta, sino al valor real de la cosa en el momento de ser recuperada».

Como ya puso de manifiesto PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., pág. 28, en nota), el año «1863», sufre una errata seguramente, pues debe hacer referencia a la Ley de Enajenación Forzosa, que, como hemos visto, es 1836.

Finalmente, cabe destacar que es en esta época cuando en el Derecho comparado desaparecieron las limitaciones a la fijación del precio de la reversión. Así, en Italia, el R.D.L. de 11 de marzo de 1923 suprimió el párrafo de la Ley de Expropiación Forzosa de 1865 que establecía que el precio de la reversión no podía exceder a la cuantía de la indemnización recibida por el expropiado.
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	En concreto, se trata de las Sentencias del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 1887 y la de 31 de mayo de 1892, citadas por TRAVER, V., en «La reforma...», op. cit., pág. 343.
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	Vid. el Diario de Sesiones del Congreso del día 3 de julio de 1918.
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	Vid. PÉREZMORENO, A.: La reversión..., op. cit., págs. 37 y ss., para quien este precepto encierra una «contradicción básica insuperable».
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	En el proyecto remitido por el Gobierno el «plazo de prescripción» previsto es de treinta años. No obstante, durante su tramitación en el Senado éste se reduce a diez años. Finalmente, cuando el texto vuelve al Congreso, la Comisión integra en el Dictamen una enmienda del Sr. Alcalá-Zamora, que vuelve a fijar el «plazo de prescripción» del derecho de reversión en treinta años.
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	En especial, el Sr. Gasset, quien señala que «si en estos diez años no se ha concluido la obra [hace referencia al plazo contenido en el texto remitido por el Senado], cesa el derecho del expropiado. ¿Pasa este derecho al expropiante? Pasados diez años, aunque todavía no se sepa si hay sobrante, porque no se ha ultimado la obra ¿pierde su derecho el expropiado? Yo creo que cuando esto ocurra, el plazo debe contar desde que la obra estuviese concluida». Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1918-1919, pág. 2213. En el mismo sentido de apuntar la necesidad de discriminar entre los supuestos inejecución de la obra y sobrantes por un lado y de desafectación por otro, vid. la larga intervención del Sr. Alcalá-Zamora contenida en el Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1918-1919, núm. 72. En especial, vid. pág. 2361 donde señala que el art. 43 de la Ley de 1879 no vulnera las reglas de prescripción de las acciones, pues si la prescripción de las acciones se cuenta desde que pudieron ejercitarse (art. 1.969 CC) y el derecho de reversión no se puede ejercitar hasta que el expropiante notifique que no se va a ejecutar la obra o que se ha producido un sobrante, lejos de tener el derecho de reversión un plazo excepcional por largo, sólo tendría un mes de duración.
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	Vid. Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Legislatura 1918-1919, pág. 2409. La citada enmienda está contenida en el Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados, 1918-1919, ap. 19 al núm. 72.
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Esto significaba que, por ejemplo, en los supuestos de desafectación, el derecho de reversión no se extinguía por el mero transcurso del plazo de treinta años desde la toma de posesión del bien, sino que el plazo de treinta años necesario para la extinción del derecho tenía que transcurrir una vez se había producido la desafectación.

En cualquier caso, la interpretación del precepto resultó problemática. La STS de 30 de junio 1958 (Pte.: Cordero de Torres, «Isleta de Gran Canaria») consideró que el plazo de treinta años era de afectación del bien expropiado y, así, estimó procedente el derecho de reversión, en un supuesto en el que la expropiación se había producido en 1897 -aunque, el plazo de treinta años comienza a computarse desde la promulgación de la Ley Cambó, según el régimen transitorio en ella dispuesto-, la desafectación mediante un Decreto de 1947 y la solicitud de reversión en 1952. El derecho no ha prescrito, según la Sentencia, porque, en la fecha de producción de la desafectación -no así a la fecha de solicitud de la reversión- no habían transcurrido treinta años desde la toma de posesión. Así, según dicha Sentencia,

«en cuanto hace al plazo de treinta años para la operación de la prescripción extintiva, al proceder a su cómputo, hay que recordar lo taxativamente prescrito por la Ley de 24 de julio de 1918, reformadora del art. 43 de la Ley de 1879 al añadirle dicho plazo; es decir, que "para las fincas expropiadas con anterioridad a la promulgación de la presente Ley, este plazo empezará a contarse desde la fecha de la misma promulgación"; y apareciendo la citada en la "Gaceta de Madrid" del 28 de julio de 1918, al concretarse y decretarse la cesión faltaban más de seis meses para el transcurso del tiempo necesario a la extinción del derecho reversional».
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	Así, según la STS de 16 de mayo de 1972 (Pte.: González García, «Batería Militar de Mallorca») «es innegable que ese art. 43 dispone el transcurso de treinta años desde que el expropiante tomó posesión de la finca o desde la promulgación de la Ley de 1918, si la expropiación se efectúo con anterioridad, significará la cesación del derecho de recobro del inmueble que el párr. 1.º autoriza en la hipótesis de no ejecutarse la obra, de sobrar una parcela o de concluir el objeto de la enajenación forzosa; pero conviene subrayar toda vez que el extremo acusa suma trascendencia, que tal prescripción se condiciona a que el objetivo expropiatorio subsista, y en el presente caso [...] a partir de 1903 dejó de utilizarse la batería, al ser desmontada, y empezó a incumplirse, consiguientemente, el fin a que obedeció la expropiación, lo cual imponía, a tenor de los dos primeros párrafos de la norma que se comenta, la oportuna notificación para que los propietarios ejercitasen, al haberlos desafectado, la readquisición de los terrenos dentro del plazo del mes, con abono del justiprecio correspondiente; y estas omisiones y anomalías, que vician el cómputo de los treinta años y a las que han sido ajenos los interesados, impide traducirlas en su perjuicio». De un modo similar la STS de 20 de febrero de 1978 (Pte.: Carretero Pérez, «Ferrocarriles Vascongados») afirma que la «Ley de 1918, al disponer que, transcurridos 30 años desde la fecha en que el beneficiario tomó posesión de la finca, siempre que en él se hubiese terminado la obra, usaría el derecho de reversión, no puede interpretarse en el sentido de que bastaba que el adquirente por expropiación hubiese poseído la finca durante ese plazo y en él se hubiese realizado la obra que constituyó la causa de la expropiación, porque dicho precepto debe entenderse en relación con lo que a continuación establecía el citado art. 43, que especificaba, que si antes de los 30 años quedase inejecutada la obra, o el terreno sobrante, la Administración, debía imponer al expropiante, que notificase la desafectación, norma que tiene su fundamento en el art. 1969 del Código Civil, puesto que en ese momento nace la acción del interesado, al conocer la desafectación». Esta última Sentencia, no obstante, considera que el plazo fijado es de caducidad.
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	Pone de manifiesto TRAVER, V. (El derecho de retracto en la Ley de Expropiación Forzosa. A propósito de una reforma legislativa, Fortanet, Madrid, 1919, págs. 93 y ss.), que así como fija la Ley el criterio transitorio con relación a uno de sus extremos -la determinación del plazo señalado para la caducidad del derecho- hubiese sido oportuno que se estableciese qué Derecho es aplicable cuando la expropiación se realizó bajo la vigencia de la legislación anterior a 1879, pero, sin embargo, el hecho condicionante de la reversión surge después. La importancia de la cuestión es evidente, pues la naturaleza jurídica del derecho de reversión de la Ley de 1836 es muy diferente a la naturaleza jurídica del derecho de reversión recogido en la legislación posterior a 1879. En cualquier caso, como tendremos ocasión de comprobar, estas dudas interpretativas son resueltas por la jurisprudencia. Ya la STS de 29 de enero de 1886 (extractada en OLIVA Y BRIDGMAN, S.: Novísimo Diccionario de Legislación y jurisprudencia, 1888, Barcelona, tomo VI, págs. 960 y 961) había establecido -en relación con un supuesto en el que la expropiación se había producido en 1860- que era aplicable la legislación vigente en el momento en el que se produce el supuesto de reversión -en esa hipótesis el art. 43 de la Ley de 1879- «considerando que al aplicar la expresada disposición legal a las enajenaciones acordadas por el Estado [...] por haberse reconocido con posterioridad a su promulgación que tales terrenos son innecesarios para el objeto de su adquisición, no se da efecto retroactivo a la Ley, sino que, por el contrario, regula como corresponde al tiempo de su realización y de su causa el acto de vender lo que antes fue adquirido únicamente por y para la obra pública».
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Según este larguísimo precepto:

«En el caso de no ejecutarse la obra que hubiera exigido la expropiación, el Gobernador civil de la provincia, a propuesta de la Jefatura de Obras Públicas de la provincia o del servicio a que corresponda la obra, bien de oficio o a instancia del dueño del inmueble o sus causahabientes, dictará providencia declarando si procede o no el ejercicio del derecho reversional que establece el art. 43 de la Ley. Esta providencia será notificada personalmente a los interesados cuyos domicilios sean conocidos. A los demás se les notificará por medio de publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. Si la providencia del Gobernador es denegativa del derecho reversional, cabrá contra ella recurso de apelación ante la Dirección general de Obras Públicas o de la que dependa el servicio. El recurso deberá interponerse dentro del término de quince días, a contar desde la notificación personal o de la publicación de la providencia. La resolución del Centro correspondiente, en caso de apelación, causará estado y será inmediatamente ejecutiva.

Si la providencia gubernativa declara la procedencia del derecho reversional, los dueños primitivos o sus causahabientes a quienes se haya notificado personalmente deberán ejercitar dicho derecho en el plazo de un mes a contar desde el día en que se les haya hecho la notificación.

Si ésta se hubiera hecho por medio del Boletín Oficial y hubiese transcurrido un mes a contar desde la publicación del antedicho acuerdo, cuando el dueño primitivo o sus causahabiente ejerciten dentro de los plazos oportunos el derecho reversional, el Gobernador civil procederá, de acuerdo con el art. 29 de este Reglamento, a designar el Perito de la Administración, cuando éste no deba ser nombrado por el dueño de la finca por título de expropiación. El Perito habrá de formar una hoja de aprecio, en la que se consigne por partida alzada el precio de la finca referido al valor que tenga en el momento en que se solicite su reincorporación. Dicha hoja de aprecio se comunicará al interesado en la reversión y si fuese aceptada, deberá satisfacerse desde luego el precio de la finca y se formalizará su enajenación. Si el interesado no se conformase con la tasación del Perito del expropiante, se procederá en la forma prevenida en los arts. 44, 46, párr. 2.º del 48, y 49 al 56 de este Reglamento. Tanto en el caso de que por providencia gubernativa firme se hubiera declarado la improcedencia de la reversión, como en el que de después de declarada su procedencia y valorada definitivamente la finca, hubiese transcurrido un mes sin que los dueños primitivos o sus causahabientes hubiesen abonado el importe del justiprecio, así como si hubieran transcurrido treinta años desde que el expropiante tomó posesión de la finca, o por lo que se refiere a las fincas expropiadas antes de la promulgación de la ley de 24 de julio de 1918, que reformó el art. 43 de la Ley de 10 de enero de 1879, hubiesen transcurrido treinta años desde dicha promulgación, siempre que dentro de dichos plazos hubiera quedado terminada la obra, el dueño de la finca por título de expropiación adquirirá el pleno y definitivo dominio sobre la misma, y el dueño primitivo no podrá ya ejercitar derecho alguno sobre ella».
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	Recordemos que según el art. 72 de este Reglamento, «el Gobernador Civil de la Provincia, a propuesta de la Jefatura de Obras Públicas de la Provincia o del servicio a que corresponda la obra, bien de oficio o a instancia del dueño de la finca por título de expropiación o del primitivo dueño del inmueble o sus causahabientes, dictará providencia declarando si procede o no el ejercicio del derecho reversional que establece el artículo 43 de la Ley» (el subrayado es nuestro). Coincide en la claridad del precepto PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., págs. 35 y 40, en nota).
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En efecto, según la STS de 5 de noviembre de 1960 (Pte.: Cerviá Cabrera, «Aeródromo Militar de Barcelona»):

«[...] Desde 1879 fue requisito esencial y exclusivo para ello [ejercicio del derecho de reversión] la notificación por la Administración de su propósito de no llevar a cabo la obra o no implantar el servicio, por lo que no era factible la iniciativa particular a dichos fines, criterio que tenía su justificación jurídica en el hecho de dejar reservada la determinación de no ser precisa la finca expropiada al órgano que hubiera declarado la necesidad de su ocupación o expropiación por razón de utilidad pública, como único capacitado para restablecer el orden patrimonial alterado por sus anteriores decisiones».

En el mismo sentido, entre otras, STS de 30 de noviembre de 1965 (Pte.: Becerril y Antón-Miralles, «Predio de Cabrera»). Por su parte, la STS 18 de mayo de 1959 (Pte.: Marroquín de Tovalina, «Ayuntamiento de Castuera») en la que era aplicable la legislación de 1879, tal y como fue reformada en 1918, denegó el derecho de reversión por faltar el requisito de la notificación administrativa de la producción del supuesto. Igualmente, la STS de 15 de junio de 1953 (Pte.: Cortés Echanove, «Puerto de la Luz en Gran Canaria»), señala que «en modo alguno puede el expropiado, tan sólo por tener este carácter y el transcurso del tiempo, pretender revierta a él en todo o en parte lo forzosamente vendido sin que antes la propia Administración actúe otra vez declarando de modo expreso y formal la innecesidad total o parcial de la finca expropiada, y [...] resulta de precisión absoluta en todo caso que se produzca este nuevo acto administrativo para que puedan ejercitar su acción de recobro las personas a favor de las cuales la Ley la establece», pero lo que se trataba de determinar en la Sentencia es el momento del nacimiento del derecho de reversión a los fines de determinar la normativa aplicable al mismo. No obstante, esta jurisprudencia choca con algunas SSTS de los años 30, que no se limitan a comprobar que no se ha producido la citada notificación, sino que, aún en ausencia de ésta, entran a examinar si se ha producido alguno de los supuestos de reversión. Así, las SSTS de 23 de mayo de 1931 («Muro de Defensa en el Río Segre») y de 21 de enero de 1932 («Parcela Sobrante»). Esta última establece que «el recurrente no ha justificado hallarse en ninguno de los casos que para la reversión establece el mencionado art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa, ni que el Gobernador le hubiere dado conocimiento de ellas para poder ejecutar el derecho a la devolución del terreno que se pretende». Por su parte, la STS de 25 de junio de 1957 (Pte.: Pérez Martínez, «Puerto de la Luz en Gran Canaria») anula el decreto de cesión de unos terrenos que se realiza sin previa notificación a los causahabientes del expropiado de su posibilidad de ejercitar el derecho de reversión, por adolecer dicho decreto «de un evidente vicio sustancial causante de indefensión que lo invalida».
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	Artículo 61 de la Ley de Expropiación de 1833. Vid. supra en nota 59 la transcripción del artículo 60 de la Ley de Expropiación francesa de 1841, de idéntico tenor.
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	Vid. supra, nota 147.
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	Como, por ejemplo, destacan GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZRODRÍGUEZ, T. R., en Curso..II, op. cit., pág. 211, o resalta a lo largo de su trabajo DÍAZ Y DÍAZ, M.: «La expropiación forzosa en el pensamiento jurídico de GARCÍA DE ENTERRÍA (contexto, apogeo y desencanto)», RAP, núm. 120, 1989. No obstante, si bien reconoce algunos progresos a la Ley de 1954, PARADAVÁZQUEZ, J. R. («El artículo 33.3...», op. cit., pág. 1284), le achaca haber importado un modelo expropiatorio ya desahuciado en Francia.
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	Este anuncio es realizado por la exposición de motivos de la Ley de Ordenación de la Edificación. Las líneas que ha de seguir esta reforma son analizadas por GARCÍA DE ENTERRÍA, E., en «La Ley de Expropiación Forzosa de 1954, medio siglo después», RAP, núm. 156, 2001.
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	El artículo 32 del Fuero de los Españoles estableció que nadie podría ser expropiado sino por causa de utilidad pública o interés social previa la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto en las Leyes.
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	GARCÍA DE ENTERRÍA, E.: Los principios de la nueva Ley de Expropiación Forzosa, Civitas, Madrid, 1984 (e.o. Instituto de Estudios Políticos, 1956), págs. 26 y ss.
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	Y es que, como destaca NIETO, A., a partir de la obra de SCHEUNER (NIETO, A.: «Evolución expansiva del concepto de la expropiación forzosa», RAP, 1962, núm. 38, pág. 95, en nota), existe una importante relación entre expropiación y propiedad, de tal manera que por lo mismo que cualquier modificación de la idea de la propiedad afecta a la expropiación, cualquier modificación en la idea de la expropiación hace sospechar que algo ha evolucionado en la propiedad.
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Como señala NIETO, A. («Evolución expansiva...», op. cit., pág. 95), la expropiación forzosa que, como instituto jurídico, aparece en el siglo XIX tiene como caracteres esenciales los siguientes:

Ha de hacerse por medio de un acto administrativo.

Se refiere a propiedades inmuebles.

Supone la transmisión de la propiedad.

En beneficio de un ente o empresa pública concreta.

El citado Profesor pone asimismo de manifiesto que si se compara esta estructura con la de la expropiación en sentido moderno, puede apreciarse que ninguno de estos elementos se ha conservado pues:

Ya no es imprescindible el acto administrativo: la intervención puede ser realizada directamente mediante una Ley.

Tampoco es necesario que se refiera a propiedades inmuebles, sino que su objeto puede ser cualquier derecho patrimonial.

Sin llegar a la transmisión de la propiedad, basta con que se trate de una mutilación de la misma que no sea simple delimitación del dominio.

También se suprime la afectación al beneficio de empresas públicas e incluso terceros determinados.
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	PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., pág. 41), critica esta sistemática por entender que era innecesario que la Ley de 1954 dedique dos artículos a la regulación del derecho de reversión, pues el contenido del art. 55 podría haberse incorporado, siempre en opinión del citado autor, como párrafo tercero al art. 54.
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	Como ya puso de manifiesto TRAVER, V. (El derecho de..., op. cit., pág. 30), con el instituto de la reversión no se intenta paliar ningún perjuicio económico al expropiado. Si desaparece el interés social que exigió la transmisión de la cosa, «el interés económico que su disfrute representaba para el dueño, fue satisfecho perfecta e íntegramente, por lo cual no habría razón para volver sobre él, no así el interés de afección, satisfecha en aquella forma imperfecta y única posible [el autor hace referencia al premio de afección]. Esta imperfección es susceptible entonces de ser corregida, poniendo a disposición del dueño aquello que fue suyo, para que pueda adquirirlo nuevamente si perduran en él los motivos que hacían amable la cosa enajenada». La cursiva es del autor.
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En concreto, se trata de la enmienda número 9, realizada por el Sr. DE BUSTAMANTE Y SÁNCHEZ. Y es que, en efecto, en el proyecto de Ley remitido por el gobierno (Vid. Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados. Sesión de 11 de enero de 1954) la redacción de los arts. 52 y 53 (54 y 55 en el texto definitivo de la Ley), era muy similar a la definitivamente aprobada. Así, el tenor de los artículos del texto del proyecto es el siguiente (las variaciones respecto al texto finalmente aprobado se resaltan en cursiva):

«Art. 52.- En el caso de que no se ejecutase al obra o no se estableciese el servicio que hubiera exigido la expropiación, así como si hubiera alguna parte sobrante de los bienes expropiados o desapareciese la afectación, el primitivo dueño o sus causahabientes podrán recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expropiado, abonando a la Administración su justo precio. Se estimará como tal, sin perjuicio de lo que en el siguiente párrafo se dispone, el valor que tenga la finca en el momento en el que se solicite su recuperación.

Art. 53.- El plazo para que el dueño primitivo o sus causahabientes puedan ejercer el derecho de reversión reconocido en el artículo anterior será el de un mes, a contar desde la fecha en que la administración hubiera notificado la inejecución, terminación o desaparición de la obra o servicio público, o desde que el particular comparezca en el expediente dándose por notificado».
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Según el art. 22.3 LEF, contra la Orden ministerial que resuelve el recurso de alzada interpuesto contra la declaración de necesidad de la ocupación, «no cabrá reclamar en la vía contencioso-administrativa». Este precepto, no obstante, ha de considerarse derogado por el art. 24.1 CE.

En este sentido, PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., pág. 60), también advierte la relación entre posibilidad de impugnación del acuerdo de necesidad de la ocupación y la reversión expropiatoria y, así, en relación con la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, ofrecía como primera explicación del nacimiento del derecho de reversión el hecho de que el desamparo del particular ante el acuerdo de necesidad de ocupación en el momento de ser emitido no podía ser definitivo y permanente, de modo que en su día el expropiado habría de contar con el instrumento jurídico adecuado para recuperar sus bienes o derechos.

No obstante, hoy no cabe duda que la reversión no puede sustituir al trámite de impugnación del acuerdo de necesidad de ocupación. Sobre extremo ya se manifestó MUÑOZMACHADO, S. en Expropiación..., op. cit., pág. 25.
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	A diferencia de las precedentes Leyes de expropiación forzosa, que reconocían como causa legitimadora de la expropiación forzosa sólo a la «utilidad pública», identificada con la obra pública, la Ley de 1954 incluye en el concepto de causa expropiandi tanto a ésta como al «interés social». Sobre todo ello, vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E.: Los principios..., op. cit., pág. 141.
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	Aunque la Ley de 1879 consagrará definitivamente el empleo del término «expropiación forzosa» en el Derecho positivo, el término con el que la Ley de 1836 se refiere a la institución, «enajenación forzosa», aún asoma en alguno de sus artículos. En 1894 expresaba MELLADO, F. (Tratado elemental..., op. cit., pág. 519), su preferencia por el término «enajenación forzosa», puesto que «no es que se quite la propiedad, sino que cambia su modo de ser, o se enajena forzosamente», si bien reconocía que el término expropiación era el empleado en el uso vulgar y corriente. Por su parte, el patriarca del Derecho administrativo español, COLMEIRO, M., emplea indistintamente ambos términos (vid. la cuarta edición de su Derecho administrativos Español, tomo II, Imprenta y Librería de Eduardo Martínez, Madrid, 1876).
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	Así, establecía el artículo 55 LEF, «el plazo para que el dueño primitivo o sus causahabientes puedan ejercer el derecho de reversión reconocido en el artículo anterior será el de un mes, a contar desde la fecha en que la Administración hubiera notificado la inejecución, terminación o desaparición de la obra o servicio público, o desde que el particular comparezca en el expediente dándose por notificado».


	 Ver Texto 




	 (129) 

	Según el Dictamen del Consejo de Estado de 28 de abril de 1977 (Exp. núm. 40.638) cuando la causa de reversión deriva de actos expresos de la Administración, y no se ha notificado al interesado la desafectación, éste puede darse por notificado y solicitar la retrocesión, sin que nada se oponga a que en el mismo acto se dé por notificado y solicite la reversión. En este sentido se afirma que «ésta es la interpretación más correcta del ordenamiento a juicio de este Consejo de Estado, pues la frase "comparecer en el expediente" no puede interpretarse estrictamente en el sentido de "expediente que da lugar a la desafectación", ya que tal expediente ha concluido con la producción del acto que da lugar a al desafectación, acto que, al no notificarlo la Administración, origina la posibilidad de que el interesado se dé por notificado en cualquier momento a efectos que comience a computar el plazo del mes».
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	Por su parte, la jurisprudencia no aceptó que la falta de declaración de innecesidad de un bien expropiado constituyese un acto discrecional, y por tanto, estuvieran fueran de su competencia estos supuestos cuando a los mismos les fuera aplicable la legislación anterior a la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956. Así, la STS de 28 de febrero de 1961 (Pte.: Becerril y Antón Miralles, «abastecimiento de aguas potables en Granada»), señala que «la falta de declaración de innecesidad de una finca pretéritamente expropiada no constituye un acto de voluntad discrecional, sino precisa y previamente condicionado a ley y reglamento de concreta observancia, pues de otro modo el incumplimiento de la precisión resolutoria y condicional haría inútil e ineficaz el ejercicio conveniente a la exigencia funcional que constituye la razón de la expropiación». Vid., asimismo, STS de 30 de noviembre de 1965 (Pte.: Becerril y Antón Miralles, «Isla de Cabrera»). Añade dicha Sentencia que «aparece hoy con mayor nitidez la diferencia entre el acto administrativo de la desafectación del bien expropiado al fin que se adscribió, justificativo de la declaración expropiatoria y el ejercicio de la acción de recuperación o reversión capaz de producir en su caso el acto administrativo, distinto del anterior, por el que pueda darse paso a la reversión interesada».
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	Vid. PÉREZMORENO, A.: El derecho..., op. cit., pág. 40, en nota. Por otro lado, la STS de 5 de noviembre de 1960 (Pte.: Cerviá Cabrera. «Aeródromo de Prat en Llobregat»), atribuye esta «innovación jurídica» a «la natural evolución y perfeccionamiento de las normas legales, encaminada a evitar la privación de la propiedad, amparada por el Estado». No obstante, como hemos visto, la jurisprudencia de los años treinta no exigía la notificación previa para analizar si procedía el ejercicio del derecho de reversión.
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	En la redacción original del proyecto (vid. supra) se estimaba como justiprecio «el valor de la finca en el momento en el que se solicite su recuperación». En el seno de la Comisión del Congreso que discutió este proyecto, el Sr. Bustamante realizó una enmienda (enmienda núm. 9) en el sentido de añadir al final del último párrafo del artículo 52, «deducido en la forma que determinan los arts. 37 y 38». La razón de esta enmienda era que «no sería justo que si la Administración expropiante justipreció en la forma que determinan estos artículos, para recuperarlos el expropiado o sus causahabientes tuvieran que pagar su valor en venta, que pudiera ser, como lo es casi siempre, mucho mayor que el de aplicar las normas de los referidos artículos 37 y 38». Esta enmienda, aceptada por el Informe de la Ponencia, pasará a la redacción definitiva de la LEF, si bien se cambia la referencia a los artículos donde se regula las normas relativas al justiprecio por la referencia al Capítulo de la Ley donde se contienen dichas Disposiciones. Será rechazada, en cambio, la segunda parte de la citada enmienda, encaminada a consignar en éste u otro artículo un plazo determinado para la ejecución de la obra o la realización del servicio que exigió la expropiación, pues se entendió que en dicho aspecto no podían ponerse limitaciones a la Administración. Este plazo, necesario para facilitar el ejercicio del derecho de reversión, pues de otro modo, hasta que la Administración no hiciera patente su deseo de no ejecutar la obra no sería posible el ejercicio del derecho de reversión (vid., en este sentido, STS de 28 de mayo de 1931, «Muro de defensa del río Segre») aparecerá, sin embargo, en el REF, como tendremos ocasión de analizar.


	 Ver Texto 




	 (133) 

	Según el segundo párrafo del artículo 54, «cuando entre la ocupación administrativa y la reversión prevista en este artículo no hayan transcurrido más de dos años, se entenderá que el precio debe ser el inicial, salvo que en el objeto expropiado se hubieren realizado mejoras o daños que afecten a dicha valoración».


	 Ver Texto 




	 (134) 

	Según el artículo 58 LEF, «si transcurrieran dos años sin que el pago de la cantidad fijada como justo precio se haga efectivo o se consigne, habrá de procederse a evaluar de nuevo las cosas o derechos objeto de expropiación, de acuerdo a los preceptos contenidos en el capítulo de la Ley relativo a la determinación del justiprecio».


	 Ver Texto 




	 (135) 

	GARCÍA DE ENTERRÍA, E.: Los principios..., op. cit., pág. 141.


	 Ver Texto 




	 (136) 

	El proyecto de Reglamento fue objeto del dictamen 20.813, de 21 de febrero de 1957, del Consejo de Estado. En el contexto de un dictamen que emite un juicio de valor muy positivo sobre el contenido del proyecto, el supremo órgano consultivo no introduce ninguna indicación respecto a los artículos que se ocupan del derecho de reversión, por lo que cabe entender que no los consideró necesitados de mejora técnica alguna. Y es que, una vez que se consigna en el dictamen, entre otros extremos, que «el proyecto cumple muy satisfactoriamente su delicado contenido», pues «no son pocos los aspectos en que sus redactores, aun guiados por las directrices fijadas en el texto legal, han tenido que buscar la fórmula apropiada para la solución de cuestiones que lógicamente quedaban diferidas al Reglamento y, en general, lo han hecho con acierto indudable», el Consejo de Estado realiza «algunas indicaciones concretas a su texto, con el deseo de contribuir de este modo a su mayor perfección». Estas indicaciones se refieren solamente a la necesidad de introducir algunas precisiones terminológicas, a la inclusión del procedimiento especial de urgencia en el Capítulo IV del Título II y a la constatación de algunos errores materiales, todo ello sin afectar a ninguno de los artículos que se ocupan del derecho de reversión.


	 Ver Texto 




	 (137) 

	Para GIMENOFELIÚ, J. M. (El derecho de reversión en la Ley de Expropiación Forzosa, 1.ª ed., Civitas, Madrid, 1996, pág. 119), el REF fue más allá de su función de norma desarrolladora de la LEF, produciendo innovaciones normativas. En concreto, el citado autor consideraba ilegal el art. 66 REF, pues, siempre en opinión de GIMENOFELIÚ, J. M., dicho precepto «establece claramente una regulación distinta a la contenida en la LEF».


	 Ver Texto 




	 (138) 

	Como hemos visto, al texto de la Ley fue presentada una enmienda encaminada a que se fijase un plazo para la realización de las obras públicas. Finalmente, esta enmienda no fue aceptada, pero el Reglamento cumple satisfactoriamente la función a la que iba encaminada dicha enmienda. Vid. supra, nota 186.


	 Ver Texto 




	 (139) 

	Para PÉREZMORENO, A. (El derecho..., op. cit., págs. 293 y 294), el sistema que establece el REF para determinar cuándo se entienden producidas las causas que originan el nacimiento del derecho de reversión es «muy aceptable», si bien aboga por una mayor simplificación del mismo.


	 Ver Texto 




	 (140) 

	Así, el artículo 64.1REF dispone que «se entenderá no ejecutada la obra o establecido el servicio cuando no habiéndolo sido de hecho manifestare la Administración su propósito de no llevarla a cabo o de no implantarlo, bien sea por notificación directa a los expropiados, bien por declaraciones o actos administrativos que impliquen la inejecución de la obra que motivó la expropiación o el no llevar a cabo el establecimiento del servicio».


	 Ver Texto 




	 (141) 

	Según el art. 64.2 REF, «en todo caso, transcurridos cinco años desde la fecha en que los bienes o derechos expropiados quedaron a disposición de la Administración sin que hubiere iniciado la ejecución de la obra, o establecido el servicio, o dos años, desde la fecha prevista a este efecto, los titulares de aquellos bienes o derechos, o sus causahabientes, podrán advertir a la Administración expropiante de su propósito de ejercitar la reversión, pudiendo efectivamente ejercitarla si transcurren otros dos años desde la fecha de aviso sin que se hubiere iniciado la ejecución de la obra o establecido el servicio».


	 Ver Texto 




	 (142) 

	Vid. infra, Cap. IV de este trabajo.


	 Ver Texto 




	 (143) 

	El hecho de que no se regule el nacimiento del derecho de reversión en los supuestos de desafectación cuando la Administración no notifica al expropiado o sus causahabientes que se ha verificado un supuesto de este tipo no ha obstaculizado, como no podía ser de otro modo en una interpretación sistemática de la LEF y el REF, el ejercicio del derecho de reversión en estas hipótesis.


	 Ver Texto 




	 (144) 

	En concreto, el art. 66.2 REF se remite al art. 121.1 LEF, según el cual «dará también lugar a indemnización con arreglo al mismo procedimiento toda lesión que los particulares sufran en los bienes y derechos a que esta Ley se refiere siempre que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, o la adopción de medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosa, sin perjuicio de las responsabilidades que la Administración pueda exigir de sus funcionarios con tal motivo».


	 Ver Texto 




	 (145) 

	Vid. Cap. V.


	 Ver Texto 




	 (146) 

	Establece el art. 67.3 que «el Gobernador civil resolverá, previo informe de la Administración interesada y previas las comprobaciones que estime oportunas, contra cuya resolución cabrá recurso de alzada ante el Ministro competente por razón de la materia, contra cuyo acuerdo será admisible el recurso contencioso-administrativo».


	 Ver Texto 




	 (147) 

	Vid. Cap. V de este trabajo.


	 Ver Texto 




	 (148) 

	Vid. Cap. V de este trabajo.


	 Ver Texto 




	 (149) 

	En concreto, en los Capítulos IV y V.


	 Ver Texto 




	 (150) 

	El procedimiento de elaboración de la nueva regulación del derecho de reversión ha sido minuciosamente analizado por GALÁNGALÁN, A.: El derecho de reversión en la Ley de Expropiación Forzosa. Estudio legislativo, doctrinal y jurisprudencial, Lex Nova, Valladolid, 2002, págs. 27 a 43, a quien nos remitimos.


	 Ver Texto 




	 (151) 

	No obstante, en nuestra opinión, el derecho de reversión es un derecho constitucionalmente reconocido. Al estudio de esta cuestión hemos dedicado el Cap. III de este trabajo.


	 Ver Texto 




	 (152) 

	Según el último párrafo de la exposición de motivos de la LOE, «[...] la Ley actualiza la regulación de un aspecto de la legislación de expropiación forzosa sin duda necesitada toda ella de una revisión para adaptarse a la dinámica de nuestro tiempo, que presenta una significación cualificada y cuya puesta al día no debe demorarse, como es el ejercicio del derecho de reversión, derecho calificado por el Tribunal Constitucional como de configuración legal».


	 Ver Texto 




	 (153) 

	
Aunque entre la ordenación de la edificación y la reversión expropiatoria no existe, desde luego, una conexión temática, la exposición de motivos de la LOE intenta justificar la reforma del derecho por ella operada afirmando que «la regulación del proceso de la edificación no quedaría, sin embargo, actualizada y completa si la Ley no se refiere a aquellos supuestos en que dicho proceso constructivo ha exigido la previa expropiación de bienes o derechos por vincularse a una finalidad u objeto de utilidad pública o interés social». Como se puede comprobar, el argumento empleado para integrar la reforma del derecho de reversión en la Ley de Ordenación de la Edificación es, cuanto menos, forzado, pues, en primer lugar, desde luego, no sobre todos los terrenos sobre los que se edifica proceden de una expropiación, y, en segundo lugar, la operatividad de la reversión no afecta al proceso de edificación.

La deficiente técnica legislativa empleada ha sido resaltada por los distintos autores que se han ocupado de la reforma. Así, señala GARCÍA DE ENTERRÍA, E. («La Ley de Expropiación...», op. cit., pág. 265), que la reforma se ha producido «inesperada y súbitamente» y que la reversión es «absolutamente heterogénea con la materia de la Ley en que se ha inserto». Por su parte, ARZUAARRUGAETA A. («Nota sobre la modificación de régimen legal del derecho de reversión expropiatoria», Revista Vasca de Administración Pública, núm. 2, año 2000, págs. 16 a 18), añade que esta reforma, realizada en sede legislativa inadecuada, es provisional, urgente e incompleta.

Vid., igualmente, entre otros autores, DÍAZLEMA, J. M.: «El derecho de reversión expropiatoria», Revista Galega de Administración Pública, núm. 27, 2001, pág. 52; GALÁNGALÁN, A.: El derecho..., op. cit., págs. 42 y 43; PAREJOALFONSO, L. (dir.): Comentarios a la Ley de Ordenación de la Edificación, Tecnos, Madrid, 2001, pág. 20.
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	 (154) 

	En efecto, la Disposición Adicional Cuarta de la LOE tiene el siguiente tenor: «Esta Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, salvo sus disposiciones adicional quinta, transitoria segunda, derogatoria primera por lo que se refiere a la legislación en materia de expropiación forzosa, derogatoria segunda, y final tercera que entrarán en vigor al día siguiente al de su publicación».
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	 (155) 

	Se puede consultar una primera valoración de la reforma en el trabajo GALLEGOCÓRCOLES, I.: «Notas sobre el nuevo régimen jurídico de la reversión expropiatoria», Revista Aragonesa de Administración Pública, núm. 16, 2000.
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	 (156) 

	
Como hemos visto supra, nota 71, la primera legislación francesa no había previsto limitaciones temporales al derecho de reversión, si bien la jurisprudencia interpretó que una afectación continuada -conservada durante un plazo de treinta años- excluía la procedencia del derecho de reversión. En el Derecho francés vigente, la Ley permite ejercitar el derecho de reversión dentro de un plazo de treinta años a partir de la «ordenanza de expropiación».

En Derecho italiano, donde no se reconoce el derecho de reversión en los supuestos de desafectación -vid. Cap. IV de este trabajo-, la jurisprudencia ha entendido aplicable el plazo de prescripción de acciones previsto en el Código civil italiano al derecho de reversión (vid. infra, Cap. V).



	 Ver Texto 




	 (157) 

	Uno de los ejemplos más llamativos es el supuesto de la «Estación del Arrabal de Zaragoza», cuya reversión es reconocida finalmente, tras un tortuoso camino procesal, por la STSJ de Aragón de 12 de julio de 2000 (La Ley 534576/2000, Pte.: Servera García). La expropiación tuvo lugar en 1858 y la desafectación de los bienes en 1986. El reconocimiento de la reversión se produce por la citada Sentencia en el año 2000.
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	 (158) 

	
Según la misma:

«El Gobierno, en un plazo de seis meses, adaptará la sección 4.ª del capítulo IV del Título II del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa a lo dispuesto en esta Ley».
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	 (159) 

	
Según la Disposición Derogatoria Segunda de la LOE,

«Los arts. 64 a 70 del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa, aprobado por Decreto de 26 de abril de 1957, seguirán vigentes en cuanto no se opongan o resulten compatibles con lo establecido por la disposición adicional quinta».
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	 (160) 

	El anteproyecto ha sido objeto de valoración por GARCÍAGÓMEZ DE MERCADO F.: «Comentarios sobre el Anteproyecto de Ley de Expropiación Forzosa», Revista Jurídica de la Comunidad de Madrid, núm. 14, 2002; PALOMAROLMEDA, A.: «Algunas cuestiones sobre al expropiación forzosa en la actualidad: el procedimiento expropiatorio y la determinación del justiprecio», Revista de urbanismo y edificación, 2004, núm. 10, y FERNÁNDEZ, T. R.: «Por una nueva Ley de Expropiación Forzosa y un nuevo sistema de determinación del justiprecio», RAP, núm. 166, 2005.
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